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Iniciativas

QUE ADICIONA UN ARTÍCULO 101 BIS 4 A LA LEY GENE-
RAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCEN-
TES, EN MATERIA DE PREVENCIÓN DE ADICCIONES DIGITA-
LES, SUSCRITA POR EL DIPUTADO ALAN SAHIR MÁRQUEZ

BECERRA Y LAS Y LOS LEGISLADORES INTEGRANTES DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

El que suscribe, Alan Sahir Márquez Becerra, en mi
carácter de diputado de la LXVI Legislatura de la Cá-
mara de Diputados e integrante del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71, fracción II de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; y en
los artículos 6, numeral 1 fracción I; 77, 78 y demás
relativos del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración del pleno de esta honorable
asamblea la presente Iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se adiciona un artículo a la Ley General
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en
materia de prevención de adicciones digitales; al tenor
de lo siguiente

Exposición de Motivos

En los últimos años, México ha experimentado un cre-
cimiento exponencial en el uso de dispositivos digita-
les, redes sociales, videojuegos en línea y plataformas.
Si bien, estas herramientas representan oportunidades
de desarrollo, comunicación y acceso a la informa-
ción, también han generado nuevas problemáticas de
salud pública vinculadas al uso excesivo y descontro-
lado de la nueva frontera de las adicciones: el entorno
digital; particularmente entre niñas, niños y adolescen-
tes, siendo la población más vulnerable.

El acceso temprano a dispositivos móviles sin regula-
ción ni acompañamiento adecuado incrementa el ries-
go de dependencia digital y exposición a contenidos
nocivos.

Las llamadas adicciones digitales comprenden el uso
problemático o compulsivo de dispositivos electróni-
cos, redes sociales, videojuegos y plataformas en línea
que generan afectaciones en la salud mental, el rendi-
miento escolar y la vida social; lo que puede manifes-
tarse mediante ansiedad o irritabilidad al no tener ac-
ceso al dispositivo, alteraciones del sueño, aislamiento

social, bajo rendimiento escolar o laboral y síntomas
depresivos.

Po su parte, en la Asamblea Mundial de la Salud de
2018, los gobiernos adoptaron por unanimidad una re-
solución en la que instaban a la Organización Mundial
de la Salud (OMS), a elaborar una estrategia mundial
sobre salud digital para ayudar a los países a alcanzar
la cobertura sanitaria universal. La Estrategia Mundial
sobre Salud Digital 2020–2025, se aprobó con el pro-
pósito de apoyar a los países en el aprovechamiento de
tecnologías digitales para fortalecer sus sistemas sani-
tarios y avanzar hacia la cobertura sanitaria universal,
mediante lineamientos de gobernanza, interoperabili-
dad, evidencia y protección de datos.

A continuación se desarrollan algunos trastornos digi-
tales que generan dependencia conductual, afectacio-
nes psicosociales y deterioro funcional en la vida coti-
diana.

Trastorno por videojuegos

La Organización Mundial de la Salud ha reconocido el
trastorno por videojuegos como un problema de salud
mental desde 2018, evidenciando que el uso descon-
trolado puede convertirse en una condición clínica y
una enfermedad mental. Los tres criterios para detec-
tar el trastorno son: falta de control sobre el juego (fre-
cuencia, intensidad, duración); este síntoma implica
que la persona es incapaz de controlar su conducta ha-
cia el videojuego y no puede poner límite al tiempo
que invierte en esa actividad ni a las veces que lo ha-
ce durante el día o la semana.

Así mismo, el aumento de prioridad que le da al jue-
go: se convierte en algo por encima de otros intereses
vitales y rutinas del día a día, y posteriormente la con-
tinuación o escalada del juego, a pesar de las conse-
cuencias negativas: no importa el daño que esté ha-
ciendo a su salud o a su situación vital, el afectado
continúa jugando o lo hace cada vez más. La OMS
menciona que el trastorno se aplica tanto a juegos di-
gitales como a videojuegos que se utilizan a través de
consolas o por conexión a internet.

Cabe señalar que México, es el primer consumidor de
videojuegos en América Latina, y en el ámbito mun-
dial ocupa el lugar número 12.
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Ludopatía

La ludopatía o juego patológico se ha definido como
un impulso irreprimible de jugar y apostar. La palabra
se origina del latín: ludus, que significa yo juego y la
palabra griega pathos, que significa afección, enfer-
medad o pasión por el juego.

El juego patológico también se ha definido como una
enfermedad crónica y progresiva consistente en la fal-
ta de control en los impulsos y un deseo irreprimible
de participar en juegos de apuesta. Es una conducta
descontrolada relacionada con los juegos de azar y las
apuestas (Iturriaga, 2010), se refiere a las actividades
en las que se realizan apuestas y como componente
prominente se encuentran los juegos de azar y apues-
tas como las máquinas tragamonedas, bingos, casinos,
loterías, cupones, cartas, ruletas, dados, dominó, pele-
as de animales, carreras de caballos, entre otros, y más
recientemente, las apuestas por internet.

Es un riesgo creciente, y ha encontrado en el entorno
digital un nuevo espacio de expansión. Plataformas de
apuestas deportivas, juegos con recompensas econó-
micas y sistemas de micro transacciones han prolifera-
do en aplicaciones móviles y sitios web. El problema
se agrava por publicidad dirigida a jóvenes, facilidad
de acceso desde dispositivos móviles, falta de verifi-
cación estricta de edad y sistemas de recompensa que
generan dependencia psicológica.

Derivado de lo anterior, datos de la OMS, estima que
el 1,2 % de la población adulta en el mundo sufre un
trastorno del juego (ludopatía). El daño que provocan
estos juegos en terceros también está muy extendido.
Los juegos de azar y de apuestas pueden poner en pe-
ligro la salud y aumentar la incidencia de enfermeda-
des mentales y suicidios. También pueden generar po-
breza al reducir la partida del gasto de los hogares
destinada a bienes y servicios esenciales.

En México, la ludopatía afectó a casi 4 millones de
mexicanos en 2017, adictos al casino y tiene prevalen-
cia entre uno y tres por ciento de la población. (Gon-
zález Oscoy). Los síntomas que delatan esta enferme-
dad es el hecho de que al no realizar esta actividad,
hay cambios de humor, agresividad, intolerancia y un
deseo incontrolable por jugar, lo cual repercute en lo
económico, laboral y familiar.

La ludopatía tradicionalmente se asociaba a casinos,
máquinas tragamonedas o centros de apuestas presen-
ciales. Sin embargo, la digitalización ha transformado
radicalmente el fenómeno. Hoy, el acceso a apuestas
está disponible desde teléfonos móviles a través de
apps de apuestas deportivas y en videojuegos con sis-
temas de recompensa mediante plataformas con pagos
instantáneos. El entorno digital elimina barreras físi-
cas, aumenta la disponibilidad y acelera la frecuencia
de juego, lo que incrementa el riesgo de dependencia.
Estos mecanismos se potencian porque los algoritmos
están diseñados para maximizar permanencia y las re-
compensas son inmediatas.

Por lo anterior, la exposición temprana es uno de los
factores de riesgo más relevantes, ya que el cerebro
adolescente es más vulnerable al refuerzo dopaminér-
gico, (dopamina que motiva la repetición de acciones),
lo que incrementa el riesgo de dependencia conduc-
tual. Afecta la salud mental, la economía personal y el
entorno familiar.

Redes Sociales

La adicción a redes sociales es una dependencia con-
ductual caracterizada por el uso compulsivo, persis-
tente y descontrolado de plataformas digitales, aun
cuando genera afectaciones en la salud mental, el des-
empeño académico o laboral y las relaciones persona-
les.

En México, con datos de 2021, se observó que 74 %
de la población, desde la adolescencia usa internet, pe-
ro durante más tiempo, casi nueve horas al día; mien-
tras 80 % de la gente en el país la utiliza para conec-
tarse a las redes sociales digitales. 

Además, los mexicanos usan más internet que el pro-
medio mundial y ocho de cada diez internautas utili-
zan las redes sociales, lo que su uso excesivo puede te-
ner consecuencias negativas. Los niños, niñas y
adolescentes son población vulnerable, ya que aún es-
tán atravesando por la maduración cognitiva y emo-
cional, y es cuando establecen sus hábitos.

En nuestro país, 9 de cada 10 jóvenes tienen acceso a
un teléfono celular y se estima que hay 35.3 millones
de jóvenes de entre 12 y 29 años que utilizan internet,
según datos de la Encuesta Nacional sobre Disponibi-
lidad y Uso de Tecnologías de la Información en los
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Hogares. Además, personas usuarias de internet de en-
tre 6 a 17 años, en 2024 pasaban en un promedio de
2.6 a 4.5 horas diarias en la red, siendo la conexión
móvil la más usada.

En el mismo sentido, las cinco redes sociales más po-
pulares y utilizadas por los internautas de entre 12 y 29
años en nuestro país son: WhatsApp (92.3 por ciento),
Facebook (90.6 por ciento), Instagram (50.3 por cien-
to), TikTok (43.4 por ciento) y YouTube (36.0 por cien-
to).

Derivado de lo anterior, las afectaciones conductuales
o mentales de permanencia en redes sociales prolon-
gados, generan cambio en el estado de ánimo, conflic-
tos escolares y aislamiento. Por lo que las redes socia-
les no son el enemigo; el problema es cuando su
diseño incentiva la dependencia sin protección para
los menores.

En el mismo sentido, la regulación del tiempo de uso
no implica censura ni restricción arbitraria de la liber-
tad de expresión. Implica establecer mecanismos de
protección digital para menores de edad, en concor-
dancia con el principio del interés superior de la niñez.
Implementar medidas son necesarias como límites
predeterminados de tiempo para cuentas de menores,
recordatorios automáticos tras cierto tiempo de uso
continuo, desactivación nocturna de notificaciones y
monitoreo de padres o tutores. Estas medidas no pro-
híben el acceso, sino que introducen herramientas de
autocontrol y corresponsabilidad tecnológica.

En la Convención sobre los Derechos del Niño esta-
blece el garantizar el desarrollo integral y la protec-
ción frente a riesgos que afecten la salud mental, me-
diante el acceso a una información adecuada (artículo
17).

En México, el acceso temprano a dispositivos móviles
y redes sociales ha crecido de forma acelerada, sin que
exista una política pública integral de prevención.

Empero, el estado tiene la obligación constitucional,
derivada del artículo 4º, de cumplir con el principio
del interés superior de la niñez, así como el derecho a
la protección de la salud. Además, en el artículo 6 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos (CPEUM), se reconoce el derecho de acceso a
las tecnologías de la información y comunicación, el

cual debe ejercerse bajo principios de seguridad y
bienestar.

En el mismo sentido, en la Ley General de Salud
(LGS), en el artículo 72, establece que la salud mental
y la prevención de las adicciones tendrán carácter
prioritario dentro de las políticas de salud y deberán
brindarse conforme a lo establecido en la Constitu-
ción y en los tratados internacionales en materia de
derechos humanos. El Estado garantizará el acceso
universal, igualitario y equitativo a la atención de la
salud mental y de las adicciones a las personas en el
territorio nacional.

Sin embargo, existe un vacío regulatorio y necesidad
de acción preventiva ya que las adicciones solo se en-
focan a sustancias como el uso nocivo del alcohol, así
como su atención y prevención de enfermedades deri-
vadas del mismo y a la farmacodependencia, por lo
que no contempla las adiciones tecnológicas, a pesar
de que los síntomas de la adicción a internet, redes so-
ciales, videojuegos, etc., son comparables a los mani-
festados con otras adicciones como el tabaco y el al-
cohol, afectando en su mayoría a adolescentes. 

Además, en el artículo 73, fracción VIII, de la Ley Ge-
neral de Salud, se establece la detección de los grupos
poblacionales en riesgo de presentar trastornos men-
tales y por consumo de sustancias psicoactivas, y de
adicciones, preferentemente niñas, niños y adolescen-
tes y miembros de grupos vulnerables.

Si bien existen disposiciones en materia de protección
al consumidor y regulación de juegos y sorteos, a tra-
vés de la Secretaría de Gobernación, no existe un mar-
co específico que aborde la prevención de adicciones
digitales desde un enfoque de salud y preventivo pro-
tegiendo el interés superior de la niñez.

Las adicciones digitales no son fenómenos aislados;
son un reto emergente de salud pública. Por lo que pre-
venir es más eficaz y menos costoso que tratar conse-
cuencias tardías. Proteger a la niñez y juventud en el
entorno digital es una obligación del Estado.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, el que sus-
cribe, en mi calidad de diputado federal de la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados someto a con-
sideración de esta honorable soberanía la siguiente Ini-
ciativa con proyecto de:
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Decreto por el que se adiciona un artículo a la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, en materia de prevención de adicciones di-
gitales.

El cuadro que a continuación se presenta, sintetiza en
qué consiste el proyecto de decreto de la Iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona un artículo
a la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, en materia de prevención de adicciones
digitales, propuesta:

Por lo expuesto y de conformidad con lo prescrito en
el párrafo primero, del artículo 72 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 3
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y artículos 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a conside-
ración de esta honorable soberanía el siguiente:

Artículo Único.- Se adiciona un artículo a la Ley Ge-
neral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
en materia de prevención de adicciones digitales, para
quedar como sigue:

Artículo 101 Bis 4. El Estado diseñará e implemen-
tará una Estrategia Nacional para la Prevención de
Adicciones Digitales en Niñas, Niños y Adolescentes
que considere campañas nacionales de información
y concientización del uso saludable de dispositivos
digitales, redes sociales y publicidad en los térmi-
nos de la Ley en materia de Telecomunicaciones y
Radiodifusión y demás disposiciones legales aplica-
bles. Asimismo, dicha estrategia deberá considerar
protocolos de detección temprana y atención a la

salud mental, de acuerdo con los lineamientos que
para tal efecto emita la Secretaría de Salud.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Comisión Reguladora de Telecomunica-
ciones en coordinación con la Secretaría de Salud de-
berán emitir la reglamentación aplicable para la ins-
trumentación del presente decreto en un plazo no
mayor a los 120 días hábiles de su entrada en vigor, la
cual debe considera por lo menos: mecanismos de ve-
rificación de edad de las cuentas registradas, control
parental obligatorio, tiempos límites al día, adverten-
cias sobre riesgos de uso prolongado y suspensión
nocturna de notificaciones.

Tercero. El Ejecutivo federal deberá diseñar e imple-
mentar la Estrategia Nacional para la Prevención de
Adicciones Digitales en Niñas, Niños y Adolescentes
en un plazo no mayor a 180 días hábiles de la entrada
en vigor del presente Decreto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 24 de febrero de 2026.

Diputado Alan Sahir Márquez Becerra (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 47 BIS DE LA LEY DE AVIA-
CIÓN CIVIL, EN MATERIA DE PROTECCIÓN DE LOS DERE-
CHOS DE LOS PASAJEROS, SUSCRITA POR LA DIPUTADA JU-
LIA LICET JIMÉNEZ ANGULO Y LAS Y LOS LEGISLADORES

INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

La que suscribe, diputada Julia Licet Jiménez Angulo,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, de esta LXVI Legislatura del Honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
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to en el artículo 71, fracción II de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; artículos 6,
numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a consideración de esta honorable
asamblea, la presente iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se reforma el artículo 47 Bis de la Ley de
Aviación Civil, en materia de protección de los de-
rechos de los pasajeros, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El transporte aéreo es un servicio público de interés
general cuya prestación debe realizarse bajo principios
de equidad, proporcionalidad y protección efectiva de
los derechos de los usuarios. 

El artículo 47 Bis, fracción IV de la Ley de Aviación
Civil establece el derecho de los pasajeros a no ser pri-
vados del embarque en vuelos de regreso o subse-
cuentes por el solo hecho de no haber utilizado un tra-
mo previo del mismo boleto. Este reconocimiento
constituyó un avance relevante en la protección de los
derechos de las personas usuarias del transporte aéreo
al prohibir aplicar la cláusula mejor conocida como
“no show”: si no te presentas a tomar un tramo de tu
viaje, la aerolínea te cancela automáticamente el resto
del boleto. 

El espíritu de esta disposición es evitar prácticas arbi-
trarias por parte de las aerolíneas. Antes de su incor-
poración, era común que, si el usuario no se presenta-
ba al vuelo de ida, la aerolínea revendiera
automáticamente el asiento de regreso bajo el argu-
mento de que el contrato se encontraba resuelto. La
norma vigente reconoce ahora que cada segmento
constituye un derecho adquirido por el que la persona
pasajera ya pagó, independientemente de que el tramo
anterior haya sido utilizado o no.

Sin embargo, el segundo párrafo de dicha fracción
condiciona el ejercicio de este derecho a que el pasa-
jero informe al concesionario o permisionario, dentro
de un plazo de veinticuatro horas contadas a partir de
la hora programada del segmento no utilizado, que ha-
rá uso de los segmentos subsecuentes. En la práctica,
esta obligación impuesta al pasajero anula el derecho
reconocido en el primer párrafo, pues su incumpli-
miento deriva en la cancelación automática de vuelos
ya pagados. 

Así también, entendemos que esta obligación del pa-
sajero de avisar cumple una función de equilibrio re-
gulatorio. Opera como un mecanismo que atiende ne-
cesidades operativas legítimas de las aerolíneas, tales
como la gestión de inventarios, la logística operativa y
la seguridad. En términos jurídicos, responde al prin-
cipio de buena fe objetiva y al equilibrio de derechos
y obligaciones entre las partes.

En la aviación comercial, el inventario es altamente di-
námico. La sobreventa (overbooking) es una práctica
permitida bajo regulación, y los sistemas de planea-
ción y asignación de asientos dependen de confirma-
ciones oportunas. Si un pasajero no se presenta a un
segmento, la aerolínea requiere certeza sobre la utili-
zación de los tramos subsecuentes para reasignar
asientos, atender listas de espera y cumplir con requi-
sitos operativos.

No obstante, esta carga resulta desproporcionada por
falta de información del pasajero, especialmente si se
considera que éste ya ha cumplido con su obligación
principal al pagar el precio del boleto y que la omisión
de un tramo previo no impide técnica ni jurídicamente
la prestación del servicio posterior. 

En la práctica, el requisito de aviso se convierte en una
barrera para el ejercicio efectivo del derecho. Si la per-
sona pasajera no sabe que tiene que avisar o haciéndo-
lo no cuenta con un comprobante de haber realizado el
aviso por los medios designados por la aerolínea, pue-
de perder el derecho a los segmentos subsecuentes.

Actualmente, la ley deja a discreción de las concesio-
narias la determinación de dichos medios electrónicos.
Ello ha permitido que, en algunos casos, se utilicen
formularios poco visibles o canales que no generan
acuse de recibo, lo que coloca al pasajero en una si-
tuación de desventaja para probar la notificación.

Por ejemplo, una persona adquiere un boleto de trans-
porte aéreo de ida y vuelta para asistir a un compro-
miso familiar ineludible. El día del vuelo de ida, un
bloqueo vial imprevisto en el trayecto entre su domi-
cilio y el aeropuerto le impide llegar a tiempo para do-
cumentar y abordar, por lo que pierde el vuelo pese a
haber salido con la debida anticipación. 

Dada la urgencia de cumplir con su compromiso, el
pasajero se ve obligado a adquirir, de último momen-
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to y a un costo significativamente mayor, un nuevo bo-
leto de solo ida para trasladarse a su destino. Perma-
nece en dicha ciudad dos días y, al presentarse opor-
tunamente en el aeropuerto para abordar el vuelo de
regreso originalmente contratado y ya pagado, perso-
nal de la línea aérea le niega el embarque bajo el argu-
mento de que, al no tomar el vuelo de ida, debió in-
formar a la aerolínea que haría uso del vuelo de
regreso. 

Como consecuencia, el pasajero pierde también el
vuelo de regreso por el cual ya había pagado, sin reci-
bir reembolso alguno, y se ve nuevamente obligado a
adquirir un nuevo boleto de último minuto para regre-
sar a su lugar de origen, asumiendo un costo adicional
elevado e injustificado.

Este supuesto, que no es excepcional sino frecuente en
la práctica, evidencia cómo la obligación de aviso im-
puesta al pasajero anula el derecho legal a no perder
los vuelos subsecuentes y convierte una circunstancia
ajena a su voluntad en una sanción económica despro-
porcionada, que beneficia únicamente al prestador del
servicio. 

En la práctica, la obligación de informar dentro de un
plazo de veinticuatro horas que se hará uso de los seg-
mentos subsecuentes resulta particularmente lesiva
porque la mayoría de los pasajeros desconoce la exis-
tencia de dicho requisito. Esta condición no suele co-
municarse de manera clara, destacada ni comprensible
al momento de la compra del boleto, sino que se en-
cuentra sólo en ese párrafo de la ley señalada objeto de
esta iniciativa y en los contratos de adhesión, lo que
genera una evidente asimetría de información entre el
prestador del servicio y el usuario. 

Como consecuencia, el pasajero pierde vuelos ya pa-
gados no por una conducta dolosa o negligente, sino
por no cumplir una obligación que razonablemente ig-
nora, lo cual convierte el requisito de aviso en una
trampa normativa que opera en perjuicio del consumi-
dor y vacía de contenido el derecho reconocido por la
propia ley, en su primer párrafo del artículo citado. Es-
ta situación contraviene los principios de certeza jurí-
dica, buena fe y protección efectiva de los derechos de
las personas usuarias de servicios públicos. 

La permanencia como se encuentra redactado este se-
gundo párrafo es contraria al principio pro persona

previsto en el artículo 1o Constitucional, así como los
principios plasmados en la Ley Federal de Protección
al Consumidor y de proporcionalidad en la prestación
de servicios públicos, generando incertidumbre jurídi-
ca y una situación de desventaja para los usuarios. 

Por lo anterior, proponemos reformar el segundo pá-
rrafo de la fracción IV del artículo 47 Bis de la Ley de
Aviación Civil, con el propósito de hacer efectivo el
derecho de los pasajeros de aviones a no perder vuelos
de regreso o en conexión ya pagados, estableciendo
que la aerolínea deberá avisar al pasajero que para que
no se le cancelen los boletos del vuelo de regreso o co-
nexión, tiene que avisar en un término de 24 horas y
así fortalecer la protección de los derechos de las per-
sonas usuarias del transporte aéreo.

Asimismo, proponemos fortalecer la certeza jurídica
del mecanismo del aviso que debe hacer el pasajero,
con el fin de no generar efectos operativos adversos e
incentivar prácticas como el aumento de sobreventa,
estableciendo que los medios electrónicos que diseñen
las aerolíneas para que el pasajero pueda dar el aviso
sean de fácil acceso, gratuitos, claros, permanente-
mente disponibles y deberán generar de forma auto-
matizada un acuse de recibo o número de folio como
comprobante del aviso, sin imponer cargas o requisi-
tos desproporcionados a la persona pasajera.

El propósito de estas propuestas es preservar el equili-
brio regulatorio entre pasajero y aerolínea, fortalecien-
do al mismo tiempo la certeza jurídica en favor del
usuario. Al obligar que se le informe al pasajero que
tiene que avisar a la aerolínea y al exigir la generación
de un acuse automatizado o número de folio, se con-
cede a la persona pasajera de un medio de prueba ob-
jetivo ante una eventual controversia, incluida una
queja ante la PROFECO.

Asimismo, al establecer que los medios electrónicos
deberán ser accesibles y permanentes, se previene la
implementación de barreras artificiales que desincen-
tiven el ejercicio del derecho, sin afectar la eficiencia
operativa del transportista ni trasladar costos indirec-
tos al usuario.

Por otra parte, proponemos reformar el primer párrafo
del mismo artículo, para establecer expresamente la
prohibición de cancelar el boleto, además de negar el
embarque como dispone el texto vigente, ya que en la
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práctica lo que hacen las aerolíneas es cancelar el bole-
to automáticamente y así dejar muy claro que las aero-
líneas tampoco podrán cancelar ningún segmento del
vuelo, una vez que éste ha sido pagado en su totalidad. 

A continuación, se ilustra la propuesta de reforma en
el siguiente cuadro comparativo:

Por todas las consideraciones anteriormente expues-
tas, someto a la consideración de esta soberanía la pre-
sente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 47 Bis de
la Ley de Aviación Civil

Artículo Único. Se reforma el primer y segundo pá-
rrafo de la fracción IV del artículo 47 Bis de la Ley de
Aviación Civil, para quedar como sigue: 

“Artículo 47 Bis. …..

I a III…

IV. En el caso de que la persona pasajera haya ad-
quirido boletos de ida y vuelta o con conexión, pue-
de disponer de ellos para cada segmento particular;
las personas concesionarias, asignatarias y permi-
sionarias no pueden cancelar el boleto ni negarle el
embarque a un vuelo por no haber utilizado alguno
de los segmentos del trayecto total.

Para garantizar el cumplimiento de lo anterior, las
personas concesionarias, asignatarias y permi-
sionarias deberán avisar electrónicamente a la
persona pasajera que tiene un lapso de veinticua-
tro horas contadas a partir de la hora programada
del segmento no utilizado, para informar que hará
uso de los segmentos subsecuentes por los medios
electrónicos que señalen las personas concesiona-
rias, asignatarias o permisionarias. Dichos medios
deberán ser de fácil acceso, gratuitos, claros,
permanentemente disponibles y deberán gene-
rar de forma automatizada un acuse de recibo o
número de folio como comprobante del aviso, sin
imponer cargas o requisitos desproporcionados
a la persona pasajera. 

V. a X. …..”.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Salón de sesiones del Palacio Legislativo de 
San Lázaro, a 24 de febrero de 2026.

(Rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY GENERAL DE CAMBIO CLIMÁTICO, EN MATERIA

DE INFORMACIÓN CLIMÁTICA CLARA Y ACCESIBLE, SUS-
CRITA POR LA DIPUTADA JULIA LICET JIMÉNEZ ANGULO Y

LAS Y LOS LEGISLADORES INTEGRANTES DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DEL PAN 

La que suscribe, diputada Julia Licet Jiménez Angu-
lo, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, de esta LXVI Legislatura del Honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; artículos 6, nume-
ral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a consideración de esta honorable asam-
blea, la presente iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Cambio Climático, en materia de infor-
mación climática clara y accesible, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

El cambio climático representa uno de los mayores
desafíos del siglo XXI. Sus efectos no solo constituyen
un fenómeno ambiental, sino un asunto de seguridad
humana, justicia social y protección de derechos fun-
damentales.

En México, el derecho a la información pública se en-
cuentra reconocido en el artículo 6o constitucional y
desarrollado ampliamente en la Ley General de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública. Sin em-
bargo, pese a los avances normativos, existe un vacío
jurídico relevante: la información climática no siem-
pre es clara, accesible, oportuna ni comprensible para
la población, situación que limita la posibilidad de que
las personas tomen decisiones informadas sobre su se-
guridad, su patrimonio y su entorno.

Si bien la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales ya elabora informes sobre mitigación, adap-
tación y sus repercusiones, la Ley General de Cambio
Climático no establece criterios mínimos de accesibi-
lidad, claridad o formatos ciudadanos para su presen-
tación. Este vacío normativo limita la utilidad pública
de dichos informes, pues impide que la población
comprenda plenamente los riesgos, impactos y medi-
das contenidas en ellos. Por ello, resulta necesario in-
corporar estándares explícitos que garanticen que esta

información se difunda en lenguaje claro y en forma-
tos accesibles para todas las personas. 

Actualmente, la información relacionada con el clima
se caracteriza por ser técnica, fragmentada, de difícil
lectura para el público general y, en ocasiones, poco
actualizada. Millones de personas desconocen los ries-
gos climáticos de su región, los escenarios de vulnera-
bilidad, los impactos previstos o las medidas de adap-
tación que les corresponden. Esta asimetría
informativa incrementa la exposición de comunidades
enteras frente a inundaciones, sequías, incendios, ci-
clones y otros fenómenos intensificados por el cambio
climático.

Asimismo, el principio de transparencia previsto ac-
tualmente en la fracción X del artículo 26 de la Ley
General de Cambio Climático requiere ser comple-
mentado con un principio específico de calidad y ac-
cesibilidad de la información climática, que obligue a
las autoridades a generar y difundir información en
lenguaje claro, formatos accesibles y mecanismos de
consulta adecuados, permitiendo que la población
comprenda los riesgos, vulnerabilidades y medidas de
adaptación. 

La Organización para la Cooperación y el Desarrollo
Económico (OCDE) ha destacado que el acceso a in-
formación climática clara y comprensible es un requi-
sito indispensable para fortalecer la resiliencia y redu-
cir riesgos, especialmente en países altamente
expuestos como México. A nivel nacional, la Actuali-
zación de la Estrategia Nacional de Cambio Climático
y el Programa Especial de Cambio Climático 2021-
2024 reconocen la necesidad de acercar información
climática a la población.

No obstante, recientemente la OCDE señaló que en
México se desconoce el nivel de tratamiento de aguas
residuales, así como la generación y el tratamiento de
residuos municipales, esto debido a la ausencia de da-
tos, añade que “según el último año disponible (2012),
la cantidad de residuos municipales por persona, de
360 kg/persona/año, estaba muy por debajo de la me-
dia de la OCDE, aunque la mayor parte se depositaba
en vertederos y solo una pequeña fracción se recicla-
ba.”

La misma OCDE ha señalado que en las políticas de
transparencia y gobierno abierto debe prevalecer el
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principio de máxima publicidad regulando la protec-
ción de datos. Por ello, la presente iniciativa tiene
como objeto fortalecer el acceso efectivo de la po-
blación a información climática clara, accesible y
comprensible, mediante la incorporación de dispo-
siciones en la Ley General de Cambio Climático
que garanticen estándares de calidad, difusión y
utilidad pública en la generación y publicación de
información oficial. No se trata de crear un derecho
nuevo, sino de hacer explícito un contenido esencial
del derecho de acceso a la información, aplicable a un
ámbito que, por su relevancia, requiere estándares re-
forzados de claridad, oportunidad y accesibilidad.

Cabe destacar que la iniciativa no genera impacto pre-
supuestario, no crea obligaciones adicionales para los
particulares y fortalece la transparencia, la protección
civil, la gestión del riesgo, la planificación territorial y
el ejercicio del derecho humano al medio ambiente sa-
no. El siguiente cuadro ilustra los artículos que se pro-
pone reformar.

Cuadro 1. Comparativo del articulado a reformar
en la Ley General de Cambio Climático Por lo hasta aquí expuesto y con fundamento en el ar-

tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, artículos 6, fracción I, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meto a la consideración de este pleno camaral, la si-
guiente

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman y adicionan diversas disposiciones de la
Ley General de Cambio Climático, en materia de
información climática clara y accesible.

Artículo Único. Se adiciona la fracción IX al artículo
2; la fracción XIV al artículo 26; y un segundo párra-
fo al artículo 78 de la Ley General de Cambio Climá-
tico, para quedar como sigue:

Artículo 2o. …

I a VIII. …

IX. Garantizar que toda persona tenga acceso a
información climática clara, accesible, compren-
sible y oportuna, incluyendo aquella relativa a
riesgos y vulnerabilidad ante el cambio climáti-
co, impactos ambientales y socioeconómicos, así
como a las medidas de adaptación y mitigación

Martes 24 de febrero de 2026 Gaceta Parlamentaria11



generadas por las autoridades de los tres órdenes
de gobierno.

Artículo 26.

I. a XIII. …

XIV. Calidad y accesibilidad de la información
climática, de manera que ésta se genere y difun-
da en lenguaje claro, comprensible y oportuno, a
través de formatos y mecanismos accesibles que
permitan a la población conocer y entender los
riesgos, vulnerabilidades e impactos del cambio
climático, así como las medidas de adaptación y
mitigación implementadas por las autoridades
de los tres órdenes de gobierno.

…

Artículo 78. …

La información contenida en los informes a que se
refiere este artículo deberá presentarse en lenguaje
claro, accesible y comprensible para la población,
privilegiando formatos ciudadanos, mecanismos de
difusión accesibles y datos abiertos que faciliten su
consulta y entendimiento, en congruencia con los
principios establecidos en el artículo 26 de esta Ley
y con el derecho de las personas a recibir informa-
ción climática oportuna y útil para su protección y
adaptación.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaría de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales deberá armonizar los lineamientos, me-
todologías y criterios que se utilizan para la elabora-
ción y difusión de los informes previstos en el artículo
78, a fin de garantizar su presentación en lenguaje cla-
ro, accesible y comprensible, dentro de un plazo no
mayor a ciento ochenta días naturales contados a par-
tir de la entrada en vigor del presente Decreto.

Tercero. El Instituto Nacional de Ecología y Cambio
Climático dispondrá de un plazo máximo de seis me-
ses para adecuar los mecanismos de difusión asocia-

dos al Sistema de Información sobre el Cambio Cli-
mático, a fin de incorporar formatos accesibles y de fá-
cil comprensión para la población.

Cuarto. Las entidades federativas y los municipios
ajustarán, en el ámbito de sus atribuciones, los meca-
nismos de difusión y comunicación de la información
climática que generen o administren, atendiendo lo
dispuesto en el presente Decreto, en un plazo no ma-
yor a doce meses contado a partir de la entrada en vi-
gor del mismo.

Quinto. La implementación de lo dispuesto en este
Decreto se realizará con cargo a los presupuestos apro-
bados a las dependencias y entidades correspondien-
tes, por lo que no generará erogaciones adicionales al
erario público.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 24 de febrero de 2026

Diputada Julia Licet Jiménez Angulo (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY GENERAL DE CAMBIO CLIMÁTICO, EN MATERIA

DE VULNERABILIDAD Y RIESGOS CLIMÁTICOS, SUSCRITA

POR LA DIPUTADA JULIA LICET JIMÉNEZ ANGULO Y LAS Y

LOS LEGISLADORES INTEGRANTES DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PAN

La que suscribe, diputada Julia Licet Jiménez Angulo,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, de esta LXVI Legislatura del Honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en el artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; artículos 6, numeral 1, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meto a consideración de esta honorable asamblea, la
presente iniciativa con proyecto de decreto que refor-
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ma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Gene-
ral de Cambio Climático, en materia de vulnerabili-
dad y riesgos climáticos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El cambio climático constituye una de las amenazas
más serias para el desarrollo nacional, la seguridad hu-
mana y la estabilidad territorial en México. La intensi-
ficación de fenómenos hidrometeorológicos extremos,
el estrés hídrico creciente, la degradación ambiental y
las brechas socioeconómicas incrementan los niveles
de vulnerabilidad de amplios sectores de la población,
particularmente aquellos en condiciones de margina-
ción o con limitada capacidad adaptativa. Esta reali-
dad exige fortalecer de manera urgente el marco nor-
mativo que guía la acción climática del país,
especialmente en materia de evaluación de vulnerabi-
lidad y gestión del riesgo climático.

México registra una exposición significativa a fenó-
menos asociados al clima. De acuerdo con la Evalua-
ción Estratégica del Avance Subnacional del Instituto
Nacional de Ecología y Cambio Climático (INECC),
los desastres relacionados con el clima superan am-
pliamente a los de origen geológico, registrándose 14
eventos climáticos por cada uno geológico, con costos
hasta diez veces mayores. Asimismo, el documento
destaca que el país enfrenta ciclones, inundaciones, in-
cendios forestales y sequías que afectan con particular
severidad a la agricultura, la ganadería y a las comuni-
dades rurales y urbanas más desfavorecidas.

La vulnerabilidad climática en México no es homogé-
nea. La Actualización de la Estrategia Nacional de
Cambio Climático señala que la vulnerabilidad está
determinada por la exposición territorial, la sensibili-
dad de los sistemas humanos y naturales, y la capaci-
dad adaptativa de cada región. La Estrategia docu-
menta que de 2,469 municipios que conforman en el
país, 1,448 presentan vulnerabilidad alta o muy alta, y
356 de ellos registran tres o más categorías de vulne-
rabilidad concurrentes. Esta situación implica desafíos
profundos para la planeación pública, el manejo de
riesgos y la infraestructura.

La dimensión social de la vulnerabilidad es igualmen-
te crítica. La Evaluación Subnacional subraya que las
poblaciones en pobreza y marginación enfrentan una
capacidad mucho menor para defenderse, resistir o re-

cuperarse de los impactos del cambio climático, debi-
do a limitaciones económicas, institucionales y territo-
riales. Esto significa que las desigualdades sociales
amplifican los daños de los fenómenos climáticos,
profundizando riesgos y afectaciones.

El sector hidráulico constituye un claro ejemplo de es-
ta vulnerabilidad estructural. De acuerdo con el repor-
te Medio Ambiente en resumen: México, publicado por
la Organización para la Cooperación y el Desarrollo
Económicos (OCDE), México sufre un nivel de estrés
hídrico medio-alto, que ha ido en aumento a lo largo
de los últimos años. La presión sobre los recursos hí-
dricos, a su vez, incrementa la vulnerabilidad de las
comunidades y ecosistemas frente a sequías, escasez y
variabilidad climática.

A pesar de este contexto, el marco jurídico actual pre-
senta vacíos significativos. La Ley General de Cambio
Climático (LGCC) establece instrumentos para la po-
lítica climática, pero no incorpora como instrumento
obligatorio, de manera expresa y vinculante en los ins-
trumentos operativos de planeación, el Atlas Nacional
de Vulnerabilidad al Cambio Climático (ANVCC), a
pesar de ser la herramienta metodológica más robusta
y completa para el diagnóstico territorial de vulnerabi-
lidad y riesgo. La Evaluación Subnacional del INECC
identifica expresamente esta ausencia como una debi-
lidad institucional y recomienda su incorporación for-
mal al marco normativo. Asimismo, señala que los
atlas estatales y municipales no integran adecuada-
mente la variable climática, no cuentan con metodolo-
gías uniformes y carecen de lineamientos federales
que homologuen criterios y procedimientos.

Esta falta de armonización jurídica y técnica genera
consecuencias directas para la planeación territorial,
urbana y ambiental. Sin un instrumento obligatorio y
actualizado, los gobiernos estatales y municipales en-
frentan dificultades para integrar la variable climática
en obras públicas, planes de desarrollo urbano, orde-
namiento ecológico, programas hídricos y proyectos
de infraestructura. Adicionalmente, las áreas munici-
pales de protección civil —señala la Evaluación Sub-
nacional— operan con recursos escasos y capacidades
técnicas limitadas, impidiendo una adecuada gestión
de riesgos climáticos.

El Acuerdo de París, ratificado por México, establece
la obligación de “aumentar la capacidad de adapta-
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ción, fortalecer la resiliencia y reducir la vulnerabili-
dad al cambio climático” (art. 7), reconociendo explí-
citamente la necesidad de adoptar medidas basadas en
ciencia y evidencia. Para cumplir con estos compro-
misos internacionales, México requiere un marco legal
que fortalezca los instrumentos técnicos para la eva-
luación de vulnerabilidad, impulse la planeación adap-
tativa y asegure una gobernanza climática consistente
en todos los órdenes de gobierno.

En razón de lo anterior, se hace indispensable reformar
la Ley General de Cambio Climático para:

1. Incorporar el Atlas Nacional de Vulnerabilidad al
Cambio Climático (ANVCC ) como instrumento
obligatorio de la política climática.

2. Establecer definiciones precisas de vulnerabili-
dad, riesgo climático y resiliencia.

3. Mandatar la alineación de los Programas Estata-
les y Municipales de Cambio Climático al ANVCC,
garantizando criterios uniformes y metodologías
consistentes.

4. Vincular la planeación territorial, urbana y la
obra pública con la evaluación de vulnerabilidad
climática.

5. Fortalecer la coordinación intergubernamental y
dotar de certeza técnica a estados y municipios.

La presente iniciativa no implica aumento de gas-
to público, pues el ANVCC ya existe, se encuentra
alojado en el INECC y cuenta con capacidades téc-
nicas establecidas para su actualización periódica.
Su incorporación como instrumento jurídico obliga-
torio permitirá consolidar una política climática ba-
sada en evidencia, mejorar la protección de la pobla-
ción ante fenómenos extremos, fortalecer la
resiliencia comunitaria y asegurar que la planeación
pública incorpore criterios de riesgo climático con
enfoque preventivo. 

El objetivo de la presente iniciativa consiste en forta-
lecer la política climática nacional, cumplir con las re-
comendaciones técnicas del INECC, atender las ur-
gencias identificadas por la OCDE y la ENCC, y
avanzar hacia un país más resiliente, seguro y prepara-
do para enfrentar los impactos del cambio climático.

El siguiente cuadro, muestra el articulado que se pro-
pone reformar: 

Cuadro 1. Comparativo de artículos de reforma a
Ley General de Cambio Climático.
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Por lo hasta aquí expuesto y con fundamento en el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, artículos 6, fracción I, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meto a la consideración de este pleno camaral, la si-
guiente 

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Cambio Climático, en materia de vulnerabilidad
y riesgos climáticos.

Artículo Único. Se reforman la fracción III Bis del ar-
tículo 3o.; la fracción IV del artículo 7o; la fracción
XXIX del artículo 22; y la fracción II del artículo 30
de la Ley General de Cambio Climático, para quedar
como sigue:

Artículo 3o. …

I. a III. …

III Bis. Atlas Nacional de Vulnerabilidad al Cambio
Climático: Instrumento técnico de referencia pa-
ra la planeación, evaluación y formulación de
políticas públicas en materia de adaptación y
gestión del riesgo climático, consistente en un
conjunto estructurado y sistemático de mapas, da-
tos y análisis que muestran la vulnerabilidad ante el
cambio climático y orientan la realización de estra-
tegias dentro del proceso de planeación y adapta-
ción.

IV. a XLII. … 

Artículo 7o. …

I a III. …

IV. Elaborar, actualizar, publicar y aplicar el Atlas
Nacional de Riesgo y la Política Nacional de Adap-
tación, y emitir los criterios y lineamientos meto-
dológicos para la elaboración y actualización de
los atlas de riesgo de las entidades federativas y
municipios, asegurando su congruencia obliga-
toria con el Atlas Nacional de Vulnerabilidad al
Cambio Climático;

V. a XXVIII. …

Artículo 22. …

I. a XXVIII. …

XXIX. Elaborar, actualizar, publicar, difundir y
mantener accesible en formatos abiertos y com-
prensibles el Atlas Nacional de Vulnerabilidad al
Cambio Climático, garantizando su actualización
periódica conforme a la mejor información cien-
tífica disponible; y

XXX. …

Artículo 30. …

I. …

II. Utilizar de manera obligatoria la información
contenida tanto en los atlas de riesgo como en el
Atlas Nacional de Vulnerabilidad al Cambio Climá-
tico, para la elaboración y actualización de los pla-
nes de desarrollo urbano, reglamentos de construc-
ción, ordenamiento territorial y demás
instrumentos de planeación, considerando los es-
cenarios actuales y futuros de vulnerabilidad cli-
mática;

III. a XXIII. … 

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaría de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales, por conducto del Instituto Nacional de
Ecología y Cambio Climático, deberá adecuar los li-
neamientos y criterios metodológicos correspondien-
tes dentro de los ciento ochenta días naturales siguien-
tes a la entrada en vigor del presente Decreto.

Tercero. Las entidades federativas y los municipios
deberán adecuar sus instrumentos de planeación terri-
torial, urbana y de gestión del riesgo para asegurar su
congruencia obligatoria con el Atlas, conforme a lo
dispuesto en el presente Decreto, dentro de los veinti-
cuatro meses siguientes a la publicación de los linea-
mientos señalados en el artículo anterior.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 24 de febrero de 2026

Diputada Julia Licet Jiménez Angulo (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 37 DE LA LEY DE DESARRO-
LLO RURAL SUSTENTABLE, SUSCRITA POR EL DIPUTADO

MIGUEL ÁNGEL GUEVARA RODRÍGUEZ Y LAS Y LOS LE-
GISLADORES INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PAN

El que suscribe, diputado Miguel Ángel Guevara Ro-
dríguez, integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional (PAN) en la LXVI Legislatura,
con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como lo establecido en los artículos 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta honorable asamblea, la siguien-
te iniciativa con proyecto de decreto por el que se adi-
ciona la fracción XIX al artículo 37 de la Ley de Des-
arrollo Rural Sustentable, para que el Sistema
Nacional de Investigación y Transferencia Tecnológi-
ca para el Desarrollo Rural Sustentable, incluya dentro
de sus propósitos fundamentales, la investigación
científica y desarrollo tecnológico, para el desarrollo
de programas y proyectos que impulsen la transición
hídrica sostenible e inclusiva, visibilizando la impor-
tancia del agua como un componente indispensable y
estratégico que sostiene las cadenas de valor naciona-
les, de conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

El agua es el recurso natural más importante para la vi-
da del planeta, sin ella, la estabilidad socioeconómica,
energética, alimentaria y natural corren el peligro de
dejar de existir. Por ello, la gestión del agua resulta el
centro del debate internacional, en la que, las indus-
trias y las comunidades, deben tener un papel activo en
las propuestas y en las innovaciones que puedan dar-

les la oportunidad a futuras generaciones de tener una
vida más sostenible.

Los principales problemas que actualmente rodean al
tema del agua en el mundo tienen que ver con las bre-
chas que existen en el acceso a fuentes de abasteci-
miento de agua y saneamiento, pues el creciente nivel
demográfico, el uso intensivo de agua en alimentos e
industrias, la mayor variabilidad de las precipitaciones
por el cambio climático y la contaminación, son facto-
res que se conjugan en muchos lugares transformando
al agua en uno de los principales riesgos para el pro-
greso económico. 

El agua es un factor socioeconómico clave que impul-
sa el crecimiento sostenible, los medios de vida, la jus-
ticia, la seguridad alimentaria y el trabajo. En la ac-
tualidad, existe un grave desequilibrio en el acceso a
fuentes de agua limpias y sostenibles. No obstante, sin
un acceso equitativo y seguro al agua para todos, no
puede haber desarrollo sostenible. La disponibilidad
de agua representa un desafío global cuyas soluciones
deben entenderse y aplicarse sin embargo a escala lo-
cal, nacional, regional y mundial.

El agua y el empleo están inextricablemente unidos a
varios niveles, ya sea que los consideremos desde una
perspectiva económica, ambiental o social. Se estima
que más de mil millones de puestos de trabajo, que re-
presentan más del 40% de la población económica ac-
tiva mundial, dependen significativamente del agua.
Dichos trabajos se encuentran en la agricultura, la sil-
vicultura, la pesca continental, la minería y la extrac-
ción de recursos, la generación de energía y el sumi-
nistro de agua y saneamiento, así como en varias
industrias manufactureras y de transformación, inclu-
yendo sectores como el alimentario, el farmacéutico o
el textil. 

El 80% de los puestos de trabajo que constituyen la
fuerza laboral mundial dependen del acceso a un su-
ministro adecuado de agua y servicios relacionados
con el agua, incluyendo el saneamiento. Así, los pues-
tos de trabajo en los sectores del agua en sí (incluyen-
do la gestión integrada de recursos hídricos y la res-
tauración y rehabilitación de los ecosistemas, la
creación y gestión de las infraestructuras del agua y la
prestación de servicios relacionados con el agua, como
el abastecimiento de agua, el alcantarillado, la gestión
de residuos y la descontaminación) ayudarán a crear
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un entorno favorable para la creación y mantenimien-
to de puestos de trabajo dignos en muchos otros secto-
res de la economía mundial.

Una cadena de valor se refiere al conjunto de activida-
des requeridas para llevar un producto o servicio des-
de su concepción inicial hasta su producto final, inclu-
yendo su posterior desecho o reciclaje (Kaplinsky y
Morris, 2001). Así, las metodologías de análisis de ca-
dena de valor son ampliamente utilizadas en el mundo
de la producción de bienes y servicios, ya que mejoran
la eficiencia y optimizan los procesos internos. Gra-
cias a este tipo de análisis es posible elaborar produc-
tos de mayor calidad, reducir costos al adoptar proto-
colos de prevención de fallas, impulsar la integración
de sus procesos y objetivos, además de ejecutar un me-
jor seguimiento de los procesos. 

Con ello, estrategias y metodologías de análisis de la
cadena de valor podrían servir como herramientas que
provean mayor información para la toma de decisión,
a lo largo del ciclo del agua y los múltiples procesos
productivos en los que interviene el recurso hídrico.

El enfoque de cadena de valor contempla el análisis de
todas las actividades del proceso de elaboración de un
producto o servicio, incluso considerando etapas de
desecho o reciclaje. Este análisis permite optimizar
procesos productivos, reducir costos y requerimientos,
e impulsar la integración de procesos de distintos sec-
tores económicos. 

En recursos naturales y específicamente en agua, la
adopción de este enfoque en procesos productivos que
de ella dependen, ofrece una vía hacia la sostenibili-
dad.

El agua en México no es solo un recurso natural, sino
un componente indispensable y estratégico que sostie-
ne las cadenas de valor de la economía nacional. Más
del 80% del agua en México se destina al sector agrí-
cola y a la industria, lo que convierte su disponibilidad
y gestión en un factor crucial para la producción de ali-
mentos, el funcionamiento industrial y la generación
de energía. 

Pese a lo anterior, en nuestro país, la investigación
científica y desarrollo tecnológico, enfocada al des-
arrollo de programas y proyectos que impulsen la tran-
sición hídrica sostenible e inclusiva, es nula e inexis-

tente, no hay programas institucionales que permitan
visibilizar la importancia del agua como un compo-
nente indispensable y estratégico que sostiene las ca-
denas de valor nacionales.

De manera institucional no se crean espacios de análi-
sis y discusión para promover un encuentro entre es-
pecialistas de la academia, representantes de los secto-
res industriales, el gobierno y la ciudadanía, para tratar
el tema de la valoración de los recursos hídricos y los
servicios relacionados con el agua, y generar y adop-
tar acciones más contundentes. Sin planeación, han
convertido la escasez hídrica en una amenaza real que
pone en riesgo la seguridad alimentaria, la salud pú-
blica y el desarrollo económico.

A decir de muchos especialistas, el agua es un activo
infravalorado, actualmente no existen estrategias co-
munitarias en materia hídrica que puedan ayudar al
mejor entendimiento del manejo del agua, en cuanto a
su distribución a escala de cuenca, de país y de región,
y las múltiples dinámicas en las que participa.

No existen estrategias de gobierno, enfocadas en la
transición hídrica sostenible, donde se involucre de
manera directa a la población, donde se examine y se
sumen esfuerzos para pasar de una gestión lineal a mo-
delos circulares, de conservación y de resiliencia ante
el cambio climático.

Parte de esta problemática, deriva que la contabilidad
económica tradicional tiende a limitar los valores del
agua de la misma manera en que valora la mayoría de
los demás productos, ignorando que el agua no es
igual que otras materias primas: su precio, el precio de
su suministro, distribución, tratamiento, saneamiento
y su valor no son sinónimos, no son valorados, lo que
conlleva a su desperdicio, uso inadecuado y contami-
nación. De igual manera, no existen campañas infor-
mativas hacia la población, donde de describa que la
noción de “valor” del agua abarca una gama mucho
más amplia de beneficios intangibles, donde es urgen-
te llevar a cabo una revisión de los métodos, investi-
gaciones, desarrollo de tecnologías más relevantes en
materia de agua, con el fin de apoyar una transición hí-
drica sostenible e inclusiva en nuestro país, donde di-
chas investigaciones sirvan de guía y apoyo en el di-
seño, conceptualización, gestión, implementación y
evaluación de políticas vinculadas al agua.
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Diversos especialistas, manifiestan que para impulsar
y dar paso a una transición hídrica sostenible e inclu-
siva, se requiere que exista coordinación entre los dis-
tintos sectores económicos y productivos que aprove-
chan el recurso; procesos de diálogo amplio que
cuenten con actores involucrados en las etapas de eva-
luación, diagnóstico, y formulación de políticas públi-
cas asociadas; y un sistema institucional robusto.

Por lo anterior, la presente iniciativa busca que el Sis-
tema Nacional de Investigación y Transferencia Tec-
nológica para el desarrollo rural sustentable, incluya
dentro de sus propósitos fundamentales, la investiga-
ción científica y desarrollo tecnológico, para el des-
arrollo de programas y proyectos que impulsen la tran-
sición hídrica sostenible e inclusiva, visibilizando la
importancia crear un esquema institucional que como
país nos permita conceptualizar, organizar, articular,
planificar, gestionar, implementar, financiar una “Ges-
tión Integrada de los Recursos Hídricos”, la cual, ha
sido definida por el Comité Técnico de la Asociación
Mundial del Agua (GWP) como: 

“Un proceso que promueve el desarrollo y la gestión
coordinados del agua, la tierra y los recursos relacio-
nados, con el fin de maximizar los resultados econó-
micos y sociales de bienestar de manera equitativa sin
comprometer la sostenibilidad de ecosistemas vita-
les”.

Con lo anterior, se plantea crear un sistema de Infor-
mación cuantitativa para la toma de decisiones y foca-
lización de inversiones en materia hídrica que forta-
lezcan las cadenas de valor en todas las actividades
productivas, con el fin de reducir la huella hídrica.

El modo en que se valora el agua influye en cómo la
utilizan, conservan y gestionan los gobiernos, las em-
presas y los ciudadanos. Es preciso distinguir entre el
valor del agua y el procedimiento de valoración del
agua. El valor del agua no puede circunscribirse a va-
lores económicos. En la teoría económica se afirma
que el valor de un bien viene determinado por su es-
casez. El agua se utiliza actualmente como si fuera ili-
mitada, pero el agua dulce es escasa y lo es cada vez
más. Llevar a cabo un análisis económico del agua
ayuda a determinar el costo de la inacción para la so-
ciedad y a justificar la concesión de financiación en
condiciones favorables con vistas a obtener mejores
resultados de desarrollo. Al valorar el agua no se bus-

ca reducir el acceso a ella de los más pobres de la so-
ciedad, sino todo lo contrario. 

El fundamento legal, tanto de constitucionalidad y co-
mo de convencionalidad, que motivan la propuesta de
esta iniciativa, se basa en los siguientes señalamien-
tos:

Que en la Agenda 2030, el Objetivo de Desarrollo Sos-
tenible número 6, está enfocado en asegurar el acceso
universal y equitativo al agua potable, a los servicios
de saneamiento e higiene adecuados, así como en me-
jorar la calidad del agua a nivel global.

Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible

Objetivo 6: Agua limpia y saneamiento.

6.1 De aquí a 2030, lograr el acceso universal y
equitativo al agua potable a un precio asequible
para todos

6.2 De aquí a 2030, lograr el acceso a servicios de
saneamiento e higiene adecuados y equitativos pa-
ra todos y poner fin a la defecación al aire libre,
prestando especial atención a las necesidades de
las mujeres y las niñas y las personas en situacio-
nes de vulnerabilidad

6.3 De aquí a 2030, mejorar la calidad del agua re-
duciendo la contaminación, eliminando el verti-
miento y minimizando la emisión de productos quí-
micos y materiales peligrosos, reduciendo a la
mitad el porcentaje de aguas residuales sin tratar y
aumentando considerablemente el reciclado y la
reutilización sin riesgos a nivel mundial

6.4 De aquí a 2030, aumentar considerablemente el
uso eficiente de los recursos hídricos en todos los
sectores y asegurar la sostenibilidad de la extrac-
ción y el abastecimiento de agua dulce para hacer
frente a la escasez de agua y reducir considerable-
mente el número de personas que sufren falta de
agua

6.5 De aquí a 2030, implementar la gestión inte-
grada de los recursos hídricos a todos los niveles,
incluso mediante la cooperación transfronteriza,
según proceda
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6.6 De aquí a 2020, proteger y restablecer los eco-
sistemas relacionados con el agua, incluidos los
bosques, las montañas, los humedales, los ríos, los
acuíferos y los lagos

Que la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en su artículo 4, reconoce el derecho hu-
mano al agua, estableciendo que toda persona tiene
derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua,
en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible.

Artículo 4o.- La mujer y el hombre son iguales an-
te la ley. Ésta protegerá la organización y el des-
arrollo de las familias. El Estado garantizará el go-
ce y ejercicio del derecho a la igualdad sustantiva
de las mujeres.

(…)

Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y
saneamiento de agua para consumo personal y do-
méstico en forma suficiente, salubre, aceptable y
asequible. El Estado garantizará este derecho y la
ley definirá las bases, apoyos y modalidades para
el acceso y uso equitativo y sustentable de los re-
cursos hídricos, estableciendo la participación de
la Federación, las entidades federativas y los muni-
cipios, así como la participación de la ciudadanía
para la consecución de dichos fines.

Que, la Constitución Política de la Ciudad De Mé-
xico, en su artículo 9, apartado F, refiere que toda
persona tiene derecho al acceso, a la disposición y
saneamiento de agua potable suficiente, salubre, se-
gura, asequible, accesible y de calidad. 

Artículo 9. Ciudad solidaria

F. Derecho al agua y a su saneamiento

1. Toda persona tiene derecho al acceso, a la dis-
posición y saneamiento de agua potable suficiente,
salubre, segura, asequible, accesible y de calidad
para el uso personal y doméstico de una forma ade-
cuada a la dignidad, la vida y la salud; así como a
solicitar, recibir y difundir información sobre las
cuestiones del agua.

2. La Ciudad garantizará la cobertura universal del
agua, su acceso diario, continuo, equitativo y sus-

tentable. Se incentivará la captación del agua plu-
vial. 

3. El agua es un bien público, social y cultural. Es
inalienable, inembargable, irrenunciable y esencial
para la vida. La gestión del agua será pública y sin
fines de lucro.

Que, la Constitución Política de la Ciudad De México,
en el artículo 16, establece las bases del Ordenamien-
to Territorial, definiendo la utilización racional del
suelo (urbano y de conservación) para crear un hábitat
adecuado, promoviendo el desarrollo sustentable y la
protección ambiental, en particular la gestión sustenta-
ble del agua.

Artículo 16. Ordenamiento Territorial

“Se entenderá por ordenamiento territorial la utili-
zación racional del territorio y los recursos de la
Ciudad de México, y su propósito es crear y preser-
var un hábitat adecuado para las personas y todos
los seres vivos.” 

A. Medio Ambiente 

1. Derivado del escenario geográfico, hidrológico y
biofísico en que se localiza la Ciudad de México, se
requerirán políticas especiales que sean eficaces en
materia de gestión hidrológica, protección ambien-
tal, adaptación a fenómenos climáticos, prevención
y protección civil.

B. Gestión sustentable del agua 

1. Las autoridades de la Ciudad de México garan-
tizarán la disposición y distribución diaria, conti-
nua, equitativa, asequible y sustentable del agua,
con las características de calidad establecidas en
esta Constitución. 

2. Se garantizará el saneamiento de aguas residua-
les, entendido como su recolección, conducción,
tratamiento, disposición y reutilización, sin mez-
clarlas con las de origen pluvial.

Los cambios que se proponen, son expuestos en la si-
guiente tabla:
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Por los argumentos expuestos en la presente iniciativa,
es que se propone adicionar la fracción XIX al artícu-
lo 37 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable.

Decreto

Por el que se adiciona la fracción XIX al artículo 37 de
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable.

Único: se adiciona la fracción XIX al artículo 37 de
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, para quedar
como sigue:

Artículo 37.- El Sistema Nacional de Investigación y
Transferencia Tecnológica para el Desarrollo Rural
Sustentable deberá atender las demandas de los secto-
res social y privado en la materia, siendo sus propósi-
tos fundamentales los siguientes:

I al XVIII…

XIX. Incentivar la investigación científica y des-
arrollo tecnológico, para el desarrollo de progra-
mas, proyectos y acciones comunitarias, que im-
pulsen la transición hídrica sostenible e
inclusiva, buscando abarcar un marco más am-
plio de políticas referentes a la inversión, la ca-
pacidad para desarrollar proyectos y una pers-
pectiva del agua para el conjunto de la
economía y para visibilizar la importancia del
agua como un componente indispensable y es-

tratégico que sostiene las cadenas de valor nacio-
nales.

Transitorio

Primero. El presente decreto entrara? en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Dado en la H. Cámara de Diputados, 
a 24 de febrero de 2026.

Diputado Miguel Ángel Guevara Rodríguez (rúbrica)

QUE ADICIONA LOS ARTÍCULOS 7O., 10 Y 13 DE LA LEY

PARA EL DESARROLLO DE LA COMPETITIVIDAD DE LA MI-
CRO, PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA, SUSCRITA POR LA

DIPUTADA NOEMÍ BERENICE LUNA AYALA Y LAS Y LOS

LEGISLADORES INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DEL PAN

La suscrita, Noemí Berenice Luna Ayala, diputada del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional co-
rrespondiente a la LXIV Legislatura del Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I;
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se adicionan un segundo párrafo al artículo 7, la frac-
ción X al artículo 10 y la fracción VII al artículo 13, de
la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la
Micro, Pequeña y Mediana Empresa, con fundamento
en la siguiente

Exposición de Motivos

Para México, las micro, pequeñas y medianas empre-
sas (MIPYMES) son un factor indispensable para la
economía nacional, puesto que representa la mayor
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fuente de laboral formal para las y los mexicanos con
cerca de 28 millones de empleos. 

En el país, existen más de 6 millones de unidades eco-
nómicas consideradas MIPYMES, que generan poco
más del 45% del valor agregado nacional.

Según una publicación del BBVA del miércoles 14 de
enero de 2026, señala que: 

“Las mipymes son el eje del empleo en México, pe-
ro enfrentan brechas crecientes frente a las grandes
empresas en productividad, financiamiento y digi-
talización. Estas limitaciones reducen su aporte al
valor agregado y condicionan el crecimiento eco-
nómico en un entorno global menos dinámico”.

• “Las mipymes representan el 99.8% de las unida-
des económicas y más del 71% del empleo, pero
aportan menos de la mitad del valor agregado y la
producción bruta.

• Existe una brecha estructural creciente entre
mipymes y grandes empresas en productividad, fi-
nanciamiento y digitalización.

• La manufactura concentra una de las mayores
brechas: las mipymes generan más de 40% del em-
pleo del sector, pero sólo alrededor de 20% del va-
lor agregado.

• El acceso al financiamiento formal es limitado y
desigual: sólo una de cada nueve empresas obtiene
crédito, con amplias diferencias por tamaño y re-
gión.”

• La baja digitalización limita el crecimiento: pocas
empresas usan tecnologías avanzadas o comercio
electrónico, pero aquellas que lo hacen concentran
una proporción desproporcionada de los ingresos
digitales.

En el mismo orden de ideas, podemos decir que el pa-
norama no es muy alentador, puesto que, entre el 2024
y 2025, según datos del Instituto Mexicano del Segu-
ro Social, hubo una pérdida significativa de empleado-
res de más de 41 mil unidades de negocios, principal-
mente MIPYMES, así como industrias que se han ido
del país a mercados más estables. 

Este éxodo de empresas y el cierre de pequeños nego-
cios principalmente se debe a la inseguridad, las ex-
torsiones, la carga regulatoria, la falta de apoyos gu-
bernamentales, la competencia desleal por
ambulantaje sin regulación, falta de acceso a financia-
miento, la falta de capacitación y profesionalización
del capital humano, incertidumbre económica, entre
otros factores. 

Uno de los retos que enfrentan las MIPYMES es con-
tar con personas con las habilidades y talentos necesa-
rios para cada unidad económica y, cuando cuentan
con ellos, poder retenerlos por las limitantes financie-
ras que hacen que emigren a mejores oportunidades
salariales. 

Por lo anterior, es necesaria la colaboración de los go-
biernos federales, estatales y municipales para diseñar
programas de formación laboral que generen mayor
capacidad y profesionalización del capital humano,
que otorgue facilidades a las MIPYMES de contar con
una fuerza laboral calificada y suficiente para atender
la demanda del mercado, que resulte en la creación de
más y mejores empleos.

Por su parte, la nueva reforma que se presentará sobre
la jornada laboral de 40 horas semanales, representará
un duro golpe para las MIPYMES que generan 7 de
cada 10 empleos en el país, que correrán el gran ries-
go de tener que migrar a la informalidad. 

Puesto que, de aprobarse la reforma a la reducción de
la jornada laboral, impactará en un 25% en las nómi-
nas que tienen que afrontar al tener que pagar las ho-
ras extras al doble y al triple de su personal ocupado.
Aunado al creciente comercio informal y a las refor-
mas laborales ya aprobadas, como el incremento de
vacaciones, el aumento al salario mínimo y la excesi-
va carga regulatoria local. 

Con la finalidad de impedir más pérdidas de unidades
de negocios, uno de los objetivos del proyecto en co-
mento es la propuesta de crear incentivos fiscales y
programas de apoyo que coadyuven en la estabilidad y
permanencia de las MIPYMES, que pudiera ser en
materias de innovación, digitalización, capacitación,
tecnificación, entre otras áreas de oportunidad. 

En este sentido, a continuación, se resume el docu-
mento publicado por Diego López Tamayo en el Dia-
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rio El Economista (México) del 27 de noviembre
2025. 

“Los Censos Económicos (CE) de 2024 publicados
por el Inegi confirman una realidad estructural de la
economía mexicana: las Micro, Pequeñas y Media-
nas empresas (mipymes) siguen siendo el cimiento
del aparato productivo, pero enfrentan una brecha
creciente frente a las grandes empresas en materia
de productividad, financiamiento y digitalización”.

“Los censos económicos revelan que las mipymes
representan el 99.8% de las unidades económicas,
cifra prácticamente inalterada desde hace dos déca-
das. Su peso en el empleo también es contundente:
más del 71% de las personas ocupadas trabaja en
este segmento, equivalente a casi 20 millones de
empleos. Sin embargo, su aportación al valor agre-
gado y a la producción bruta es sensiblemente me-
nor, con participaciones de 45.7% y 41.3%, respec-
tivamente. Esta divergencia refleja la distancia
entre presencia económica y productividad efecti-
va”.

“Uno de los hallazgos más relevantes de los censos
económicos es la baja penetración del financia-
miento formal. Sólo una de cada nueve empresas
obtuvo algún tipo de crédito. La diferencia por ta-
maño es marcada: mientras el 33% de las grandes
empresas accedió a financiamiento, apenas el 10%
de las pymes y el 6% de las micro lo logró”. 

“La consecuencia es directa: las empresas con cré-
dito registran productividades por trabajador entre
15% y 25% superiores a las que operan únicamente
con capital propio”.

“Sólo una cuarta parte de las empresas utiliza he-
rramientas tecnológicas básicas, y menos del 2%
emplea big data o inteligencia artificial (AI). Esta
brecha se replica en el comercio electrónico: aun-
que sólo 5.6% de los establecimientos vende en lí-
nea, este pequeño grupo concentra más del 20% de
los ingresos digitales del país, un indicador claro
del vínculo entre sofisticación digital y valor eco-
nómico”.

“Los Censos Económicos de 2024 dibujan un país
donde las mipymes son esenciales para el empleo,
pero aún operan con limitaciones significativas pa-

ra elevar su productividad. En un entorno de menor
dinamismo global, el impulso al financiamiento, la
formalización y la digitalización será determinante
para que este segmento empresarial transite de ser
el pilar del empleo a convertirse también en motor
de crecimiento”.

Sin duda, este documento plasma claramente la im-
portancia y la necesidad de mantener vivas y apoyar
las MIPYMES, puesto que son el motor importante de
la economía y de las fuentes de trabajo de nuestro pa-
ís. Recordemos que el 90% de las unidades de nego-
cios provienen de los núcleos familiares.

Las MIPYMES son tan importantes que se han levan-
tado varias voces buscando el apoyo de los gobiernos
y las dependencias, que volteen a ver a este importan-
te sector que cada vez más se asfixia y que no pode-
mos dejar morir. 

Voces como la de “La Confederación Patronal de
la República Mexicana (Coparmex) hizo un llama-
do al gobierno de México durante el marco de la
Feria Internacional de Innovación y Emprendi-
miento 2026 (FIIE) para no dejar solas a las Micro,
Pequeñas y Medianas Empresas (Mipymes).

El presidente de la Confederación, Juan José Sie-
rra, enfatizó mediante un comunicado que este lla-
mado es debido a que ellas necesitan seguridad pa-
ra operar, energía suficiente y competitiva, reglas
claras, así como un Estado de Derechos sólido que
dé confianza para invertir”.
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Otra voz es la del Mauricio Massud Martínez, presi-
dente del Consejo de Cámaras y Asociaciones Empre-
sariales del Estado de México (Concaem), que lanzó
una advertencia sobre los riesgos que implica la re-
ducción de la jornada laboral a 40 horas semanales.
“El líder de Concaem también reveló que, en reunio-
nes con la Secretaría del Trabajo, existe una percep-
ción distinta sobre la informalidad. Mientras el go-
bierno la minimiza, los empresarios ven un riesgo real
de que el porcentaje de negocios informales se dispa-
re aún más. “Si las PyMES no pueden pagar, el cami-
no será cerrar o volverse informales. Y eso no benefi-
cia a nadie”, sostuvo”.

En materia de medio ambiente, podemos señalar la ne-
cesidad de priorizar la inversión en innovación, digita-
lización y nuevas tecnologías.

Entre los retos que afrontan las empresas y las MIPY-
MES para el 2026, la Consultaría de innovación social
señala con puntualidad la importancia de invertir en
nuevas tecnologías señalando lo siguiente: 

“Inversión y finanzas sostenibles: la sostenibilidad

como imperativo financiero

La inversión social y ambiental dejó de ser filan-
tropía. En 2026, invertir en sostenibilidad será una
decisión de gestión de riesgos, crecimiento y resi-
liencia económica.

Tendencias clave:

• Inversión en adaptación climática para proteger
operaciones, cadenas de suministro y comunida-
des.

• Cada dólar invertido en resiliencia puede ahorrar
hasta cuatro dólares en pérdidas evitadas.

• Crecimiento de oportunidades en:

1. Sistemas alimentarios sostenibles

2. Agricultura regenerativa

3. Transición industrial baja en carbono

4. Infraestructura resiliente

• Alineación del capital con los Objetivos de Des-
arrollo Sostenible mediante KPIs, bonos sosteni-

bles y mandatos basados en resultados.

• Expansión de las finanzas combinadas (blended
finance) para movilizar capital privado en merca-
dos emergentes.

• Evolución hacia una inversión climática regene-
rativa, con beneficios ambientales, sociales y eco-
nómicos simultáneos.

Las empresas que midan impacto y gestionen ries-
gos atraerán capital; las que no, quedarán fuera”.

“La agenda ambiental avanza hacia un nuevo hori-
zonte: no solo reducir daños, sino regenerar siste-
mas naturales.

Qué marcará la pauta en 2026:

Consolidación de la bioeconomía como vínculo en-
tre descarbonización y protección de la naturaleza.

Crecimiento sostenido de las energías renovables a
nivel global.

Enfoques nature-positive y regenerativos en mode-
los de negocio.

Integración de soluciones basadas en la naturaleza
en cadenas de suministro, agricultura e infraes-
tructura.

La resiliencia empresarial dependerá de la salud de
los ecosistemas”.

Así mismo, no obviamos que la Ley en comento esta-
blece en su artículo primero que tiene por objetivo lo
siguiente:

“Artículo 1.- La presente Ley tiene por objeto promo-
ver el desarrollo económico nacional a través del fo-
mento a la creación de micro, pequeñas y medianas
empresas y el apoyo para su viabilidad, productivi-
dad, competitividad y sustentabilidad. Así mismo
incrementar su participación en los mercados, en un
marco de crecientes encadenamientos productivos que
generen mayor valor agregado nacional. 
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Lo anterior, con la finalidad de fomentar el empleo y
el bienestar social y económico de todos los partici-
pantes en la micro, pequeña y mediana empresa. 

La Ley es de observancia general en toda la Repúbli-
ca y sus disposiciones son de orden público”.

Como se puede observar, la iniciativa que presentamos
ante el pleno de esta soberanía cumple con los pará-
metros y objetivos establecidos en la Ley, por lo que
se justifica la necesidad de la reforma propuesta. 

Con la intención de clarificar el proyecto de decreto,
se presenta un cuadro comparativo:

Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la
Micro, Pequeña y Mediana Empresa

Por lo anteriormente expuesto y fundado someto a
consideración de esta honorable Cámara de Diputados
de la LXVI Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan un segundo párra-
fo al artículo 7, la fracción XI al artículo 10 y la
fracción VII al artículo 13 de la Ley para el Des-
arrollo de la Competitividad de la Micro, Pequeña
y Mediana Empresa.

Artículo Único. Se adicionan un segundo párrafo al
artículo 7, la fracción XI al artículo 10 y la fracción

VII al artículo 13 de la Ley para el Desarrollo de la
Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Em-
presa, para quedar como sigue:

Artículo 7. ...

La Secretaría, en coordinación con la Dependencia
o Dependencias de la Administración Pública Fede-
ral correspondientes; diseñará, fomentará y pro-
moverá la creación de estímulos fiscales para las
MIPYMES en materia de digitalización, tecnifica-
ción e innovación para la competitividad.

Artículo 10. ...

I a IX...

XI. Incorporar en sus programas de fomento a las
MIPYMES, esquemas de formación y capacita-
ción continua del capital humano para mejorar
sus procesos de producción, administración, co-
mercialización, respeto al medio ambiente, así
como prácticas de responsabilidad social.

…

Artículo 13. ...

I. a VI...

VII. El diseño de programas de apoyo al em-
prendimiento, incubadoras de negocios y a las
MIPYMES de nueva creación, otorgando aseso-
rías gratuitas y acompañamiento.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 24 de febrero de 2026.

Diputada Noemí Berenice Luna Ayala (rúbrica)
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QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 74 SEXIES A LA LEY DE LOS

SISTEMAS DE AHORRO PARA EL RETIRO, SUSCRITA POR EL

DIPUTADO THEODOROS KALIONCHIZ DE LA FUENTE Y LAS

Y LOS LEGISLADORES INTEGRANTES DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PAN

El que suscribe, diputado Theodoros Kalionchiz de
la Fuente y, diputadas y diputados del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional en la LXVI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; así como en los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, someten a la considera-
ción del pleno de esta soberanía la siguiente, Iniciativa
con proyecto de decreto por el que se adiciona el artí-
culo 74 sexies a la Ley de los Sistemas de Ahorro pa-
ra el Retiro, el tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El Sistema de Ahorro para el Retiro en México consti-
tuye uno de los pilares fundamentales de la seguridad
social, al permitir que los trabajadores acumulen, du-
rante su vida laboral, recursos destinados a garantizar
un ingreso digno en la etapa de retiro. Este sistema se
basa en la administración de cuentas individuales a
cargo de las Administradoras de Fondos para el Reti-
ro, bajo la supervisión del Estado mexicano, con el ob-
jetivo de proteger el ahorro de largo plazo y asegurar
condiciones mínimas de bienestar en la vejez.

La Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro esta-
blece los principios, reglas y límites bajo los cuales di-
chos recursos pueden ser administrados, invertidos y,
en su caso, dispuestos por los trabajadores, privilegian-
do en todo momento su naturaleza previsional. Este
marco jurídico fue diseñado bajo supuestos de estabili-
dad laboral y trayectorias de empleo continuo que, en
la actualidad, han cambiado de manera sustancial.

El fundamento constitucional del Sistema de Ahorro
para el Retiro se encuentra en el artículo 123 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, el cual reconoce el derecho a la seguridad social
y faculta al Estado para organizar sistemas que garan-
ticen protección económica frente a contingencias co-
mo la vejez y la cesantía. Asimismo, el artículo 4o
constitucional establece el derecho a la seguridad so-

cial como un derecho humano, lo que impone al legis-
lador el deber de asegurar su progresividad y adecua-
ción a las realidades sociales y económicas.

En concordancia con ello, la Ley de los Sistemas de
Ahorro para el Retiro regula la estructura de las cuen-
tas individuales, las subcuentas que las integran y las
facultades de supervisión de la Comisión Nacional del
Sistema de Ahorro para el Retiro, mientras que la Ley
del Seguro Social determina los supuestos específicos
de disposición de recursos y el acceso a las pensiones.
Este diseño normativo responde a un modelo de capi-
talización individual cuyo propósito central es finan-
ciar el retiro, bajo principios de sostenibilidad finan-
ciera, protección del ahorro pensionario y garantía de
la pensión mínima.

En las últimas décadas, el mercado laboral mexicano
ha experimentado transformaciones profundas que han
impactado especialmente a las personas mayores de
cuarenta y cinco años, quienes enfrentan mayores obs-
táculos para reincorporarse al empleo formal una vez
que lo pierden, aun cuando cuentan con experiencia,
conocimientos y capacidades productivas plenamente
vigentes. Esta situación genera un fenómeno creciente
de desempleo prolongado o subempleo en un sector de
la población que aún se encuentra en edad productiva,
lo que limita sus oportunidades de generar ingresos es-
tables y afecta directamente su seguridad económica y
la de sus familias.

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Ocupación y
Empleo (ENOE) del Instituto Nacional de Estadística
y Geografía (INEGI), la tasa de desocupación en Mé-
xico se ubicó en 2.5% durante el primer trimestre de
2025, lo que representa aproximadamente 1.5 millones
de personas sin empleo en el país. Asimismo, en el se-
gundo trimestre de 2025 la tasa se situó en 2.7%, equi-
valente a alrededor de 1.6 millones de personas des-
ocupadas. Estas cifras reflejan que, aun en un contexto
de tasas históricamente bajas, existe un volumen sig-
nificativo de personas que enfrentan periodos de des-
empleo. Adicionalmente, el propio INEGI ha señalado
que la informalidad laboral supera el 54% de la pobla-
ción ocupada, lo que evidencia la persistencia de con-
diciones de precariedad y falta de acceso a mecanis-
mos formales de protección social.

Asimismo, información oficial del INEGI señala que
más de 32 millones de personas trabajan en condicio-
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nes de informalidad laboral, lo que representa alrede-
dor del 54% de la población ocupada en el país, situa-
ción que limita el acceso a seguridad social, ahorro
pensionario y estabilidad económica de largo plazo.1

De igual manera, la subocupación entendida como la
condición de personas que necesitan y están disponi-
bles para trabajar más horas, alcanzó aproximadamen-
te 3.9 millones de personas en el primer trimestre de
2025, lo que evidencia que el problema laboral no se
limita al desempleo abierto, sino también a la insufi-
ciencia de ingresos y jornadas laborales incompletas.

Las cifras oficiales también muestran que la población
económicamente activa en México supera los 60 mi-
llones de personas, lo que implica que incluso tasas
aparentemente bajas de desocupación representan a
más de un millón y medio de personas sin ingreso la-
boral formal en determinados periodos.2

Este contexto evidencia que las trayectorias laborales
actuales son más dinámicas, inestables y fragmentadas
que aquellas bajo las cuales fue diseñado el sistema de
capitalización individual, lo que justifica la necesidad
de revisar mecanismos normativos que permitan res-
ponder a contingencias económicas sin desnaturalizar
la finalidad previsional del ahorro.

Paralelamente, una parte significativa de estos trabaja-
dores ha logrado acumular montos relevantes en sus
cuentas individuales del sistema de ahorro para el retiro,
como resultado de años de trabajo formal y aportaciones
constantes, recursos que permanecen inmovilizados du-
rante largos periodos pese a que podrían destinarse de
manera responsable a actividades productivas.

El marco normativo vigente no contempla la posibili-
dad de que estos recursos puedan utilizarse de forma
anticipada para fines productivos, aun cuando el traba-
jador se encuentre desempleado y cuente con la capa-
cidad de emprender un negocio o actividad económica
que le permita generar ingresos propios. Esta rigidez
normativa provoca que personas con ahorros suficien-
tes se vean obligadas a recurrir al endeudamiento ban-
cario, generalmente en condiciones desfavorables, o a
incorporarse a la economía informal, mientras sus re-
cursos permanecen sin posibilidad de uso productivo.

Dicha situación representa una contradicción estructu-
ral del sistema, ya que el ahorro individual, que es pro-

piedad del trabajador, no puede ser utilizado como una
herramienta para su reincorporación económica en
etapas críticas de su vida laboral. Además, la falta de
mecanismos legales para el uso productivo del ahorro
previsional limita la creación de nuevas unidades eco-
nómicas, reduce la generación de empleo y desaprove-
cha el potencial productivo de un sector de la pobla-
ción con alta experiencia laboral.

La legislación actual únicamente permite disposicio-
nes parciales anticipadas de los recursos en supuestos
específicos, como el retiro por desempleo o por matri-
monio, los cuales están diseñados como apoyos de
contingencia y no como instrumentos para el desarro-
llo económico. Estos retiros parciales no prevén es-
quemas de reintegro obligatorio ni establecen un des-
tino productivo de los recursos, lo que evidencia que
el sistema no ha evolucionado para atender nuevas ne-
cesidades económicas y laborales.

Por otra parte, el retiro total de los recursos se encuen-
tra estrictamente vinculado al cumplimiento de requi-
sitos de edad y cotización establecidos en la Ley del
Seguro Social, lo que refuerza la imposibilidad de ac-
ceder al ahorro acumulado antes de alcanzar la edad
mínima de jubilación. En este contexto, existe un va-
cío legal para trabajadores desempleados mayores de
cuarenta y cinco años que, pese a contar con ahorros
significativos, no pueden utilizar sus propios recursos
para emprender actividades económicas formales.

La ausencia de una figura jurídica que permita el uso
anticipado y controlado del ahorro previsional con fi-
nes productivos contribuye a la pérdida de ingresos, al
deterioro del bienestar social y a una menor recauda-
ción fiscal derivada de la informalidad. La presente
iniciativa parte del reconocimiento de que es posible
introducir mecanismos de flexibilidad regulada que
permitan el uso parcial de los recursos de la cuenta in-
dividual sin poner en riesgo la finalidad previsional
del sistema.

La propuesta se basa en un esquema de disposición
parcial anticipada con fines productivos, sujeta a re-
quisitos estrictos, límites porcentuales y obligaciones
claras de reintegro, lo que garantiza la protección del
ahorro para el retiro.

Este mecanismo permitiría que trabajadores desemple-
ados, con una edad mínima y un monto relevante de
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ahorro acumulado, puedan destinar una parte de sus
recursos al inicio de un negocio o proyecto producti-
vo, evitando el endeudamiento y fomentando el auto-
empleo formal.

La obligación de reintegrar al menos una parte sustan-
cial de los recursos retirados mediante aportaciones
voluntarias programadas fortalece el sistema de ahorro
para el retiro, al incentivar la reconstrucción del saldo
de la cuenta individual. De esta manera, el uso pro-
ductivo del ahorro previsional no se concibe como un
retiro definitivo, sino como una inversión personal re-
gulada que permita al trabajador generar ingresos, es-
tabilidad económica y eventualmente mayores aporta-
ciones al sistema.

La reforma se inserta de manera armónica en la Ley de
los Sistemas de Ahorro para el Retiro, específicamen-
te dentro del Título Cuarto, relativo a las cuentas indi-
viduales y la disposición de recursos, sin invadir las
disposiciones de la Ley del Seguro Social en materia
de pensiones. Asimismo, se faculta a la Comisión Na-
cional del Sistema de Ahorro para el Retiro para emi-
tir disposiciones de carácter general que regulen los
procedimientos, requisitos, mecanismos de supervi-
sión y seguimiento de esta nueva modalidad. Con ello,
se garantiza que el uso de los recursos se destine ex-
clusivamente a fines productivos y que exista transpa-
rencia, control y responsabilidad en su aplicación.

En suma, esta iniciativa busca atender un problema re-
al que afecta a miles de trabajadores en edad producti-
va, promoviendo el emprendimiento responsable, la
formalidad económica y el uso eficiente de recursos
privados, sin comprometer la sostenibilidad del siste-
ma de pensiones.

La propuesta fortalece el derecho al trabajo, fomenta
la autosuficiencia económica y moderniza el sistema
de ahorro para el retiro, adaptándolo a las realidades
actuales del mercado laboral y contribuyendo al des-
arrollo económico del país. Por lo anteriormente ex-
puesto y fundado, se pone a consideración de esta ho-
norable asamblea el siguiente

Decreto

Por el que se adiciona el artículo 74 sexies a la Ley
de los Sistemas de Ahorro para el Retiro

Único. Se adiciona el artículo 74 sexies a la Ley de los Sis-
temas de Ahorro para el Retiro, para quedar como sigue,

Artículo 74 sexies. Las personas trabajadoras que
se encuentren en situación de desempleo, que ten-
gan cuarenta y cinco años cumplidos o más y que
cuenten con el saldo mínimo en su cuenta indivi-
dual que determine la Comisión Nacional del Siste-
ma de Ahorro para el Retiro mediante disposicio-
nes de carácter general, podrán solicitar una
disposición parcial anticipada de recursos de su
cuenta individual con la finalidad de financiar un
proyecto productivo o el desarrollo de una activi-
dad económica formal.

Para efectos del presente artículo, la disposición
parcial anticipada con fines productivos se sujetará
a las siguientes reglas:

I. El monto total de los recursos que pueda dis-
poner el trabajador no excederá del treinta por
ciento del saldo acumulado en la subcuenta de
Retiro, Cesantía en Edad Avanzada y Vejez de su
cuenta individual al momento de la solicitud.

II. El trabajador deberá presentar ante la admi-
nistradora que opere su cuenta individual una
solicitud formal acompañada de un plan de ne-
gocio o proyecto productivo viable, en los térmi-
nos que establezcan las disposiciones de carácter
general que emita la Comisión.

III. Los recursos dispuestos deberán destinarse ex-
clusivamente al financiamiento de bienes, activos o
gastos directamente vinculados con el proyecto
productivo autorizado, conforme a lo previsto en
las disposiciones de carácter general aplicables.

IV. El trabajador estará obligado a reintegrar,
mediante aportaciones voluntarias programa-
das, al menos el cincuenta por ciento del monto
total dispuesto, en un plazo máximo de diez años
contados a partir de la fecha en que se efectúe la
disposición.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Segundo. La Comisión Nacional del Sistema de
Ahorro para el Retiro deberá emitir las disposicio-
nes de carácter general a que se refiere el artículo
74 Sexies dentro de los ciento ochenta días natura-
les siguientes a la entrada en vigor del presente De-
creto.

Notas:

1. (INEGI, ENOE 2025:

https://www.inegi.org.mx/programas/enoe/15ymas/).

2. (INEGI, Indicadores de Ocupación y Empleo 2025:

https://www.inegi.org.mx/temas/empleo/).

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 24 de febrero de 2026.

Diputado Theodoros Kalionchiz de la Fuente (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 95 DE LA LEY GENERAL DE

SALUD, SUSCRITA POR EL DIPUTADO THEODOROS KA-
LIONCHIZ DE LA FUENTE Y LAS Y LOS LEGISLADORES IN-
TEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

El que suscribe, diputado Theodoros Kalionchiz de
la Fuente y, diputadas y diputados del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional en la LXVI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; así como en los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, someten a la considera-
ción del pleno de esta soberanía, la siguiente Iniciativa
con proyecto de decreto por el que se adicionan un ter-
cer y cuarto párrafo al artículo 95 de la Ley General de
Salud, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La formación de médicos especialistas representa un
componente fundamental del sistema de salud mexica-
no, ya que estos profesionales no solo completan una
preparación académica de alta complejidad, sino que
también participan de forma intensiva en la prestación
de servicios clínicos en hospitales y unidades médicas
de segundo y tercer nivel. A diferencia de otros pro-
gramas de educación superior, las residencias médicas
integran simultáneamente prácticas asistenciales y for-
mación académica, lo que exige condiciones laborales
y educativas que garanticen tanto el aprendizaje efec-
tivo como la protección de la integridad física y men-
tal de estos profesionales. Esta dualidad de funciones,
obliga a que nuestro marco jurídico reconozca de for-
ma clara y específica la necesidad de equilibrar las
exigencias clínicas con el respeto a los derechos hu-
manos y laborales de quienes cursan estas especialida-
des, a fin de favorecer entornos de trabajo seguros, es-
tructurados y acordes con estándares internacionales
de calidad en educación médica.

Diversos estudios y encuestas recientes han identifica-
do condiciones de trabajo que afectan de manera sig-
nificativa la salud física, mental y formativa de los
médicos residentes en México. Investigaciones reali-
zadas en contextos hospitalarios documentan que jor-
nadas laborales prolongadas, con frecuencia superio-
res a las 70 a 80 horas por semana, se asocian con altos
niveles de agotamiento profesional (síndrome de bur-
nout), caracterizado por cansancio constante, desper-
sonalización y disminución de la realización personal,
lo cual impacta no solo la calidad de vida de los resi-
dentes, sino también la seguridad y eficacia en la aten-
ción de pacientes. Estos hallazgos reflejan una situa-
ción que va más allá de la simple exigencia académica,
configurándose como un problema estructural que re-
quiere atención normativa y supervisión institucional.

Paralelamente, investigaciones médicas en distintos
estados del país han documentado que la presencia de
estrés crónico y agotamiento entre residentes no es ais-
lada, sino que se manifiesta de manera transversal en
múltiples especialidades, y con mayor intensidad en
áreas de alta demanda clínica como cirugía, medicina
interna, pediatría y ginecología, donde prevalece la fa-
tiga física, la falta de descanso adecuado y la exposi-
ción continua a escenarios de alta presión emocional.
Las guardias prolongadas, sumadas a la falta de espa-
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cios dignos para descanso y recuperación dentro de las
unidades médicas, generan condiciones laborales que
ponen en riesgo tanto el bienestar de los residentes co-
mo la calidad de la formación académica que se supo-
ne deben recibir.

Estos retos laborales se ven agravados por la existen-
cia de prácticas institucionales que han sido denuncia-
das por organizaciones médicas, residentes y medios
de comunicación especializados, que señalan casos
frecuentes de hostigamiento, acoso laboral y violencia
psicológica dentro de los programas de residencia, en
un contexto en el que la cultura jerárquica de algunas
instituciones normaliza condiciones de trato que vul-
neran la dignidad y los derechos de los profesionales
en formación. Reportes recientes indican que un alto
porcentaje de residentes señalan haber experimentado
situaciones de humillación, trato degradante o represa-
lias por parte de personal jerárquico, lo cual no solo
genera un impacto negativo en su salud emocional, si-
no que también desincentiva la denuncia y perpetúa
dinámicas laborales nocivas para el desarrollo acadé-
mico y profesional de estos médicos.

La evidencia científica y los reportes nacionales coin-
ciden en que estas condiciones no solo afectan a la po-
blación de médicos en formación, sino que también
tienen implicaciones directas en la calidad de la aten-
ción que reciben los pacientes. La evidencia interna-
cional ha señalado que la fatiga extrema y la falta de
descanso adecuado están vinculadas con un mayor
riesgo de errores clínicos, lo cual evidencia que prote-
ger la salud y las condiciones laborales de quienes cur-
san una especialidad médica tiene impactos positivos
no solo para los residentes, sino para la seguridad y
bienestar de los usuarios del sistema de salud. Por ello,
resulta indispensable que el ordenamiento jurídico na-
cional incorpore disposiciones específicas que esta-
blezcan límites razonables a las jornadas de trabajo,
periodos adecuados de descanso, acompañamiento
académico estructurado y mecanismos claros de pre-
vención y atención de conductas que atenten contra la
integridad física, psicológica y profesional de los mé-
dicos residentes.

En el ámbito internacional, diversos instrumentos y
estándares reconocidos enfatizan la obligación de ga-
rantizar condiciones de trabajo que respeten los dere-
chos humanos y la protección de la salud física y men-
tal de las personas en su entorno laboral. Documentos

como la Declaración Universal de Derechos Humanos
y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales consagran el derecho a condiciones
de trabajo justas, equitativas y seguras, así como a la
limitación razonable de las jornadas laborales que per-
mitan conciliación, descanso y recuperación. Estos
principios han sido incorporados en las recomendacio-
nes de organismos como la Organización Internacio-
nal del Trabajo, que subrayan la necesidad de que las
condiciones laborales, en sectores críticos como la sa-
lud, salvaguarden la integridad física y mental de quie-
nes desempeñan funciones asistenciales. En el contex-
to de la educación médica especializada, estas
directrices respaldan la adopción de normas que pro-
muevan jornadas laborales compatibles con la salud,
mecanismos formativos de supervisión continua y es-
pacios que garanticen la dignidad humana y profesio-
nal.

La Organización Mundial de la Salud ha señalado que
los sistemas de salud sostenibles requieren de recursos
humanos bien formados y protegidos, reconociendo
que las prácticas laborales que conllevan agotamiento
extremo y jornadas prolongadas comprometen la cali-
dad de la atención y aumentan el riesgo de errores mé-
dicos. En este sentido, la alineación con estándares in-
ternacionales implica adoptar un marco regulatorio
que limite de manera explícita las sobrecargas labora-
les y promueva condiciones de educación médica es-
tructurada, con supervisión académica continua y
acompañamiento profesional que fortalezcan las com-
petencias clínicas sin detrimento de la salud integral
de los residentes.

Por su parte, la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos y estándares emanados de la Organiza-
ción Panamericana de la Salud refuerzan la obligación
de los Estados de adoptar medidas legislativas y admi-
nistrativas que aseguren ambientes laborales saluda-
bles, seguros y libres de violencia, así como sistemas
educativos que respeten la dignidad y los derechos de
quienes cursan formación profesional, en particular en
ámbitos tan sensibles como la salud pública.

A nivel nacional, la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos establece en su artículo 1o la
obligación de todas las autoridades de promover, res-
petar, proteger y garantizar los derechos humanos, in-
cluidos los relacionados con condiciones de trabajo
dignas y el derecho a la protección de la salud. Asi-
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mismo, el artículo 4º reconoce el derecho a la protec-
ción de la salud, lo que obliga a diseñar políticas pú-
blicas y disposiciones legales que protejan a quienes
integran el sistema de salud, incluyendo a los médicos
en formación, de condiciones laborales que pongan en
riesgo su integridad física y mental. La Ley General de
Salud, pese a regular la organización de los servicios
de salud, carece actualmente de disposiciones especí-
ficas que protejan de manera integral las jornadas la-
borales, periodos de descanso, supervisión académica
y mecanismos de prevención del hostigamiento labo-
ral para los médicos residentes, lo que limita la capa-
cidad de las autoridades para supervisar y garantizar
condiciones mínimas de dignidad y seguridad en su
formación profesional.

Las omisiones normativas existentes en la Ley Gene-
ral de Salud han propiciado que las condiciones bajo
las cuales se desarrollan las residencias médicas que-
den sujetas, en gran medida, a criterios administrativos
internos, prácticas institucionales no uniformes o in-
terpretaciones discrecionales por parte de las unidades
médicas. Esta falta de regulación expresa genera in-
certidumbre jurídica para los médicos residentes, limi-
ta la exigibilidad de sus derechos y dificulta la actua-
ción de las autoridades sanitarias frente a posibles
abusos o irregularidades, al no contar con parámetros
legales claros que orienten la supervisión, evaluación
y corrección de dichas prácticas.

Asimismo, la ausencia de disposiciones específicas en
materia de jornadas laborales, descanso y condiciones
dignas de trabajo ha contribuido a la normalización de
esquemas de sobrecarga laboral que, lejos de fortale-
cer la formación médica, afectan el rendimiento aca-
démico, incrementan el desgaste físico y mental y
comprometen la calidad del proceso educativo. En es-
te contexto, la falta de límites normativos claros no so-
lo impacta a los médicos residentes, sino que también
debilita la organización institucional de los servicios
de salud, al fomentar dinámicas que privilegian la co-
bertura operativa inmediata sobre la sostenibilidad del
recurso humano.

Por otra parte, la carencia de una regulación explícita
sobre acompañamiento académico y supervisión clíni-
ca estructurada ha provocado desigualdades significa-
tivas entre programas de residencia y entre institucio-
nes de salud. La formación de los médicos residentes
depende en muchos casos de esquemas informales de

tutoría o de la disponibilidad individual del personal
adscrito, lo que genera inconsistencias en los procesos
de evaluación, retroalimentación y adquisición de
competencias, afectando la calidad y homogeneidad
de la formación de especialistas a nivel nacional.

De igual manera, la inexistencia de obligaciones lega-
les claras para prevenir y atender el hostigamiento, el
acoso laboral y otras conductas que atentan contra la
integridad de los médicos residentes ha permitido la
persistencia de entornos laborales adversos, en los que
las relaciones jerárquicas se desarrollan sin mecanis-
mos institucionales eficaces de protección, denuncia y
atención. Esta situación no solo vulnera derechos fun-
damentales, sino que desalienta la formación profesio-
nal en condiciones de respeto, seguridad y dignidad,
afectando la estabilidad emocional y el desarrollo pro-
fesional de quienes integran el sistema de salud.

La reforma propuesta atiende de manera directa estas
problemáticas al incorporar en la Ley General de Sa-
lud obligaciones específicas para las instituciones de
salud, orientadas a garantizar que las jornadas de tra-
bajo de los médicos residentes sean compatibles con
los derechos humanos, cuenten con periodos adecua-
dos de descanso y se desarrollen en espacios dignos.
Con ello, se busca establecer un piso mínimo de pro-
tección legal que permita prevenir afectaciones a la sa-
lud física y mental, fortalecer el desempeño académi-
co y reducir los riesgos asociados a la fatiga y la
sobrecarga laboral.

Asimismo, la incorporación expresa de la obligación
de brindar acompañamiento académico y profesional
continuo, mediante esquemas estructurados de mento-
ría, evaluación y retroalimentación formal, permitirá
fortalecer la calidad de la formación médica especiali-
zada. Esta medida contribuye a ordenar los procesos
educativos dentro de las residencias, a garantizar una
supervisión clínica adecuada y a asegurar que la for-
mación de especialistas responda a estándares claros,
verificables y alineados con las necesidades del siste-
ma nacional de salud.

Finalmente, al establecer que la implementación de es-
tas medidas sea supervisada por las autoridades sani-
tarias competentes, y coordinada con la Secretaría de
Educación Pública, la reforma promueve un modelo
de corresponsabilidad institucional que fortalece la
rendición de cuentas y la eficacia normativa. Esta co-
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ordinación permitirá dar seguimiento a las condiciones
laborales y académicas de los médicos residentes, co-
rregir desviaciones, homologar criterios entre institu-
ciones y avanzar hacia un sistema de residencias mé-
dicas más ordenado, humano y compatible con la
protección del derecho a la salud y a condiciones de
trabajo dignas.

A fin de clarificar la presente propuesta, se anexa el si-
guiente cuadro comparativo:

Por lo anteriormente expuesto y fundado, sometemos
a consideración de esta honorable asamblea el si-
guiente

Decreto 

Se adicionan un tercer y cuarto párrafo al artículo
95 de la Ley General de Salud

Primero. Se adiciona un tercer y cuarto párrafo al
artículo 95 de la Ley General de Salud, para que-
dar como sigue

Artículo 95. …

…

Las instituciones de salud deberán garantizar que
las jornadas de trabajo de los médicos residentes
sean compatibles con los derechos humanos, asegu-
rando periodos de descanso adecuados, espacios
dignos para el desarrollo de sus actividades, apoyos
económicos, acompañamiento académico y profe-
sional continuo, así como, la existencia de mecanis-
mos de prevención y atención de hostigamiento,
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acoso laboral o cualquier conducta que atente con-
tra su integridad física, psicológica o profesional. 

Asimismo, las autoridades sanitarias competentes,
encargadas de normar, supervisar y evaluar los
procesos de formación, designación y desempeño
de las y los médicos jefes de enseñanza en las insti-
tuciones del Sistema Nacional de Salud, deberán
garantizar que la formación médica especializada
se desarrolle bajo criterios académicos, profesiona-
les y éticos, con pleno respeto a los derechos huma-
nos y a la dignidad de las personas. Para tal efecto,
deberán establecer lineamientos claros, objetivos y
transparentes para la selección, capacitación conti-
nua y evaluación periódica de quienes ejerzan fun-
ciones de enseñanza, así como mecanismos eficaces
de supervisión y de actuación oportuna frente a
prácticas de presión indebida, hostigamiento, abu-
so de poder o cualquier conducta que vulnere la in-
tegridad física, psicológica o profesional de las y los
médicos residentes, asegurando que los procesos
formativos se desarrollen en entornos seguros, li-
bres de violencia y sin temor a represalias acadé-
micas o laborales.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las instituciones de salud, deberán adap-
tar programas de residencia a las disposiciones
contenidas en este decreto en un plazo no mayor a
90 días naturales contados a partir de la entrada en
vigor del mismo, garantizando el cumplimiento de
las jornadas laborales, periodos de descanso, su-
pervisión académica, espacios dignos, apoyos eco-
nómicos y mecanismos de protección y denuncia es-
tablecidos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 24 de febrero del 2026.

Diputado Theodoros Kalionchiz de la Fuente (rúbrica)

QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DEL

IMPUESTO SOBRE LA RENTA, SUSCRITA POR EL DIPUTADO

THEODOROS KALIONCHIZ DE LA FUENTE Y LAS Y LOS LE-
GISLADORES INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PAN

El que suscribe, diputado Theodoros Kalionchiz de
la Fuente y, diputadas y diputados del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional en la LXVI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; así como en los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, someten a la considera-
ción del pleno de esta soberanía la siguiente Iniciativa
con proyecto de decreto por el que se adiciona el Ca-
pitulo X “Del Régimen de Tributación Progresiva” al
Título II de la Ley del Impuesto sobre la Renta, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

El sistema tributario constituye uno de los instrumen-
tos fundamentales del Estado para garantizar la sufi-
ciencia financiera, promover el desarrollo económico
y asegurar la equidad en la distribución de las cargas
públicas. En particular, el impuesto sobre la renta des-
empeña un papel central no solo como fuente de re-
caudación, sino como mecanismo capaz de incidir en
la estructura productiva, en la formalización de la ac-
tividad económica y en la generación de empleo, con-
forme a los principios constitucionales que rigen la
materia tributaria.

En México, la configuración del aparato productivo
revela una alta concentración de la actividad empresa-
rial en unidades económicas de menor escala, las cua-
les participan de manera determinante en la genera-
ción de empleo y en la dinamización de los mercados
locales y regionales. Estas empresas constituyen un
eslabón esencial para la estabilidad económica y social
del país, por lo que su fortalecimiento y permanencia
en la formalidad resulta un objetivo legítimo de la po-
lítica pública.

No obstante, el diseño de esquemas fiscales homogé-
neos ha evidenciado limitaciones cuando se aplica de
manera uniforme a contribuyentes con capacidades
económicas y estructuras operativas significativamen-
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te distintas. La ausencia de mecanismos normativos
que permitan ajustar la determinación del impuesto so-
bre la renta en función del tamaño económico y del ni-
vel de consolidación productiva puede generar efectos
adversos tanto para los contribuyentes como para la
propia recaudación.

La experiencia en materia fiscal demuestra que una
carga tributaria que no atiende a la realidad operativa
de las empresas de menor escala puede convertirse en
un factor que inhiba el crecimiento, desaliente la in-
versión y fomente prácticas de informalidad o simula-
ción, afectando con ello la base contributiva y la efi-
ciencia recaudatoria del Estado.

En este contexto, la política fiscal moderna ha evolu-
cionado hacia modelos que privilegian la gradualidad,
la proporcionalidad y la corresponsabilidad entre el
Estado y los contribuyentes, reconociendo que el for-
talecimiento del tejido productivo constituye una con-
dición indispensable para la sostenibilidad de las fi-
nanzas públicas en el mediano y largo plazo.

Diversos análisis nacionales e internacionales han se-
ñalado que los esquemas tributarios más eficaces no
son aquellos que reducen de manera abrupta la carga
fiscal, sino los que introducen ajustes estratégicos y
condicionados que permiten ampliar la base de contri-
buyentes, fortalecer la actividad económica formal y
generar retornos recaudatorios progresivos.

Bajo esta lógica, el tratamiento fiscal puede concebir-
se como una inversión pública de carácter productivo,
cuyo rendimiento se refleja en una mayor actividad
económica, en la generación de empleo y en la conso-
lidación de contribuyentes que, con el tiempo, incre-
mentan su aportación al erario de manera sostenida y
verificable.

En atención a estas consideraciones, resulta necesario
explorar mecanismos normativos que, sin alterar la es-
tructura esencial del impuesto sobre la renta ni com-
prometer la sostenibilidad fiscal, permitan ajustar su
determinación para determinados contribuyentes,
atendiendo a criterios objetivos, verificables y acordes
con la realidad económica del país.

La estructura económica nacional se caracteriza por
una marcada predominancia de unidades económicas
de menor escala, lo que define de manera directa los

retos de la política fiscal y del diseño normativo tribu-
tario. De acuerdo con los Censos Económicos del Ins-
tituto Nacional de Estadística y Geografía, las micro-
empresas representan aproximadamente el 95.4% por
ciento del total de las unidades económicas del país,
mientras que las pequeñas empresas constituyen alre-
dedor del 3.7% por ciento. Esta composición revela
que más del noventa y nueve por ciento del aparato
productivo nacional se integra por empresas que ope-
ran con capacidades financieras, administrativas y
productivas limitadas, lo cual incide directamente en
su capacidad de cumplimiento fiscal, en su margen de
rentabilidad y en su posibilidad de crecimiento soste-
nido dentro del marco de la formalidad.

En términos de empleo, las cifras oficiales confirman
que las empresas de menor tamaño cumplen una fun-
ción central en la generación de trabajo formal. Según
el propio INEGI, las microempresas concentran apro-
ximadamente el cuarenta y uno punto cinco por ciento
del personal ocupado en el país, mientras que las pe-
queñas empresas emplean cerca del 14.8%. En con-
junto, estas unidades económicas absorben más de la
mitad del empleo generado por el sector empresarial,
lo que evidencia su relevancia social y económica, sin
embargo, esta alta participación en el empleo no se tra-
duce de manera proporcional en capacidad financiera
ni en márgenes de utilidad elevados, lo cual condicio-
na la forma en que dichas empresas enfrentan las obli-
gaciones fiscales previstas en la legislación vigente.

Asimismo, los datos censales muestran una diferencia
relevante entre la participación de las micro y peque-
ñas empresas en el número de unidades económicas y
su contribución a los ingresos totales generados. Las
microempresas aportan aproximadamente el 17.1% de
los ingresos totales, mientras que las pequeñas empre-
sas contribuyen con alrededor del 17.6%. Estas cifras
contrastan con la aportación de las empresas medianas
y grandes, que, aun siendo numéricamente reducidas,
concentran una proporción significativamente mayor
de los ingresos. Esta asimetría refleja una estructura
productiva en la que la mayoría de las empresas opera
con ingresos limitados y alta sensibilidad a los costos
fiscales y administrativos.

Desde una perspectiva fiscal, esta realidad plantea un
desafío estructural para el sistema tributario, en tanto
que la Ley del Impuesto sobre la Renta aplica reglas
generales que no distinguen de manera suficiente entre
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las capacidades económicas de las personas morales
según su escala productiva. La ausencia de mecanis-
mos normativos que reconozcan estas diferencias pue-
de generar efectos adversos, como la dificultad para
sostener el cumplimiento fiscal continuo, la limitación
del crecimiento empresarial y la permanencia prolon-
gada en esquemas de baja productividad, lo cual im-
pacta negativamente tanto en la recaudación como en
la expansión de la base de contribuyentes.

Debe señalarse que, si bien existen datos agregados
sobre recaudación tributaria, no se cuenta con infor-
mación pública desagregada que permita identificar
con precisión la aportación del impuesto sobre la ren-
ta de personas morales por tamaño de empresa. Esta
falta de desagregación estadística limita el diseño de
políticas fiscales diferenciadas y dificulta la evalua-
ción del impacto real de la carga tributaria sobre las
micro y pequeñas empresas. No obstante, la informa-
ción disponible sobre ingresos, empleo y estructura
productiva permite inferir razonablemente que una
proporción relevante de estas unidades enfrenta res-
tricciones objetivas para absorber cargas fiscales rígi-
das sin comprometer su viabilidad económica.

Adicionalmente, la evidencia estadística del propio
INEGI indica que una proporción significativa de las
micro y pequeñas empresas no logra consolidarse en el
mediano plazo, registrándose altas tasas de mortalidad
empresarial durante los primeros años de operación.
Este fenómeno implica no solo la pérdida de empleos,
sino también la reducción constante del universo de
contribuyentes activos, lo que debilita la base recauda-
toria y obliga al Estado a depender de un número li-
mitado de empresas de mayor tamaño para sostener
los ingresos públicos.

Desde el punto de vista del desarrollo económico, es-
ta dinámica genera un círculo estructural en el que la
fragilidad financiera de las empresas de menor escala
limita su crecimiento, el bajo crecimiento reduce su
capacidad contributiva y la limitada contribución fis-
cal restringe el margen del Estado para implementar
políticas públicas de apoyo productivo. La ausencia de
instrumentos fiscales que acompañen de manera estra-
tégica y gradual el crecimiento empresarial impide
transformar a las micro y pequeñas empresas en uni-
dades más productivas, rentables y fiscalmente sóli-
das.

Finalmente, el problema no radica exclusivamente en
el nivel nominal de la carga tributaria, sino en la falta
de esquemas normativos que introduzcan gradualidad,
proporcionalidad efectiva y estímulos condicionados
al desempeño económico. Sin estos mecanismos, el
sistema fiscal pierde la oportunidad de convertir a las
micro y pequeñas empresas en una fuente sostenible
de crecimiento económico y recaudatorio, desaprove-
chando su peso real en la estructura productiva y en el
mercado laboral del país.

El marco constitucional mexicano establece los princi-
pios rectores que deben guiar el diseño y aplicación
del sistema tributario nacional. El artículo 31, fracción
IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos dispone la obligación de las personas de
contribuir al gasto público de manera proporcional y
equitativa conforme lo dispongan las leyes. Este man-
dato no se limita a una exigencia formal de pago, sino
que impone al legislador la responsabilidad de diseñar
normas fiscales que atiendan la capacidad contributiva
real de los sujetos obligados, evitando cargas despro-
porcionadas que puedan afectar la viabilidad económi-
ca de los contribuyentes o distorsionar el desarrollo
productivo.

Asimismo, el artículo 25 constitucional reconoce la
rectoría del Estado en el desarrollo nacional y estable-
ce que corresponde a éste conducir el crecimiento eco-
nómico de manera integral y sustentable, fortaleciendo
la soberanía económica y promoviendo la competitivi-
dad del sector productivo. Este precepto obliga a que
las políticas fiscales se conciban como instrumentos
de desarrollo y no únicamente como mecanismos re-
caudatorios, particularmente cuando se trata de secto-
res que concentran la mayor parte del empleo y de las
unidades económicas, como es el caso de las micro y
pequeñas empresas.

Por su parte, el artículo 26 constitucional establece que
el Estado debe organizar un sistema de planeación de-
mocrática del desarrollo nacional que imprima soli-
dez, dinamismo y equidad al crecimiento económico.
En este contexto, la legislación fiscal debe alinearse
con los objetivos de planeación nacional, incorporan-
do esquemas que favorezcan la formalización, la pro-
ductividad y la expansión del aparato productivo, es-
pecialmente en aquellos segmentos que enfrentan
mayores barreras estructurales para su consolidación y
crecimiento.
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En el ámbito legal secundario, la Ley del Impuesto so-
bre la Renta regula la determinación, cálculo y pago
del impuesto a cargo de las personas morales, estable-
ciendo un régimen general aplicable de manera uni-
forme. Si bien la propia ley contempla regímenes es-
pecíficos y estímulos fiscales en ciertos supuestos, no
existe actualmente un capítulo que atienda de manera
integral y sistemática las particularidades económicas
de las micro y pequeñas empresas, ni que establezca
mecanismos de modulación progresiva de la carga tri-
butaria vinculados a su escala productiva y a su des-
empeño económico.

De igual forma, la Ley de Desarrollo de la Competiti-
vidad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa reco-
noce expresamente la relevancia de este sector para la
economía nacional y mandata a las autoridades a dise-
ñar políticas públicas que fomenten su creación, creci-
miento y consolidación. No obstante, la ausencia de
una articulación directa entre esta ley y la legislación
fiscal ha limitado el impacto real de dichas políticas, al
no incorporar incentivos tributarios estructurales que
acompañen el desarrollo empresarial de manera soste-
nida.

En este contexto, el marco jurídico internacional cons-
tituye un referente orientador para la interpretación y
evolución del derecho fiscal interno, en la medida en
que aporta criterios comparados sobre el papel de las
micro y pequeñas empresas en el desarrollo económi-
co y en la sostenibilidad de los sistemas tributarios.
Diversos organismos multilaterales han documentado
que las micro, pequeñas y medianas empresas repre-
sentan la inmensa mayoría de las unidades económicas
en las economías contemporáneas y desempeñan un
papel central en la generación de empleo, particular-
mente en los países de América Latina y el Caribe, lo
cual obliga a que las políticas públicas consideren su
realidad estructural al momento de diseñar instrumen-
tos normativos de carácter económico y fiscal.

El Índice de Políticas para PyMEs: América Latina y
el Caribe 2024, elaborado por la Organización para la
Cooperación y el Desarrollo Económicos, en colabo-
ración con la CAF-Banco de Desarrollo de América
Latina y el Caribe y el Sistema Económico Latinoa-
mericano y del Caribe, señala que las PyMEs constitu-
yen aproximadamente el noventa y nueve por ciento
de las empresas en la región y concentran una propor-
ción significativa del empleo formal. Dicho informe

identifica que, debido a su escala productiva y a sus li-
mitaciones financieras y administrativas, estas unida-
des económicas enfrentan desafíos estructurales que
requieren políticas públicas diferenciadas y coherentes
con su capacidad económica real, particularmente en
ámbitos regulatorios y fiscales.

Si bien los organismos internacionales no establecen
modelos únicos ni tasas impositivas específicas apli-
cables a las micro y pequeñas empresas, la evidencia
comparada recopilada por la OCDE, la CAF y el SE-
LA subraya la importancia de que los sistemas norma-
tivos eviten generar barreras al crecimiento empresa-
rial derivadas de cargas regulatorias o fiscales que no
consideren la heterogeneidad del tejido productivo. En
este sentido, los marcos fiscales que incorporan crite-
rios de proporcionalidad efectiva y gradualidad son
identificados como herramientas que pueden contri-
buir a mejorar la formalización, la productividad y la
sostenibilidad de las empresas de menor escala.

Asimismo, dichos estudios destacan que la ampliación
de la base tributaria en economías con alta concentra-
ción de micro y pequeñas empresas depende, en bue-
na medida, de la capacidad del Estado para acompañar
el crecimiento empresarial mediante esquemas norma-
tivos que favorezcan la transición ordenada hacia ma-
yores niveles de cumplimiento fiscal. Esta aproxima-
ción permite fortalecer la recaudación en el corto y
mediano plazo sin comprometer la viabilidad econó-
mica de los contribuyentes ni desincentivar su des-
arrollo productivo.

En el mismo sentido, la Comisión Económica para
América Latina y el Caribe ha señalado que las micro
y pequeñas empresas cumplen una función estratégica
en la cohesión social y en la generación de ingresos la-
borales, pero enfrentan una elevada vulnerabilidad
frente a choques económicos y restricciones estructu-
rales. Por ello, la CEPAL ha enfatizado la necesidad de
que las políticas económicas, incluidas las fiscales, se
integren dentro de estrategias más amplias de desarro-
llo productivo, orientadas a fortalecer la capacidad de
estas unidades para generar valor agregado y sostener
su contribución a las finanzas públicas.

Finalmente, los compromisos asumidos por el Estado
mexicano en el marco de la Agenda 2030 para el Des-
arrollo Sostenible, particularmente aquellos relaciona-
dos con el crecimiento económico sostenido, el em-
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pleo productivo y la reducción de desigualdades, re-
fuerzan la obligación de revisar y adecuar los instru-
mentos fiscales existentes para alinearlos con objeti-
vos de desarrollo incluyente. En este sentido, la
incorporación de mecanismos fiscales que reconozcan
la realidad económica de las micro y pequeñas empre-
sas resulta consistente tanto con el marco constitucio-
nal como con los referentes internacionales de política
pública orientados al desarrollo sostenible.

La solución normativa al problema identificado re-
quiere la adopción de un enfoque fiscal estructural que
reconozca la heterogeneidad del tejido productivo na-
cional y permita al sistema tributario adaptarse de ma-
nera progresiva a la capacidad económica real de las
personas morales de menor escala. En lugar de esta-
blecer reducciones generalizadas o esquemas tempora-
les de estímulos, resulta necesario incorporar en la Ley
del Impuesto sobre la Renta un marco normativo per-
manente que introduzca mecanismos diferenciados de
determinación del impuesto, orientados a fortalecer la
formalización, el crecimiento empresarial y la amplia-
ción de la base contributiva.

En este sentido, se propone la creación de un capítulo
específico dentro del Título II de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, aplicable a personas morales con in-
gresos acumulables que se ubiquen dentro de rangos
objetivos y verificables, determinados a partir de uni-
dades de medida actualizables, a fin de garantizar cer-
teza jurídica, neutralidad inflacionaria y viabilidad
económica. Este diseño permite que el esquema fiscal
evolucione de manera automática conforme al creci-
miento de las empresas, evitando saltos abruptos en la
carga tributaria que puedan desincentivar la expansión
productiva.

El esquema propuesto no implica una condonación ni
una disminución indiscriminada de la carga fiscal, si-
no una redistribución estratégica del esfuerzo contri-
butivo en función de la capacidad económica efectiva,
alineada con los principios constitucionales de propor-
cionalidad y equidad. 

Asimismo, la propuesta incorpora un enfoque de ren-
dimiento fiscal en el corto y mediano plazo, en la me-
dida en que permite integrar a un mayor número de
contribuyentes al cumplimiento sostenido del impues-
to sobre la renta, generando flujos recaudatorios esta-
bles y previsibles. Al acompañar el crecimiento em-

presarial mediante un esquema gradual, el Estado in-
crementa la probabilidad de que las micro y pequeñas
empresas transiten hacia niveles superiores de tributa-
ción conforme consolidan su actividad económica,
fortaleciendo así la base recaudatoria sin comprometer
su viabilidad.

La solución normativa también atiende la necesidad de
certidumbre jurídica para los contribuyentes, al esta-
blecer reglas claras, objetivas y transparentes para la
aplicación del esquema diferenciado. La utilización de
parámetros cuantificables y verificables reduce la dis-
crecionalidad administrativa y facilita la planeación fi-
nanciera de las empresas, permitiéndoles anticipar el
impacto fiscal de su crecimiento y tomar decisiones de
inversión con mayor seguridad.

Desde una perspectiva comparada, la propuesta se ali-
nea con las mejores prácticas internacionales que pri-
vilegian esquemas fiscales adaptativos, orientados a
ampliar la base contributiva a partir del crecimiento
empresarial y no exclusivamente mediante el aumento
de tasas generales. Este enfoque permite al Estado
capturar una mayor proporción del valor generado
conforme las empresas incrementan su productividad,
sin imponer cargas desproporcionadas en etapas tem-
pranas de desarrollo.

Asimismo, la incorporación de un capítulo específico
en la Ley del Impuesto sobre la Renta evita la disper-
sión normativa y dota de sistematicidad al tratamiento
fiscal de las personas morales de menor escala. Al con-
centrar las disposiciones en un solo cuerpo normativo,
se facilita su interpretación, aplicación y supervisión,
fortaleciendo la seguridad jurídica tanto para los con-
tribuyentes como para la autoridad fiscal.

Finalmente, la propuesta de solución se concibe como
un instrumento de política fiscal con impacto estructu-
ral, orientado a fortalecer la sostenibilidad de las fi-
nanzas públicas mediante la expansión ordenada y
progresiva de la base de contribuyentes, al reconocer
que la formalización de las micro y pequeñas unidades
económicas requiere esquemas tributarios acordes con
su capacidad contributiva real. Al establecer un régi-
men de tributación progresiva que modula la carga fis-
cal en función del nivel de ingresos y prevé una tran-
sición gradual hacia el régimen general, la reforma
elimina incentivos estructurales a la informalidad, fo-
menta el cumplimiento voluntario de las obligaciones
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fiscales y contribuye a una recaudación más estable y
predecible en el corto, mediano y largo plazo,

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se pone a
consideración de esta honorable asamblea el siguiente

Decreto

Se adiciona el Capitulo X “Del Régimen de Tribu-
tación Progresiva” al Título II de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta

Único. Se adiciona el Capitulo X “Del Régimen de
Tributación Progresiva” al Título II de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, para quedar como sigue:

Artículo 78-A. Las personas morales y las personas fí-
sicas con actividad empresarial, que obtengan ingresos
acumulables anuales por la realización de actividades
empresariales, y que no excedan de treinta mil veces el
valor anual de la Unidad de Medida y Actualización
vigente en el ejercicio fiscal de que se trate, podrán op-
tar por tributar conforme a lo dispuesto en el presente
Capítulo, siempre que cumplan con los requisitos y
obligaciones que establece esta Ley y las disposicio-
nes de carácter general que emita el Servicio de Ad-
ministración Tributaria.

La opción prevista en el presente artículo será incom-
patible con la tributación en el Régimen Simplificado
de Confianza previsto en esta Ley. Las personas con-
tribuyentes que opten por el Régimen de Tributación
Progresiva no podrán tributar simultáneamente en el
Régimen Simplificado de Confianza durante el mismo
ejercicio fiscal.

Las personas contribuyentes que cumplan con los re-
quisitos tanto del Régimen Simplificado de Confianza
como del Régimen de Tributación Progresiva deberán
ejercer una opción expresa por uno de dichos regíme-
nes al inicio del ejercicio fiscal correspondiente, en los
términos que establezca el Servicio de Administración
Tributaria mediante reglas de carácter general.

Para efectos de este Capítulo, se entenderá por ingre-
sos acumulables aquellos determinados conforme a las
reglas generales previstas en esta Ley, sin considerar
ingresos extraordinarios no recurrentes que, conforme
a reglas de carácter general, determine la autoridad fis-
cal.

Artículo 78-B. Las personas contribuyentes que tribu-
ten conforme al presente Capítulo determinarán el im-
puesto sobre la renta aplicando la tasa correspondien-
te sobre la utilidad fiscal del ejercicio, conforme a los
siguientes rangos de ingresos acumulables anuales:

I. Hasta cinco mil veces el valor anual de la Unidad
de Medida y Actualización, se aplicará una tasa del
quince por ciento.

II. Más de cinco mil y hasta quince mil veces el va-
lor anual de la Unidad de Medida y Actualización,
se aplicará una tasa del veinte por ciento.

III. Más de quince mil y hasta treinta mil veces el
valor anual de la Unidad de Medida y Actualiza-
ción, se aplicará una tasa del veinticinco por ciento.

Las personas contribuyentes cuyos ingresos acumula-
bles excedan del límite máximo previsto en la fracción
III deberán tributar conforme al régimen general del
Título II de esta Ley, en los términos previstos en el ar-
tículo 78-D.

Artículo 78-C. Las personas contribuyentes que tribu-
ten conforme al presente Capítulo estarán obligadas a
llevar contabilidad simplificada, emitir comprobantes
fiscales digitales por Internet, presentar declaraciones
provisionales y anuales, y cumplir con las demás obli-
gaciones fiscales que establezca esta Ley, sin perjuicio
de las facilidades administrativas que, en su caso, de-
termine el Servicio de Administración Tributaria me-
diante reglas de carácter general.

La aplicación de las tasas previstas en este Capítulo no
exime del cumplimiento de obligaciones en materia de
retenciones, información y comprobación fiscal, ni de
aquellas derivadas de otras contribuciones federales.

Artículo 78-D. Cuando las personas físicas o morales
que tributen conforme a este Capítulo excedan, duran-
te dos ejercicios fiscales consecutivos, el límite máxi-
mo de ingresos acumulables previsto en el artículo 78-
B, fracción III, deberán tributar conforme al régimen
general del Título II de esta Ley a partir del ejercicio
fiscal inmediato siguiente.

La transición al régimen general se realizará sin efec-
tos retroactivos, sin imposición de sanciones derivadas
exclusivamente del cambio de régimen, y conforme a
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las reglas de carácter general que emita el Servicio de
Administración Tributaria, garantizando certeza jurí-
dica, continuidad operativa y correcta determinación
de las obligaciones fiscales.

Las personas contribuyentes que dejen de tributar en el
Régimen Simplificado de Confianza podrán optar por
el Régimen de Tributación Progresiva siempre que
cumplan con los requisitos establecidos en el presente
Capítulo y ejerzan dicha opción en los términos que
establezca el Servicio de Administración Tributaria.

Artículo 78-E. Las personas contribuyentes que opten
por tributar conforme al presente Capítulo no podrán
aplicar deducciones, estímulos o beneficios fiscales
distintos a los expresamente previstos en esta Ley o en
las disposiciones de carácter general aplicables a este
régimen, con el objeto de preservar la proporcionali-
dad tributaria y evitar esquemas de planeación fiscal
indebida.

Artículo 78-F. El Servicio de Administración Tributa-
ria establecerá los mecanismos de control, seguimien-
to y evaluación del presente régimen, a fin de verificar
su impacto en la formalización, el crecimiento de la
base de contribuyentes y la recaudación fiscal, pudien-
do proponer ajustes normativos cuando se detecten
desviaciones relevantes respecto de los objetivos de
política pública que le dieron origen.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Servicio de Administración Tributaria
contará con un plazo de ciento ochenta días naturales,
contados a partir de la entrada en vigor del presente
Decreto, para emitir las reglas de carácter general ne-
cesarias para la correcta aplicación del Capítulo X del
Título II de la Ley del Impuesto sobre la Renta, inclu-
yendo aquellas relativas a los requisitos de opción,
obligaciones simplificadas, control administrativo y
mecanismos de transición al régimen general y de co-
ordinación con el Régimen Simplificado de Confian-
za.

Tercero. Las personas físicas y morales con actividad
empresarial que, a la entrada en vigor del presente De-

creto, se encuentren tributando conforme al régimen
general del Título II de la Ley del Impuesto sobre la
Renta y cumplan con los requisitos establecidos en el
Capítulo X adicionado mediante este Decreto, podrán
optar por tributar conforme a dicho régimen a partir
del ejercicio fiscal siguiente, conforme a las reglas que
emita el Servicio de Administración Tributaria.

Asimismo, las personas contribuyentes que, a la entra-
da en vigor del presente Decreto, se encuentren tribu-
tando en el Régimen Simplificado de Confianza pre-
visto en esta Ley y cumplan con los requisitos
establecidos en el Capítulo X adicionado mediante el
presente Decreto, podrán ejercer la opción de tributar
conforme al Régimen de Tributación Progresiva a par-
tir del ejercicio fiscal siguiente.

Cuarto. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
realizará, a partir del ejercicio fiscal siguiente a la en-
trada en vigor del presente Decreto, las adecuaciones
programáticas, de ingresos y gasto que, en su caso, re-
sulten necesarias para la implementación del Régimen
de Tributación Progresiva previsto en el Capítulo X
del Título II de la Ley del Impuesto sobre la Renta, a
efecto de garantizar la congruencia con los criterios
generales de política económica, la Ley de Ingresos de
la Federación y el Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración correspondientes.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 24 de febrero de 2026.

Diputado Theodoros Kalionchiz de la Fuente (rúbrica)
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QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLES-
CENTES, EN MATERIA DE SEGUIMIENTO, CONTINUIDAD Y

ATENCIÓN INTEGRAL DE LA SALUD MENTAL DE NIÑAS, NI-
ÑOS Y ADOLESCENTES, SUSCRITA POR LOS DIPUTADOS

CLAUDIA QUIÑONES GARRIDO Y ÉCTOR JAIME RAMÍREZ

BARBA Y LAS Y LOS LEGISLADORES INTEGRANTES DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

Los que suscriben, la diputada Claudia Quiñones Ga-
rrido y el diputado Éctor Jaime Ramírez Barba, de la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos: 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someten a consideración de es-
ta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se adiciona una fracción al artículo 50
y se adiciona un artículo 50 Bis de la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en ma-
teria de seguimiento, continuidad y atención integral
de la salud mental de niñas, niños y adolescentes, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

La salud mental de niñas, niños y adolescentes consti-
tuye actualmente una prioridad de salud pública y de
protección de derechos humanos, tanto a nivel interna-
cional como nacional, debido al incremento sostenido
de trastornos emocionales, conductuales y psicológi-
cos en etapas tempranas del desarrollo.1

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud,
uno de cada siete adolescentes de entre 10 y 19 años
padece algún trastorno mental, siendo la depresión, la
ansiedad y los trastornos del comportamiento las prin-
cipales causas de enfermedad y discapacidad en este
grupo etario.2

Asimismo, el suicidio se ha consolidado como la ter-
cera causa de defunción entre personas jóvenes de 15
a 29 años a nivel mundial, lo que evidencia la grave-
dad de las afectaciones a la salud mental en edades
tempranas.3

En el caso de México, la problemática presenta ten-
dencias preocupantes. Entre 2000 y 2023 la tasa de de-
funciones por suicidio en personas de 10 a 17 años se

duplicó, pasando de 2 a 4 por cada 100 mil, registrán-
dose además 727 suicidios de niñas, niños y adoles-
centes tan solo en 2023, uno de los niveles más altos
históricamente.4

De acuerdo con estadísticas oficiales del Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía (INEGI), en 2024 se
registraron más de 8 mil defunciones por suicidio en
México en personas de 10 años y más, confirmando
una tendencia creciente en este indicador de salud
mental.5

Asimismo, las cifras más recientes muestran que el to-
tal de suicidios en el país continúa al alza respecto a
años previos, acumulando incrementos sostenidos en
la última década, lo que evidencia el deterioro progre-
sivo del bienestar psicoemocional de la población, in-
cluyendo niñas, niños y adolescentes.6

En particular, la situación de la niñez y adolescencia
resulta especialmente alarmante, ya que el suicidio se
mantiene entre las principales causas de muerte en po-
blación joven en México, consolidándose como un
problema prioritario de salud pública.7

Conforme a análisis derivados de la Encuesta Nacio-
nal de Salud y Nutrición (ENSANUT), el 7.6 por cien-
to de la población adolescente en México ha pensado
alguna vez en suicidarse, lo que refleja un nivel signi-
ficativo de riesgo psicoemocional en este grupo pobla-
cional.8

Además, los registros epidemiológicos señalan que la
ideación suicida en adolescentes aumentó de 5.1 por
ciento en 2020 a 7.6 por ciento en años recientes, evi-
denciando un deterioro sostenido de la salud mental
juvenil en el país.9

Incluso, estudios clínicos en población adolescente
mexicana identifican prevalencias relevantes de idea-
ción suicida, intentos y conductas asociadas, lo que
confirma la necesidad de intervenciones instituciona-
les tempranas, integrales y continuas.10

La conducta suicida no es un evento aislado, sino un
proceso continuo que abarca pensamiento, planeación,
intento y suicidio consumado, lo que implica la nece-
sidad de intervenciones preventivas y de seguimiento
institucional oportuno.
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El contexto social, digital y educativo actual ha modi-
ficado significativamente los factores de riesgo psico-
emocional en la infancia y adolescencia, destacando la
violencia, el acoso escolar, el aislamiento social, el uso
intensivo de internet, la desigualdad social y las barre-
ras de acceso a servicios especializados.11

En este sentido, el Estado mexicano ha reconocido la
necesidad de dar seguimiento integral a la salud men-
tal de millones de estudiantes de educación básica
dentro de las estrategias nacionales de bienestar y sa-
lud escolar, lo que evidencia la magnitud del reto ins-
titucional en materia de atención psicoemocional in-
fantil y adolescente.

A pesar de los avances normativos en materia de pre-
vención, detección temprana y atención especializada,
persiste una laguna jurídica relevante: la legislación
vigente se centra en la detección inicial, pero no esta-
blece de forma expresa mecanismos obligatorios de
seguimiento, continuidad terapéutica y acompaña-
miento institucional en salud mental.

Esta omisión normativa reduce la efectividad de las
políticas públicas, ya que múltiples casos detectados
en escuelas o servicios de salud no reciben continui-
dad en la atención psicológica o psiquiátrica, lo que
provoca abandono de tratamientos, diagnósticos tardí-
os, recaídas clínicas y agravamiento de trastornos
emocionales.

La presente iniciativa se sustenta en el artículo 4o. de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, que establece el principio del interés superior
de la niñez y el derecho a la protección de la salud, así
como en el artículo 1o. constitucional relativo al prin-
cipio de progresividad de los derechos humanos.

En consecuencia, el objeto de la presente iniciativa es
fortalecer el marco jurídico en materia de salud men-
tal de niñas, niños y adolescentes mediante la incorpo-
ración de mecanismos obligatorios de seguimiento,
continuidad, canalización y atención integral posterior
a la detección de riesgos psicoemocionales, garanti-
zando la coordinación interinstitucional entre los sec-
tores salud, educación y protección social.

Por lo expuesto, someto a consideración de esta hono-
rable soberanía la presente iniciativa: 

Decreto por el que se adiciona el artículo 50 y se
adiciona un artículo 50 Bis de la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en mate-
ria de seguimiento, continuidad y atención integral
de la salud mental de niñas, niños y adolescentes
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Único. Se adiciona una fracción XX al artículo 50 y se
adiciona un artículo 50 Bis a la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar
como sigue:

Artículo 50. …

I a XVII. …

XVIII. Establecer mecanismos de seguimiento,
continuidad, canalización y atención integral en
materia de salud mental para niñas, niños y ado-
lescentes que hayan sido identificados con ries-
gos, trastornos emocionales, conductuales o psi-
cológicos, garantizando su atención oportuna,
especializada y coordinada en los servicios de sa-
lud, centros educativos y sistemas de protección
integral.

XIX. Proporcionar el acceso a los bienes, servi-
cios, ayudas técnicas y rehabilitación que requie-
ren niñas, niños y adolescentes con discapacidad.

…

…

…

Artículo 50 Bis.

Las autoridades federales, de las entidades federa-
tivas, municipales y de las demarcaciones territo-
riales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus
respectivas competencias, deberán:

I. Implementar protocolos de seguimiento psico-
lógico y psiquiátrico para niñas, niños y adoles-
centes detectados con afectaciones a su salud
mental;

II. Garantizar la continuidad del tratamiento y
la atención especializada, evitando su interrup-
ción por causas administrativas, económicas o
institucionales;

III. Establecer mecanismos de canalización in-
mediata y coordinación interinstitucional entre
los sectores salud, educación y asistencia social;

IV. Brindar orientación, acompañamiento y apo-
yo a madres, padres, tutores o cuidadores como
parte del proceso de atención integral;

V. Desarrollar sistemas de monitoreo y evalua-
ción del bienestar psicoemocional, con pleno res-
peto a la confidencialidad y protección de datos
personales;

VI. Promover acciones permanentes de preven-
ción, detección, atención y seguimiento de ries-
gos en salud mental en entornos escolares, fami-
liares, comunitarios y digitales.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las autoridades competentes deberán armo-
nizar sus protocolos, lineamientos y programas en ma-
teria de salud mental infantil y adolescente dentro de
los ciento ochenta días naturales siguientes a la entra-
da en vigor del presente decreto.

Tercero. La implementación del presente decreto se
realizará con cargo a los presupuestos autorizados a
las dependencias correspondientes, sin generar am-
pliaciones presupuestarias inmediatas.

Notas

1 https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/adoles-

cent-mental-health

2 https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/adoles-

cent-mental-health

3 https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/suicide

4 https://blog.derechosinfancia.org.mx/2024/11/12/suicidio-de-ni-

nez-y-adolescencia-en-mexico-2000-a-2023/

5 https://www.inegi.org.mx/programas/mortalidad/

6 https://www.gob.mx/salud/documentos/estadisticas-de-salud-

mental
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7 https://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid

=S0185-33252023000600295

8 https://ensanut.insp.mx/

9 https://www.insp.mx/avisos/10-octubre-dia-mundial-de-la-sa-

lud-mental

10 https://www.pediatria.gob.mx/archivos/esa/articulos/

esa_8_1_6.pdf?utm_source=chatgpt.com

11 https://www.unicef.org/mexico/informes/la-salud-mental-de-

la-generacion-z

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 24 de febrero de 2026.

Diputados: Éctor Jaime Ramírez Barba, Claudia Quiñones Garri-

do (rúbricas)

QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL DE SALUD, A FIN DE GARANTIZAR ATENCIÓN ON-
COLÓGICA, SUSCRITA POR LA DIPUTADA CLAUDIA QUIÑO-
NES GARRIDO Y LAS Y LOS LEGISLADORES INTEGRANTES

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

La suscrita, diputada Claudia Quiñones Garrido, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional de la Cámara de Diputados en la LXVI Le-
gislatura, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 6 numeral 1, 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de esta asamblea, mediante la Co-
misión Permanente, la siguiente iniciativa, al tenor de
las siguientes

Consideraciones

El derecho a la salud ha sido reconocido como un de-
recho humano fundamental por diversos instrumentos

internacionales, incluyendo la Declaración Universal
de Derechos Humanos (artículo 25)1 y el Pacto Inter-
nacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales (artículo 12),2 los cuales México ha ratificado.
En ellos se establece que toda persona tiene derecho al
disfrute del más alto nivel posible de salud física y
mental, lo que implica, entre otros aspectos, el acceso
oportuno a servicios médicos eficaces.

El cáncer es la principal causa de muerte en el mundo,
cada año 10 millones de personas fallecen por esta en-
fermedad. Los tipos de cáncer más comunes por casos
nuevos son: cáncer de mama, cáncer de pulmón y cán-
cer colorrectal; mientras que, por número de muertes
son: cáncer de pulmón, cáncer colorrectal y cáncer he-
pático.3

La Organización Mundial de la Salud ha señalado que
los Estados tienen la obligación de adoptar medidas
inmediatas para garantizar el acceso equitativo al diag-
nóstico y tratamiento del cáncer, estableciendo como
criterio clave la oportunidad del tratamiento posterior
al diagnóstico, ya que cada semana de retraso reduce
significativamente las tasas de supervivencia.

En Reino Unido, existe la “Two-Week Wait Rule”, que
obliga a los hospitales públicos a iniciar el tratamien-
to oncológico en un plazo no mayor a 14 días desde la
referencia de sospecha, lo que ha contribuido a mejo-
rar las tasas de supervivencia.4

En Francia, el Plan Cáncer establece rutas aceleradas
de diagnóstico y tratamiento con financiamiento pú-
blico en hospitales públicos y privados acreditados.5

En Chile, el sistema AUGE-GES incluye garantías ex-
plícitas para 87 enfermedades, entre ellas distintos ti-
pos de cáncer, con plazos máximos para diagnóstico,
tratamiento e intervención quirúrgica, incluso con pro-
veedores privados si el sector público no responde a
tiempo.6

En Canadá, el sistema público ha sido complementado
en algunas provincias por la contratación de hospitales
privados para radioterapia o quimioterapia, con finan-
ciamiento público.7

La población mexicana enfrenta una difícil decisión al
momento de buscar atención médica. Según la En-
cuesta Nacional de Salud y Nutrición (ENSANUT), en
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su edición más reciente (2022), apenas el 44?por cien-
to de quienes reportaron haber tenido una necesidad de
salud en los últimos tres meses optaron por recibir
atención en servicios públicos.8 Este indicador ha per-
manecido prácticamente sin variación desde 2006, lo
que refleja una crisis de confianza estructural en el sis-
tema público de salud.9

Durante los últimos 20 años, se ha observado una dis-
minución en la proporción de personas que optan por
no atenderse; sin embargo, esta reducción ha estado
acompañada por un incremento considerable en el uso
de servicios privados. Los consultorios adyacentes a
farmacias se han vuelto una opción frecuente, espe-
cialmente para personas sin seguridad social. No obs-
tante, su proliferación ha generado preocupaciones por
la calidad deficiente de la atención y por prácticas de
sobre prescripción motivadas por incentivos económi-
cos.

El desabasto de medicamentos e insumos, así como el
deterioro del equipo médico e infraestructura, son rea-
lidades persistentes. Un recorrido de la Organización
Editorial Mexicana (OEM) por 11 entidades federati-
vas documentó carencias graves no sólo en medica-
mentos especializados, sino también en básicos como
analgésicos, antibióticos, hipoglucemiantes y hasta vi-
taminas, lo que agrava la situación de millones de pa-
cientes.

Un estudio de 2023 reveló que el promedio desde la
detección hasta el inicio del tratamiento oncológico es
de aproximadamente 6.6 meses.10 El estudio del CIEP
reporta que 100 mil 216 muertes se debieron a tumo-
res malignos, lo que equivale al 12.5 por ciento de las
muertes totales. El cáncer colorrectal, el cáncer de ma-
ma y el cáncer de próstata fueron los principales, con
8 mil 031, 8 mil 022 y 7 mil 249 muertes respectiva-
mente.11

En México, el cáncer de mama es la primera causa de
muerte por tumor maligno. En 2023, de los 89 mil 633
fallecimientos contabilizados, 8 mil 34 fueron atribui-
dos a esta enfermedad, siendo 7 mil 992 mujeres y 42
hombres. Solo el 3 por ciento de las mujeres atendidas
en el Instituto Nacional de Cancerología inició trata-
miento en menos de tres meses, mientras que 63 por
ciento lo hizo después de los seis meses posteriores al
diagnóstico.12

Alma Ortiz, de la Asociación Mexicana de Lucha con-
tra el Cáncer (AMLCC), explicó que cada año se de-
tectan en México, en promedio, 31 mil casos nuevos de
cáncer de mama. A pesar de esta cifra alarmante, las pa-
cientes enfrentan un sistema de salud con carencias de
equipos de mastografía, lo que ocasiona que el 70 por
ciento de los casos se detecten en etapas tardías. Ade-
más, señaló que la cobertura de detección mediante
mastografía disminuyó del 22.7 por ciento al 12.4 por
ciento en el último año, lo que representa un retroceso
significativo en la prevención y atención oportuna.

Ortiz destacó que la detección tardía incrementa el
costo anual para el sistema público de salud entre cua-
tro y seis veces, en comparación con los casos detec-
tados de manera temprana, lo que implica mayores re-
cursos económicos y peores pronósticos para las
pacientes.

Por otro lado, el INEGI señaló que hasta un 40 por
ciento de los casos de cáncer pueden prevenirse con
hábitos saludables y acciones de detección temprana.
El cáncer de mama es la principal causa de muerte por
cáncer en mujeres de 60 años y más, mientras que en
hombres es el cáncer de próstata.13

Según el estudio “Evaluación de las disparidades en la
distribución de recursos contra el cáncer en México”,
solo el 5 por ciento de las 14 mil 133 instalaciones de
salud evaluadas en el país están preparadas para ofre-
cer atención específica a esta enfermedad. El cáncer se
ha convertido en la tercera causa de muerte en el país.
Una de cada ocho personas fallece debido a esta en-
fermedad, y casi la mitad de estas muertes ocurre en
personas en edad productiva (entre 15 y 64 años).14

Al sistema de salud pública le cuesta un paciente con
cáncer 729 mil 670 pesos anuales en promedio. Si ese
mismo paciente fuera detectado al inicio de la enfer-
medad, el costo sería de 195 mil pesos anuales. Ade-
más, esto eleva en 57 por ciento las probabilidades de
éxito del tratamiento.15

Desde el sexenio pasado, los intentos del gobierno pa-
ra atender la falta de medicamentos y el recorte de 157
mil millones de pesos en el tramo final de la adminis-
tración del expresidente Andrés Manuel López Obra-
dor incrementaron el costo del tratamiento para pa-
cientes con cáncer de mama y redujeron en 45.3 por
ciento la detección temprana en el sistema público.
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De acuerdo con México Evalúa, en 2023 el gobierno
dejó de surtir 15 millones de recetas, de las cuales 2
millones correspondieron a tratamientos para cáncer
infantil, de mama y cervicouterino. Esta cifra es cinco
veces mayor a las recetas no surtidas en 2018, último
año del sexenio anterior.

El recorte al Fondo de Salud para el Bienestar (Fonsa-
bi) impidió pagar 7 mil 900 tratamientos para pacien-
tes con cáncer sin seguridad social. A esto se sumó el
desabasto de medicamentos oncológicos, que obligó a
muchos pacientes a interrumpir sus tratamientos, redu-
ciendo la efectividad de la terapia y empeorando sus
pronósticos de supervivencia.

Medicamentos como trastuzumab y paclitaxel han
sido escasos en el sector salud. También se han re-
portado carencias de vincristina, ciclofosfamida,
metotrexato, doxorrubicina y etopósido, todos esen-
ciales en diversos tratamientos. Organizaciones de la
sociedad civil, colectivos de padres de familia y la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos han
documentado esta problemática, que ha afectado
gravemente tanto a adultos como a niñas y niños con
cáncer.

Un informe de Impunidad Cero reveló que entre 2019
y 2022 se registraron más de 30 mil reportes de des-
abasto de medicamentos oncológicos, con una cober-
tura deficiente de compras consolidadas por parte del
gobierno. Estas carencias han derivado en interrupcio-
nes de tratamiento que comprometen la salud y la vida
de miles de pacientes. La CNDH emitió un Recomen-
dación sobre esta problemática.

Es por eso que es necesario:

• Garantizar acceso inmediato: cada semana de re-
traso impacta negativamente la supervivencia. La
experiencia internacional respalda que plazos cor-
tos para iniciar el tratamiento mejoran los resulta-
dos clínicos.

• Activar atención privada regulada cuando el siste-
ma público falle: evitar interrupciones y demoras,
usar la capacidad instalada del sector privado bajo
supervisión institucional.

• Reducir inequidades y costos: detectar temprano
reduce costo por paciente hasta en seis veces y au-

menta la eficacia del tratamiento, descongestionan-
do hospitales públicos.

• Alinear compromisos internacionales y naciona-
les: esta iniciativa se sustenta en el derecho funda-
mental a la salud, en instrumentos internacionales,
en la política nacional y en el mandato constitucio-
nal del Estado.

Desde el Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional se han impulsado diversas iniciativas para de-
clarar como materia de salubridad general la preven-
ción, detección oportuna y atención especializada del
cáncer de mama y cáncer cervicouterino, así como pa-
ra incluir metas, indicadores y políticas obligatorias en
la Ley General de Salud.

Además, se ha exigido reiteradamente un presupuesto
justo, suficiente y blindado para el diagnóstico y trata-
miento de estos padecimientos, denunciando pública-
mente la reducción en la cobertura de servicios clave,
como lo evidencia la caída de más de 1.3 millones de
mastografías realizadas entre 2018 y 2020. Esta situa-
ción representa un retroceso en la lucha contra el cán-
cer de mama y una amenaza directa al acceso tempra-
no a servicios médicos para las mujeres afectadas.

En 2024, el Grupo Parlamentario del PAN presentó la
Ley General del Cáncer, con el objetivo de establecer
un marco legal integral para la prevención, atención
médica, protección de derechos y sensibilización na-
cional sobre todos los tipos de cáncer, poniendo espe-
cial énfasis en las inequidades del sistema de salud que
agravan la situación de las personas diagnosticadas.

El cáncer es una enfermedad que, por su impacto epi-
demiológico, económico y social, debe considerarse
un tema prioritario desde un enfoque de equidad, de-
rechos humanos y justicia en salud. En ese sentido, es
indispensable implementar medidas costo-efectivas y
urgentes que garanticen el acceso, el diagnóstico y el
tratamiento oportunos, así como activar la capacidad
del sector privado como apoyo subsidiario inmediato
ante las fallas del sistema público.

Es por eso que se propone establecer en la Ley Gene-
ral de Salud un mecanismo legal obligatorio para que
toda persona diagnosticada con cáncer reciba atención
médica dentro de los 21 días naturales posteriores al
diagnóstico. Asimismo, en caso de que las institucio-
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nes públicas no puedan proporcionar dicha atención en
tiempo, se autorizará de forma inmediata el tratamien-
to en instituciones privadas acreditadas, sin costo al-
guno para el paciente.

Esta reforma busca salvar vidas, reducir costos al era-
rio a largo plazo y garantizar el pleno ejercicio del de-
recho a la salud para todas las personas, sin distinción.

Por lo anterior, se somete a consideración la siguiente
iniciativa de reforma, acompañada del cuadro compa-
rativo correspondiente:

Decreto. Iniciativa con proyecto de decreto por el
que se adiciona el Capítulo III Bis 1 a la Ley Gene-
ral de Salud en materia de Garantizar Atención
Oncológica

Capítulo III Bis 1
Del Acceso Oportuno y Continuidad 

en la Atención Oncológica

Artículo 161 Bis 1.- Cuando una persona sea diag-
nosticada con cáncer y las instituciones públicas del
Sistema Nacional de Salud por falta de suministro
o capacidad institucional no puedan garantizar su
tratamiento en un plazo no mayor a 21 días natu-
rales siguientes al resultado diagnóstico, deberán
autorizar y cubrir los costos del tratamiento en ins-
tituciones privadas acreditadas.

Artículo 161 Bis 2.- La Secretaría de Salud cele-
brará convenios con prestadores privados acredita-
dos, definiendo un tabulador tarifario regulado,
criterios de calidad, seguimiento clínico y cumpli-
miento del tratamiento.

Artículo 161 Bis 3.- La Secretaría de Salud garan-
tizará a las personas diagnóstica con cáncer la con-
tinuidad del tratamiento, el suministro de medica-
mentos oncológicos necesarios y el seguimiento
clínico, sin interrupciones.

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaría de Salud contará con un
plazo de 240 días naturales a partir de la entrada en
vigor del Decreto para emitir los lineamientos operati-
vos, tabulador tarifario y firma de convenios con insti-
tuciones privadas acreditadas.

Tercero La operación de este decreto deberá inte-
grarse al sistema de evaluación y presupuesto vi-
gente, sin generar ampliaciones presupuestales adi-
cionales a los techos presupuestales autorizados a
las instituciones públicas del Sistema Nacional de
Salud.

Cuarto. La Secretaría de Salud, en coordinación con
el Instituto Nacional de Cancerología y demás autori-
dades competentes, se coordinarán con el Registro Na-
cional de Cáncer para garantizar trazabilidad, control
y seguimiento.

Notas

1 https://www.un.org/es/about-us/universal-declaration-of-human-

rights

2 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-

rales

3 https://ciep.mx/presupuesto-para-cancer-insuficiencia-desigual-

dad-y-subejercicio-en-el-gasto/

4 https://pmc.ncbi.nlm.nih.gov/articles/PMC1120606/
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5 https://es.ambafrance.org/Lanzamiento-del-tercero-Plan

6 https://www.chileatiende.gob.cl/fichas/2464-plan-auge-ges

7 https://www.partnershipagainstcancer.ca

8 https://www.insp.mx/informacion-relevante/utilizacion-de-ser-

vicios-publicos-de-salud-en-mexico-uno-de-los-retos-criticos-del-

sistema-de-salud

9 https://www.insp.mx/informacion-relevante/utilizacion-de-ser-

vicios-publicos-de-salud-en-mexico-uno-de-los-retos-criticos-del-

sistema-de-salud

1 0

https://www.sciencedirect.com/science/article/abs/pii/S18777821

23000462

11 https://ciep.mx/presupuesto-para-cancer-insuficiencia-des-

igualdad-y-subejercicio-en-el-gasto/

1 2

https://www.komen.org/uploadedFiles/_Komen/Content/Grants_

Central/International_Grants/Grantee_Resources/HSR_Monte-

rrey.pdf

13 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposi-

to/2025/EAP_DMvsCancer25.pdf

14 https://www.infobae.com/mexico/2025/04/21/estudio-muestra-

que-solo-5-de-mas-de-14-mil-instalaciones-de-salud-ofrecen-

atencion-especifica-al-cancer-en-mexico/

15 https://www.elfinanciero.com.mx/empresas/2024/10/23/can-

cer-de-mama-un-alto-precio-recortes-y-falta-de-medicamentos-

elevan-costos-de-la-enfermedad/

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 24 de febrero de 2026.

Diputada Claudia Quiñones Garrido (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY GENERAL DE SALUD, EN MATERIA DE INTELIGEN-
CIA ARTIFICIAL Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN

SALUD, SUSCRITA POR EL DIPUTADO ÉCTOR JAIME RAMÍ-
REZ BARBA Y LAS Y LOS LEGISLADORES INTEGRANTES

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

El que suscribe, diputado federal Éctor Jaime Ramírez
Barba y diputadas y diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional en la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral
1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía
la siguiente Iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Salud, en materia de inteligencia artificial y
protección de datos personales en salud, al tenor de la
siguiente 

Exposición de Motivos

La inteligencia artificial (IA) representa una revolu-
ción tecnológica con potencial transformador para los
sistemas de salud; mejorar la atención de salud me-
diante diagnósticos más precisos, tratamientos perso-
nalizados, predicción de enfermedades, el diseño de
terapias personalizadas y la optimización de procesos
administrativos y recursos sanitarios; que permitan
ampliar el acceso a servicios de calidad especialmente
en comunidades con infraestructura médica limitada. 

La Organización Mundial de la Salud OMS, reconoce
que las tecnologías digitales, incluida la IA, son deter-
minantes para que mil millones de personas accedan a
cobertura universal de salud; pero su adopción preci-
pitada sin controles adecuados “podría inducir a erro-
res por el personal de salud, causar daños a los pa-
cientes, erosionar la confianza en la IA y, por tanto,
socavar los posibles beneficios y usos a largo plazo de
tales tecnologías” (OMS, 2023). 

Esta innovación enfrenta un desafío crítico: los siste-
mas de IA en salud procesan datos personales sensi-
bles, diagnósticos, tratamientos, genéticos e historial
clínico, cuya exposición o uso indebido puede vulne-
rar derechos fundamentales. En México, el artículo 4°
constitucional protege el derecho a la salud, mientras
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el artículo 16 garantiza la protección de datos perso-
nales; esta dualidad exige un equilibrio entre fomentar
la innovación tecnológica y salvaguardar la privaci-
dad, dignidad y autonomía de los pacientes. 

El contexto mexicano evidencia vacíos normativos
significativos en esta materia; no obstante que la re-
ciente reforma a la Ley General de Salud de enero de
2026 incorporó el Capítulo VI Bis sobre “Salud Digi-
tal”, ésta no menciona expresamente la IA ni establece
criterios de clasificación de riesgo, mecanismos de au-
ditoría algorítmica, registro obligatorio de sistemas o
responsabilidades específicas. Por otro lado, la Ley
Federal de Protección de Datos Personales en Pose-
sión de los Particulares clasifica los datos de salud co-
mo sensibles, pero fue diseñada antes de la era del
aprendizaje automático y no contempla decisiones au-
tomatizadas, perfilado clínico, ni uso de datos para en-
trenamiento de algoritmos. 

Referentes internacionales como el Reglamento Euro-
peo de Inteligencia Artificial (AI Act) clasifican los
sistemas de IA en salud como de alto riesgo, exigien-
do evaluaciones rigurosas, transparencia, auditorías y
trazabilidad. Por otro lado, las orientaciones de la
OMS enfatizan seis principios éticos: autonomía hu-
mana, bienestar y seguridad, transparencia, rendición
de cuentas, equidad y sostenibilidad. 

La urgencia legislativa radica en que sistemas de IA ya
operan en hospitales, clínicas, consultorios y platafor-
mas de telemedicina sin marco regulatorio específico,
generando riesgos de sesgo algorítmico, discrimina-
ción, falta de supervisión médica y uso comercial no
consentido de datos clínicos. Por ello, México requie-
re una regulación integral que garantice seguridad del
paciente, supervisión humana obligatoria, consenti-
miento informado, transparencia algorítmica, protec-
ción reforzada de datos, responsabilidad clara y clasi-
ficación de riesgo; delimitando con precisión lo que
debe ir en ley, reglamento o normas oficiales. 

En enero de 2024, la OMS publicó orientaciones espe-
cíficas sobre la ética y la gobernanza de los grandes
modelos multimodales de IA, con más de 40 recomen-
daciones dirigidas a gobiernos, empresas tecnológicas
y proveedores de atención de salud, instando a los Es-
tados a garantizar que los sistemas de IA empleados en
la medicina “cumplan las obligaciones éticas y las nor-
mas de derechos humanos que afecten a la dignidad,

autonomía o privacidad de una persona” (OMS, 2024).
En el mismo sentido, el Reglamento de Inteligencia
Artificial de la Unión Europea (AI Act), aprobado en
2024, clasifica los dispositivos médicos y los sistemas
de IA empleados en salud como de alto riesgo, sujetos
a requisitos estrictos de transparencia, trazabilidad,
gestión de riesgos y supervisión humana. 

En México, durante la LXVI Legislatura, se han pre-
sentado diversas iniciativas para regular la IA en salud.
En julio de 2023, se presentó una iniciativa que refor-
maba y adicionaba diversas disposiciones de la LGS
en materia de protección de datos personales y regula-
ción del uso de la inteligencia artificial, suscrita por di-
putados de los Grupos Parlamentarios del PAN, More-
na, PRI y Movimiento Ciudadano, la cual fue
desechada en agosto de 2024. En diciembre de 2024,
el diputado Éctor Jaime Ramírez Barba (PAN) presen-
tó una nueva iniciativa que propuso establecer como
objetivo del Sistema Nacional de Salud “promover la
incorporación, uso y aprovechamiento de inteligencia
artificial en los servicios de salud” y regular el regis-
tro, supervisión, consentimiento informado, responsa-
bilidad y cancelación de sistemas de IA en el ámbito
sanitario. 

Por otra parte, el 15 de enero de 2026 fue publicado en
el Diario Oficial de la Federación un decreto que re-
formó, adicionó y derogó diversas disposiciones de la
LGS, incorporando el Capítulo VI Bis “Salud Digital”,
artículos 71 Bis a 71 Septies, que define la salud digi-
tal, regula la telesalud, establece obligaciones de pro-
tección de datos personales en servicios a distancia y
ordena la digitalización de la información médica. Sin
embargo, dicha reforma no incorporó disposiciones
específicas sobre inteligencia artificial en salud, dejan-
do un vacío normativo relevante que la presente ini-
ciativa busca atender. 

La adopción de IA en salud en México presenta un
crecimiento acelerado pero desigual y no regulado.
Según datos de la OMS (2024), los primeros sistemas
de diagnóstico automatizado certificados por la FDA y
la Agencia Europea de Medicamentos fueron aproba-
dos en 2024 y 2025, lo que confirma la madurez tec-
nológica de estas herramientas. En México, institucio-
nes como el IMSS, el ISSSTE y hospitales privados
han comenzado a implementar sistemas de IA para
triaje, lectura de imágenes radiológicas, predicción de
complicaciones y gestión de expedientes. 
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Sin embargo, la adopción tecnológica ha superado al
marco normativo. Los principales riesgos identifica-
dos son: 

• Errores diagnósticos o terapéuticos: La IA puede
producir recomendaciones incorrectas cuando los
datos de entrenamiento son insuficientes, sesgados
o no representan a la población mexicana.

• Sesgos algorítmicos: Los sistemas entrenados con
datos de otras poblaciones pueden discriminar por
género, etnia, edad o condición socioeconómica,
profundizando inequidades en salud.

• Vulneración de datos personales sensibles: Los
datos de salud constituyen datos personales sensi-
bles conforme a la Ley Federal de Protección de
Datos Personales en Posesión de los Particulares
LFPDPPP (artículo 3, fracción VI) y la Ley Gene-
ral de Protección de Datos Personales en Posesión
de Sujetos Obligados LGPDPPSO (artículos 14 y
15). Su tratamiento por sistemas de IA multiplica
los riesgos de acceso no autorizado, transferencia
indebida y uso con fines comerciales. 

• Opacidad en la toma de decisiones: Muchos mo-
delos de IA operan como “cajas negras” cuyos pro-
cesos de razonamiento no son comprensibles ni pa-
ra los profesionales de la salud ni para los pacientes. 

• Ausencia de responsabilidad clara: No existe un
régimen de responsabilidad específico que determi-
ne las obligaciones y consecuencias jurídicas para
desarrolladores, proveedores y profesionales de la
salud que empleen IA.

El análisis del ordenamiento jurídico vigente revela las
siguientes insuficiencias normativas: 

1. Vacío definitorio: La LGS vigente no contiene
definición alguna de “inteligencia artificial”, “siste-
ma de inteligencia artificial en salud” ni “algoritmo
de apoyo a la decisión clínica”. El Capítulo VI Bis
de Salud Digital de la reforma de enero 2026, regu-
la la telesalud, telemedicina y registros electróni-
cos, pero no aborda la IA como categoría normati-
va autónoma. 

2. Ausencia de régimen de autorización y registro:
No existe obligación legal de que los sistemas de IA

destinados a la salud sean registrados o autorizados
por la Secretaría de Salud antes de su uso clínico.
La COFEPRIS regula dispositivos médicos, pero no
existe claridad sobre si los sistemas de IA, especial-
mente el software como dispositivo médico
(SaMD), están sujetos a su competencia. 

3. Insuficiencia en protección de datos: Si bien la
LFPDPPP (artículo 9), la LGPDPPSO (artículo 15)
y el artículo 71 Septies de la LGS reformada esta-
blecen obligaciones generales de protección de da-
tos y consentimiento informado, no existen disposi-
ciones específicas sobre: a) el tratamiento masivo
de datos de salud por sistemas de IA; b) la prohibi-
ción de uso de datos de salud para entrenamiento al-
gorítmico sin consentimiento; c) evaluaciones de
impacto en protección de datos obligatorias para
sistemas de IA en salud; d) portabilidad de datos
procesados por IA. 

4. Falta de supervisión humana obligatoria: No exis-
te mandato legal que garantice que las decisiones
clínicas asistidas por IA sean siempre supervisadas y
validadas por un profesional de la salud humano. 

5. Inexistencia de régimen de responsabilidad espe-
cífico: La LGS no establece responsabilidades dife-
renciadas para desarrolladores, proveedores, presta-
dores de servicios de salud y profesionales de la
salud respecto de los resultados generados por sis-
temas de IA. 

6. Carencia de derechos específicos del paciente an-
te la IA: No se reconocen derechos como la expli-
cación comprensible de decisiones asistidas por IA,
la objeción al uso de IA en su atención, ni la porta-
bilidad de datos procesados algorítmicamente. 

Estos vacíos no pueden resolverse con instrumentos
reglamentarios o NOM existentes, pues se trata de la
creación de derechos subjetivos de los pacientes; de la
imposición de obligaciones a sujetos privados, des-
arrolladores, proveedores; de la atribución de compe-
tencias a la autoridad sanitaria; y del establecimiento
de un régimen de responsabilidad; materias todas ellas
sujetas a reserva de ley conforme al artículo 4° consti-
tucional y a la jurisprudencia de la SCJN. 

Por ello, la presente iniciativa tiene como objetivo: es-
tablecer en la Ley General de Salud el marco normati-
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vo general para el uso seguro, ético, transparente y su-
pervisado de sistemas de IA en los servicios de salud,
así como fortalecer la protección de datos personales
sensibles de salud en el contexto de su tratamiento por
sistemas de IA, remitiendo la regulación operativa y
técnica a disposiciones reglamentarias y NOM. 

La iniciativa propone las siguientes modificaciones a
la Ley General de Salud: 

a) Adiciones al artículo 3o. (fracción XXIX): Se in-
corpora la regulación de la inteligencia artificial
aplicada a la salud como materia de salubridad ge-
neral, lo que activa la competencia federal y la rec-
toría de la Secretaría de Salud.

b) Reforma al artículo 6o. (fracción XIII): Se adi-
ciona como objetivo del Sistema Nacional de Salud
promover la incorporación y uso seguro de la IA en
los servicios de salud.

c) Reforma al artículo 7o. (fracción XIV Quater):
Se atribuye a la Secretaría de Salud la competencia
para establecer disposiciones regulatorias sobre IA
en salud.

d) Adiciona el artículo 17 Bis (fracción V Bis) se
atribuye a la Comisión Federal para la Protección
contra Riesgos Sanitarios, evaluar los riesgos sani-
tarios derivados del uso de sistemas de IA destina-
dos a la prevención, diagnóstico, tratamiento o re-
habilitación de enfermedades y la regulación
correspondiente. 

e) Adición de un Capítulo VI Ter “De la Inteligen-
cia Artificial en Salud” (artículos 71 Nonies a 71
Sexdecies): Este capítulo contiene: 

• Definiciones (artículo 71 Nonies): sistema de
inteligencia artificial en salud, algoritmo de apo-
yo a la decisión clínica, sistema de IA de alto
riesgo en salud.

• Principios rectores (artículo 71 Decies): segu-
ridad del paciente, supervisión humana, transpa-
rencia, no discriminación, protección de datos,
rendición de cuentas, equidad y accesibilidad. 

• Autorización y registro (artículo 71 Undecies):
obligación de registrar ante la autoridad sanita-

ria federal los sistemas de IA destinados a uso
clínico antes de su comercialización o imple-
mentación.

• Supervisión humana (artículo 71 Duodecies):
derechos del paciente ante la IA y mandato de
acompañamiento permanente de un profesional
de la salud; los sistemas de IA serán herramien-
tas de apoyo y no sustituirán el juicio clínico y
derecho a explicación comprensible de las reco-
mendaciones emitidas por IA; derecho a obje-
ción; derecho a alternativas.

• Consentimiento informado (artículo 71 Terde-
cies): obligación de la Secretaría de Salud, con
apoyo de la Comisión Federal para la Protección
contra Riesgos Sanitarios, de establecer meca-
nismos de evaluación, supervisión y auditoría de
los sistemas de inteligencia artificial. 

• de informar al paciente cuando un sistema de
IA participe en su atención; derecho a negarse a
recibir atención asistida por IA.

f) Adición de un artículo 109 Ter, para establecer la
“Protección reforzada de datos personales en siste-
mas de IA”. Establece obligaciones específicas pa-
ra quien trate datos de salud mediante IA: evalua-
ciones de impacto en protección de datos,
prohibición de uso de datos con fines comerciales
sin consentimiento, medidas de anonimización y
obligación de los desarrolladores de incorporar me-
canismos de protección de datos desde el diseño
(privacidad por diseño y por defecto). 

La iniciativa ubica el nuevo Capítulo VI Ter inme-
diatamente después del Capítulo VI Bis (Salud Digi-
tal), de modo que la regulación de IA se integra ar-
mónicamente con el marco de salud digital recién
incorporado. Se remite a reglamento y NOM lo ope-
rativo con estándares técnicos, procedimientos de re-
gistro, protocolos de auditoría, requisitos de intero-
perabilidad. 

En síntesis, con la presente iniciativa se espera fortale-
cer el derecho a la protección de la salud (artículo 4o.
CPEUM), el derecho a la protección de datos persona-
les (artículos 6, fracción II, y 16 CPEUM) y los dere-
chos de los usuarios de servicios de salud. Se estable-
cen atribuciones a la Secretaría de Salud y a Cofepris
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con competencias claras en materia de IA en salud, sin
crear burocracia innecesaria. 

Se genera certeza jurídica para desarrolladores, prove-
edores, prestadores de servicios e instituciones del
SNS; los costos de implementación recaen principal-
mente en los desarrolladores y proveedores (registro,
evaluaciones, auditorías) y parcialmente en la Secreta-
ría que fortalece su capacidad regulatoria; no se crean
fondos ni organismos nuevos; finalmente se previene
discriminación algorítmica, protege grupos en situa-
ción de vulnerabilidad y promueve la equidad en el ac-
ceso a innovación tecnológica en salud. 

La reforma armoniza con los principios éticos de la
OMS sobre IA en salud (2021) de proteger la autono-
mía, promover bienestar y seguridad, garantizar trans-
parencia, promover responsabilidad y rendición de
cuentas, garantizar inclusividad y equidad, promover
IA sostenible; con las orientaciones de la OMS sobre
grandes modelos multimodales (2024) que recomien-
da a los gobiernos designar organismos reguladores,
introducir auditorías obligatorias y garantizar que la
IA en salud cumpla con normas de derechos humanos;
y con los objetivos de Desarrollo Sostenible: ODS 3
(salud y bienestar) y ODS 10 (reducción de desigual-
dades). 

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado, que se
somete a la consideración de esta Soberanía el si-
guiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley General de Salud, en
materia de inteligencia artificial y protección de
datos personales en salud

Artículo Único. Se adicionan una fracción XXIX al
artículo 3; una fracción XIII al artículo 6; una fracción
XIV Quater al artículo 7; y una fracción V Bis al artí-
culo 17 Bis; así como un Capítulo VI Ter denominado
“De la Inteligencia Artificial Aplicada a la Salud” con
los artículos 71 Nonies a 71 Terdecies; y un artículo
109 Bis, todos a la Ley General de Salud, para quedar
como sigue: 

Artículo 3o. …

I. a XXVII Bis. …

XXVIII. La salud digital;

XXIX. La regulación, supervisión y control del
desarrollo, registro, autorización, uso, evalua-
ción, suspensión y cancelación de sistemas de in-
teligencia artificial aplicados a la salud, y 

XXX. Las demás materias que establezca esta Ley
y otros ordenamientos legales, de conformidad con
el párrafo tercero del artículo 4o. constitucional.

Artículo 6o. …

I. a XI. …

XII. Promover la creación de programas de aten-
ción integral para la atención de las víctimas y vic-
timarios de acoso y violencia escolar, en coordina-
ción con las autoridades educativas y de
conformidad con otras disposiciones legales aplica-
bles; 

XIII. Impulsar el acceso universal a la atención mé-
dica a través del intercambio de servicios entre ins-
tituciones públicas de salud, para garantizar el ac-
ceso efectivo a la atención oportuna y de calidad,
para todas las personas, y 

XIII. Promover la incorporación, uso y aprove-
chamiento de las tecnologías de la información y
las comunicaciones, incluidos los sistemas de in-
teligencia artificial, en los servicios de salud, pa-
ra ampliar la cobertura, mejorar la calidad de la
atención, apoyar la investigación y fortalecer la
formación de recursos humanos, en condiciones
de seguridad, transparencia, equidad, eficacia
terapéutica y respeto a los derechos humanos; 

Artículo 7o. …

I. a XIV. …

XIV Bis. …

XIV Quater. Establecer los principios, requisi-
tos, derechos y obligaciones aplicables al des-
arrollo, registro, autorización, uso, supervisión,
evaluación, suspensión y cancelación de sistemas
de inteligencia artificial en el ámbito de la salud,
así como las bases de la protección reforzada de
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datos personales sensibles tratados por dichos
sistemas, en los términos de esta Ley y las dispo-
siciones aplicables en materia de protección de
datos personales; 

XV. a XVII. … 

Artículo 17 Bis. …

I. a V. …

V Bis. Evaluar los riesgos sanitarios derivados
del uso de sistemas de inteligencia artificial des-
tinados a la prevención, diagnóstico, tratamiento
o rehabilitación de enfermedades, así como ex-
pedir, suspender o revocar las autorizaciones sa-
nitarias correspondientes, conforme a las dispo-
siciones de esta Ley, su Reglamento y las normas
oficiales mexicanas aplicables;

VI. a XIII. … 

Capítulo VI Ter
De la Inteligencia Artificial Aplicada a la Salud

Artículo 71 Nonies. Para efectos de este Capítulo se
entenderá por: 

I. Sistema de inteligencia artificial en salud: sis-
tema basado en máquinas que, mediante el pro-
cesamiento de datos y el uso de algoritmos, gene-
ra resultados tales como predicciones,
recomendaciones, clasificaciones o decisiones
que influyen en la prevención, el diagnóstico, el
tratamiento, la rehabilitación, la investigación o
la gestión de servicios de salud; 

II. Sistema de inteligencia artificial de alto ries-
go en salud: aquel cuyo funcionamiento puede
afectar directamente la vida, la salud o la seguri-
dad de las personas, conforme a la clasificación
que establezca la Secretaría de Salud mediante
disposiciones de carácter general, y 

III. Responsables del sistema: personas físicas o
morales que desarrollan, fabrican, comerciali-
zan, distribuyen, importan, operan o utilizan un
sistema de inteligencia artificial en el ámbito de
la salud. 

La Secretaría de Salud establecerá, mediante dis-
posiciones de carácter general, la clasificación de
los sistemas de inteligencia artificial en salud con-
forme a su nivel de riesgo, así como los requisitos
diferenciados aplicables a cada categoría. 

Artículo 71 Decies. El uso de sistemas de inteligen-
cia artificial en el Sistema Nacional de Salud se re-
girá por los siguientes principios: 

I. Seguridad del paciente: los sistemas de inteli-
gencia artificial deberán garantizar la seguri-
dad, calidad y eficacia en su aplicación a la sa-
lud;

II. Supervisión humana: ningún sistema de inte-
ligencia artificial podrá sustituir la decisión clí-
nica final del profesional de la salud;

III. Transparencia y explicabilidad: los sistemas
deberán permitir que los profesionales de la sa-
lud y los pacientes comprendan los factores de-
terminantes de sus resultados;

IV. No discriminación: los sistemas de inteligen-
cia artificial no generarán resultados que discri-
minen por origen étnico, nacional o regional, gé-
nero, edad, discapacidad, condición social,
condición de salud, preferencias sexuales, estado
civil, embarazo, opiniones políticas o religiosas, o
cualquier otro motivo que atente contra la digni-
dad humana; 

V. Protección de datos personales: el tratamien-
to de datos de salud por sistemas de inteligencia
artificial respetará los principios de licitud, con-
sentimiento, información, calidad, finalidad, le-
altad, proporcionalidad y responsabilidad, con-
forme a las disposiciones aplicables en materia
de protección de datos personales; 

VI. Rendición de cuentas: los responsables del
sistema serán responsables de los resultados ge-
nerados por el uso de sistemas de inteligencia ar-
tificial en salud, conforme al régimen previsto en
esta Ley y demás disposiciones aplicables; 

VII. Equidad: la incorporación de sistemas de
inteligencia artificial en salud promoverá la re-
ducción de brechas en el acceso a servicios de ca-
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lidad, con especial atención a comunidades indí-
genas, zonas rurales y grupos en situación de
vulnerabilidad, y 

VIII. Perspectiva de derechos humanos: el dise-
ño, desarrollo, validación y uso de sistemas de in-
teligencia artificial en salud se realizará con
perspectiva de género y enfoque de intercultura-
lidad. 

Artículo 71 Undecies. Los responsables del sistema
tendrán las siguientes obligaciones: 

I. Registrar ante la Secretaría de Salud los siste-
mas de inteligencia artificial destinados a utili-
zarse en el ámbito de la salud, conforme a los re-
quisitos, procedimientos y plazos que
establezcan las disposiciones reglamentarias y
las normas oficiales mexicanas aplicables; 

II. Proporcionar a la autoridad sanitaria la in-
formación técnica necesaria sobre el funciona-
miento, datos de entrenamiento, validación clíni-
ca, limitaciones conocidas y riesgos asociados de
sus sistemas, en los términos que establezca la
Secretaría de Salud; 

III. Notificar a la Secretaría de Salud cualquier
evento adverso grave relacionado con el uso del
sistema que ponga en riesgo la vida, la salud o la
seguridad de los pacientes, conforme a los proce-
dimientos establecidos en las disposiciones apli-
cables, y 

IV. Incorporar mecanismos de seguridad y pro-
tección de datos personales desde el diseño y
por defecto, conforme a los estándares técnicos
que establezcan las normas oficiales mexica-
nas. 

Los prestadores de servicios de salud solo podrán
utilizar sistemas de inteligencia artificial autoriza-
dos por la Secretaría de Salud, conforme a lo pre-
visto en este Capítulo.

La Secretaría de Salud determinará, mediante dis-
posiciones de carácter general, los requisitos, pro-
cedimientos, plazos y clasificaciones de riesgo apli-
cables al registro y autorización de los sistemas de
inteligencia artificial en salud, y podrá suspender o

cancelar las autorizaciones cuando se pongan en
riesgo la vida, la salud o la seguridad de las perso-
nas. 

Artículo 71 Duodecies. Los usuarios de los servicios
de salud tendrán los siguientes derechos en relación
con los sistemas de inteligencia artificial: 

I. Derecho a ser informados de que un sistema de
inteligencia artificial participa en su atención; 

II. Derecho a recibir una explicación comprensi-
ble sobre los factores determinantes de las reco-
mendaciones, diagnósticos o tratamientos gene-
rados o asistidos por el sistema de inteligencia
artificial; 

III. Derecho a negarse a recibir atención médica
asistida por un sistema de inteligencia artificial,
sin que ello menoscabe su derecho a la protec-
ción de la salud; 

IV. Derecho a solicitar la revisión de una decisión
clínica asistida por inteligencia artificial por un
profesional de la salud sin intervención del siste-
ma, y 

V. Derecho a que sus datos personales de salud
no sean utilizados para el desarrollo, entrena-
miento o mejora de sistemas de inteligencia arti-
ficial sin su consentimiento expreso y por escrito,
salvo que los datos hayan sido anonimizados de
forma irreversible conforme a los estándares téc-
nicos aplicables. 

El ejercicio de estos derechos se realizará conforme
a las disposiciones reglamentarias y las normas ofi-
ciales mexicanas que al efecto emita la Secretaría
de Salud. 

Artículo 71 Terdecies. La Secretaría de Salud, con
apoyo de la Comisión Federal para la Protección
contra Riesgos Sanitarios, establecerá mecanismos
de evaluación, supervisión y auditoría de los siste-
mas de inteligencia artificial utilizados en el Siste-
ma Nacional de Salud, con el objetivo de: 

I. Verificar la seguridad, calidad, precisión y efi-
cacia de los sistemas; 
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II. Detectar y corregir sesgos algorítmicos que
puedan generar discriminación o inequidad en
la atención; 

III. Verificar el cumplimiento de las obligaciones
en materia de protección de datos personales, y 

IV. Determinar los casos en que los sistemas de
inteligencia artificial representen un riesgo para
la salud de las personas y proceder, en su caso, a
la suspensión o cancelación de su autorización. 

Los procedimientos, criterios técnicos, periodici-
dad y estándares aplicables a las evaluaciones y au-
ditorías a que se refiere este artículo se establece-
rán en las disposiciones reglamentarias y normas
oficiales mexicanas correspondientes. 

La Secretaría de Salud promoverá la capacitación
y educación continua del personal del Sistema Na-
cional de Salud sobre el uso ético, seguro y eficaz de
los sistemas de inteligencia artificial en salud. 

Artículo 109 Bis. El tratamiento de datos persona-
les de salud por sistemas de inteligencia artificial se
sujetará, además de lo previsto en las leyes de pro-
tección de datos personales aplicables, a las si-
guientes reglas: 

I. Los responsables del tratamiento deberán rea-
lizar evaluaciones de impacto en la protección de
datos personales antes de la implementación de
sistemas de inteligencia artificial que traten da-
tos de salud, conforme a los lineamientos que
emita la Secretaría de Salud en coordinación con
la Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno; 

II. Los datos personales de salud no podrán ser
utilizados para el desarrollo, entrenamiento o
mejora de sistemas de inteligencia artificial sin el
consentimiento expreso y por escrito de su titu-
lar, salvo que los datos hayan sido anonimizados
de forma irreversible conforme a los estándares
técnicos que establezcan las normas oficiales me-
xicanas, y 

III. Los datos personales de salud tratados por
sistemas de inteligencia artificial no podrán ser
revelados ni transferidos con fines comerciales
sin el consentimiento expreso del titular, salvo las

excepciones previstas en las leyes de protección
de datos personales. 

La Secretaría de Salud, en coordinación con las au-
toridades competentes en materia de protección de
datos personales, emitirá las disposiciones regla-
mentarias y normas oficiales mexicanas aplicables
al tratamiento de datos personales de salud por sis-
temas de inteligencia artificial. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los
ciento ochenta días naturales siguientes al de su publi-
cación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. La Secretaría de Salud emitirá las disposi-
ciones reglamentarias necesarias para la aplicación de
este decreto, en un plazo no mayor a trescientos se-
senta y cinco días naturales contados a partir de su pu-
blicación en el Diario Oficial de la Federación. Dichas
disposiciones deberán regular, al menos, los siguientes
aspectos: 

I. Procedimientos y requisitos para el registro y au-
torización de sistemas de inteligencia artificial en
salud;

II. Clasificación de sistemas de inteligencia artifi-
cial por nivel de riesgo y requisitos diferenciados
aplicables a cada categoría;

III. Procedimientos de evaluación, supervisión y
auditoría de sistemas de inteligencia artificial; 

IV. Protocolos de notificación de eventos adversos
relacionados con sistemas de inteligencia artificial,
y 

V. Procedimientos para el ejercicio de los derechos
de los pacientes en relación con sistemas de inteli-
gencia artificial. 

Tercero. La Secretaría de Salud emitirá o adecuará las
normas oficiales mexicanas aplicables al uso de siste-
mas de inteligencia artificial en salud, en un plazo no
mayor a quinientos cuarenta días naturales contados a
partir de la publicación de este Decreto. Dichas nor-
mas deberán regular, al menos, los siguientes aspectos
técnicos: 
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I. Estándares de calidad, seguridad y validación clí-
nica de sistemas de inteligencia artificial; 

II. Requisitos técnicos de anonimización y seudoni-
mización de datos personales de salud; 

III. Estándares de ciberseguridad, cifrado y control
de acceso para sistemas de inteligencia artificial
que traten datos de salud; 

IV. Especificaciones técnicas para auditoría, traza-
bilidad y evaluación de sesgos algorítmicos, y 

V. Estándares de interoperabilidad de datos de salud
procesados por sistemas de inteligencia artificial. 

Cuarto. Los responsables de sistemas de inteligencia
artificial que, a la entrada en vigor de este Decreto, se
encuentren en operación en el Sistema Nacional de Sa-
lud, contarán con un plazo de trescientos sesenta y cin-
co días naturales, contados a partir de la entrada en vi-
gor de las disposiciones reglamentarias a que se refiere
el artículo Segundo Transitorio, para cumplir con las
obligaciones de registro y autorización previstas en el
artículo 71 Undecies de esta Ley.

Durante este periodo de transición, la Secretaría de Sa-
lud podrá suspender el uso de aquellos sistemas que
representen un riesgo grave para la vida, la salud o la
seguridad de las personas.

Quinto. La Secretaría de Salud establecerá un pro-
grama de capacitación dirigido al personal del Siste-
ma Nacional de Salud sobre el uso ético, seguro y efi-
caz de los sistemas de inteligencia artificial en salud,
en un plazo no mayor a ciento ochenta días naturales
contados a partir de la entrada en vigor de este decre-
to. 

Sexto. La Secretaría de Salud y la Comisión Federal
para la Protección contra Riesgos Sanitarios gestiona-
rán, en el ámbito de sus respectivas competencias y
conforme al calendario previsto en los transitorios an-
teriores, los recursos humanos, técnicos, materiales y
presupuestarios necesarios para la implementación de
las disposiciones de este Decreto, sujetándose a los
procedimientos de programación y presupuestación
aplicables y a la disponibilidad presupuestaria de cada
ejercicio fiscal. 
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Diputado Éctor Jaime Ramírez Barba (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY GENERAL DE SALUD, EN MATERIA DE ESPECIALI-
DADES MÉDICAS, SUSCRITA POR EL DIPUTADO ÉCTOR JAI-
ME RAMÍREZ BARBA Y LAS Y LOS LEGISLADORES INTE-
GRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

El que suscribe, Éctor Jaime Ramírez Barba y diputa-
das y diputados federales integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional en la LXVI Le-
gislatura, con fundamento en lo establecido en la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y en los artículos 6,
numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía,
la siguiente iniciativa combatir la corrupción, al tenor
de la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforman y adicionan diversas disposiciones
de la Ley General de Salud, en materia de especialida-
des médicas, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Conforme al artículo cuarto de la Constitución y la
Ley General de Salud, es deber del Estado Mexicano
asegurar a la población servicios de salud de calidad.
Por ello, la certificación de especialidades médicas es
un asunto de relevancia estratégica vital para nuestro

sistema de salud, gracias a este proceso se asegura que
los profesionales de la salud cuenten con la formación
teórica y práctica para el ejercicio de ciertos campos
de la medicina, mismos que por su relevancia y com-
plejidad, requieren que se acredite ciertas capacidades
y competencias. 

El artículo 7 de la Ley General de Salud, establece co-
mo uno de los objetivos de las autoridades sanitarias,
coadyuvar a que la formación y distribución de los re-
cursos humanos para la salud sea congruente con las
prioridades del Sistema Nacional de Salud. 

Entendiendo que solo la actualización permanente y la
certificación profesional harán que tanto el médico ge-
neral, como el especialista, presten sus servicios con
los más altos estándares y conforme a las mejores
prácticas del avance de la ciencia médica.

En ese sentido, el gobierno federal dispuso garantizar
a la población atención médica de calidad certificando
especialistas de las diversas áreas de la salud, a fin de
que cuenten con los conocimientos, las destrezas y ap-
titudes necesarias para su ejercicio y, al mismo tiempo,
reconocerle al médico especialista sus capacidades
profesionales. Para esto, se creó el Comité Normativo
Nacional de Consejos de Especialidades Médicas (Co-
nacem) y también los Consejos de Especialidades Mé-
dicas (Consejos). 

En el plano histórico, el Conacem originalmente fue
un comité de la Academia Nacional de Medicina de
México constituido el 15 de febrero de 1995; su fun-
ción que se incrementaba, también se alejaba de las fi-
nalidades originales de la propia Academia. 

De acuerdo con el propia Conacem, estos 2 factores
tuvieron como efecto que el Comité se transformara
no sólo en una asociación, sino en una asociación de
asociaciones, esto es, en una federación. El 30 de mar-
zo de 2006 el Conacem obtuvo personalidad jurídica,
constituyó un patrimonio, determinó un domicilio y
estableció un objeto social. Ese día nació la persona
jurídica en la figura de una asociación civil denomina-
da Comité Normativo Nacional de Consejos de Espe-
cialidades Médicas. 

Los asociados del Conacem son las academias Nacio-
nal de Medicina de México, ANMM, y Mexicana de
Cirugía, AMC, así como los consejos de especialida-
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des médicas, que cuentan con idoneidad. Estas institu-
ciones conforman su Asamblea General, en tanto que
la Junta de Gobierno se integra por 12 vocales: cuatro
por la ANMM, otros cuatro por la AMC y cuatro más
por los consejos. 

Posteriormente, el Congreso de la Unión en Decreto
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 1°
de septiembre de 2011 dispuso que el Conacem fuese
organismo auxiliar de la Administración Pública Fede-
ral y que los consejos con declaratoria de idoneidad
quedaran facultados para expedir certificados de espe-
cialidad, en su correspondiente rama. La Ley General
de Salud adiciona el propósito del Conacem otorgán-
dole una facultad supervisora sobre la certificación y
recertificación en las diferentes especialidades de la
medicina. 

La Ley dispuso que para la expedición de la cédula del
médico especialista las autoridades educativas compe-
tentes le solicitaran su opinión. En ese marco, la Se-
cretaría de Salud, de conformidad con lo dispuesto por
los legisladores, emitió las disposiciones, mediante el
Acuerdo publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 25 de marzo de 2015, que permite aplicar el
Decreto por el que se reforman los artículos 81, 83,
271 y se adiciona el artículo 272 Bis, 272 Bis 1, 272
Bis 2, 272 Bis 3 de la Ley General de Salud.

De acuerdo con el artículo 272 Bis, de la Ley General
de Salud, para la realización de cualquier procedi-
miento médico quirúrgico de especialidad, los profe-
sionales que lo ejerzan requieren cédula de especialis-
ta legalmente expedida por las autoridades educativas
competentes y certificado vigente de especialista que
acredite la capacidad y la experiencia en la práctica de
los procedimientos y técnicas correspondientes en la
materia, de acuerdo a la Lex Artis Ad Hoc de cada es-
pecialidad, expedido por el Consejo de la especialidad
según corresponda, de conformidad con el artículo 81
de la misma ley.

Actualmente, el artículo 79 del mismo ordenamiento
mandata que, para el ejercicio de actividades profesio-
nales en el campo de la medicina, farmacia, odontolo-
gía, veterinaria, biología, bacteriología, enfermería, te-
rapia física, trabajo social, química, psicología,
optometría, ingeniería sanitaria, nutrición, dietología,
patología y sus ramas, y las demás que establezcan
otras disposiciones legales aplicables, se requiere que

los títulos profesionales o certificados de especializa-
ción hayan sido legalmente expedidos y registrados
por las autoridades educativas competentes.

Además, precisa que el ejercicio de actividades técni-
cas y auxiliares que requieran conocimientos específi-
cos en el campo de la atención médica prehospitalaria,
medicina, odontología, veterinaria, enfermería, labo-
ratorio clínico, radiología, optometría, terapia física,
terapia ocupacional, terapia del lenguaje, prótesis y ór-
tesis, trabajo social, nutrición, citotecnología, patolo-
gía, bioestadística, codificación clínica, bioterios, far-
macia, saneamiento, histopatología y embalsamiento y
sus ramas, se requiere que los diplomas correspon-
dientes hayan sido legalmente expedidos y registrados
por las autoridades educativas competentes.

La misma Ley General de Salud, dispone que, el Co-
mité Normativo Nacional de Consejos de Especialida-
des Médicas (Conacem) tiene la naturaleza de orga-
nismo auxiliar de la Administración Pública Federal a
efecto de supervisar los conocimientos, habilidades,
destrezas, aptitudes y calificación de la pericia que se
requiere para la certificación y renovación de la vi-
gencia de la misma o recertificación, en las diferentes
especialidades de la medicina que, para los efectos, re-
conozca el propio Conacem.

Así, el artículo 81 de la Ley General de Salud, esta-
blece que los Consejos de Especialidades Médicas que
tengan la declaratoria de idoneidad y que estén reco-
nocidos por el Comité Normativo Nacional de Conse-
jos de Especialidades Médicas, están facultados para
expedir certificados de su respectiva especialidad mé-
dica; así como que, para la expedición de la cédula de
médico especialista las autoridades educativas compe-
tentes solicitarán la opinión del Comité Normativo
Nacional de Consejos de Especialidades Médicas

Siendo que, para efectos reglamentarios, el Comité
Normativo Nacional de Consejos de Especialidades
Médicas y los Consejos de Especialidades Médicas, se
sujetarán a las disposiciones que emita la Secretaría de
Salud.

Así, el Estado regula la prestación de servicios profe-
sionales de atención médica, por medio del estableci-
miento de requisitos para su realización, y a partir de
la delegación de facultades verificadoras de los mis-
mos, como es el proceso de certificación que realizan
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los consejos de especialidades médicas, y el de decla-
ratoria de idoneidad por parte del Conacem.

Por lo tanto, los consejos de especialidades médicas
llevan a cabo la función de certificación, la cual con-
siste en la verificación de las competencias y expe-
riencia en la práctica de los procedimientos y técnicas
correspondientes en la materia, de acuerdo a la lex ar-
tis ad hoc de cada especialidad.

Asimismo, el Estado ejerce su rectoría en materia de
salud, a través de la delegación de funciones en el Co-
nacem, quien se encarga de supervisar el entrenamien-
to, habilidades, destrezas y calificación de la pericia
que se requiere para la certificación en las diferentes
especialidades de la medicina. Lo anterior, adicional-
mente, a partir de la declaración de idoneidad, la cual
requieren los consejos de especialidades médicas para
expedir certificados de especialidad. 

Actualmente se reconocen los siguientes consejos:

Al día de hoy, los consejos de especialidades médicas
llevan a cabo el proceso de certificación y recertifica-
ción, en virtud del cual se acredita la capacidad y ex-
periencia en la práctica de los procedimientos y técni-
cas correspondientes en la materia, de acuerdo con la
lex artis ad hoc de cada especialidad. 

Estos consejos son conformados por profesionales de
la medicina de una especialidad determinada, y cuyo
objetivo único es la constatación de la calidad de la
preparación de los profesionales para el ejercicio com-
petente de un campo específico de la medicina. Como
tales, son cuerpos académicos singulares, autónomos

en su organización y procedimientos, y distinguibles
en sus funciones y relaciones jerárquicas de las insti-
tuciones de educación superior u organismos guberna-
mentales. 

Tales características permiten que su objetivo (de cer-
tificación y recertificación) se lleve a cabo de manera
imparcial y eficiente, con las siguientes ventajas: 

• La autonomía frente a las instituciones de educa-
ción superior, les permite determinar la calidad del
conocimiento que adquieren los egresados de éstas
y, por lo tanto, evaluar de manera indirecta a las ins-
tituciones. Lo anterior puede tener un efecto en la
selección que los futuros estudiantes de medicina
hagan sobre la casa de estudios a la que se inscribi-
rán, tomando en cuenta el porcentaje de egresados
que obtienen o no la certificación. 

• Su naturaleza privada, independiente de las auto-
ridades gubernamentales, permiten que su gestión
se lleve a cabo de conformidad con los estándares
de la ciencia y la profesión, y no en función de de-
terminaciones políticas y/o electorales de corto pla-
zo. 

• Cuentan con una legitimación de carácter técnico,
toda vez que han obtenido la declaración de idonei-
dad por parte del Conacem, órgano conformado por
la Academia Nacional de Medicina de México, la
Academia Mexicana de Cirugía y los propios con-
sejos de especialidad miembros. 

• Dicha declaratoria de idoneidad implica que el
Conacem ha determinado que el consejo de espe-
cialidad es apto para coadyuvar en la supervisión
del entrenamiento, habilidades, destrezas y califica-
ción de la pericia que se requiere para otorgar la
certificación.

• Los consejos de especialidad son órganos colegia-
dos de pares, representativos de los mejores valores
de la especialidad, que cumplen con la función ex-
clusiva de certificar a quien, habiendo cubierto los
requisitos académicos exigidos, optan por la certifi-
cación de sus aptitudes, o la recertificación de su
actualización. En este sentido, agentes de cambio y
actores relevantes en la mejoría permanente de la
calidad de la práctica profesional de la medicina.
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Podemos afirmar que el Conacem cuenta con un man-
dato legal para verificar la idoneidad de los consejos
de especialidades médicas y para aprobar los requisi-
tos que éstos impongan para la obtención de la certifi-
cación y recertificación, a través del procedimiento
establecido para ello, en los Lineamientos emitidos
por la Secretaría de Salud.

Esta función verificadora del Conacem constituye un
instrumento indispensable para garantizar una de las
finalidades del derecho a la salud, reconocidas en el
artículo 2º de la Ley, consistente en el disfrute de ser-
vicios de salud y de asistencia social que satisfagan
eficaz y oportunamente las necesidades de la pobla-
ción. 

Conacem actúa como órgano garante del derecho a la
salud, toda vez que su función en la supervisión del
entrenamiento, habilidades, destrezas y calificación de
la pericia permiten que el Estado mexicano cumpla la
protección del derecho a la salud. Por lo que es válido
afirmar que: 

• La declaratoria de idoneidad de los consejos de es-
pecialidades médicas por parte del Conacem, per-
mite que la totalidad de las certificaciones y recerti-
ficaciones cumplan con un estándar objetivo y
uniforme que verifiquen que los profesionales
cuentan con las habilidades, destrezas y aptitudes
necesarias para la realización de su especialidad
médica, al igual que se han actualizado en el cono-
cimiento científico y tecnológico de su rama. De es-
ta manera, se garantiza que los servicios de atención
médica se realizan bajo pautas mínimas de calidad.

• Se garantiza un acceso no discriminatorio y en
condiciones de equidad a servicios de atención mé-
dica de calidad. La uniformidad en la certificación
y recertificación ratifica el elemento de accesibili-
dad del derecho a la salud, pues otorga certeza y se-
guridad jurídica al paciente de que, con indepen-
dencia de su lugar de residencia, su padecimiento,
su nivel socioeconómico o su régimen laboral, reci-
birá servicios de atención médica por profesionales
que han acreditado el conocimiento de la lex artis
ad hoc de su especialidad. 

• Con el acreditamiento uniforme de que los profe-
sionales de la salud conocen la lex artis de su ramo,
se confirma que el desarrollo de su práctica está

sustentado en principios éticos reconocidos univer-
salmente, dando cumplimiento al elemento de acep-
tabilidad del derecho a la salud.

Lo anterior, demuestra que el Conacem y los consejos
auxilian al Estado mexicano en el cumplimiento de sus
obligaciones constitucionales y convencionales rela-
cionadas con el derecho a la salud. De esta forma, su
función es fundamental para dar operatividad a este
derecho en lo que se refiere a la prestación de servicios
de atención médica. 

Lamentablemente, vemos que lejos de fortalecer a las
instituciones de salud, se quiere debilitarlas, como ha
sucedido desde que inició la presente administración.

El día 19 de noviembre de 2020 el Senado de la Re-
pública aprobó una iniciativa que reforma al artículo
81 de la Ley General de Salud, de esta forma, el pro-
yecto propone que ahora le corresponda exclusiva-
mente a la Secretaría de Educación Pública (SEP) la
expedición de cédulas de especialidad médica, por lo
que elimina la competencia del Comité Normativo Na-
cional de Consejos de Especialidades Médicas y por lo
tanto, elimina también las facultades otorgadas a los
Consejos de Especialidades Médicas. Por lo que di-
chas instituciones en la práctica desaparecerían, que-
dando en manos de la SEP, todo el proceso de certifi-
cación. 

Dicha reforma, llegó a la Cámara de Diputados en ca-
lidad de minuta y fue turnada a la Comisión de Salud
de la LXV Legislatura, donde permanece pendiente,
por lo que corresponde a esta instancia legislativa su
revisión. Para lo cuál, quienes suscribimos la presente
iniciativa manifestamos lo siguiente:

• Se propone que la expedición de la cédula de mé-
dica o médico sea responsabilidad de la SEP a tra-
vés de la Dirección General de Profesiones. No obs-
tante, conforme a la propia Ley General de Salud,
esta facultad que ya existe y es exclusiva de la SEP.
Lo que se hace es eliminar la opinión de Conacem,
procedimiento que abona a que la SEP conozca si
efectivamente las personas cursaron una especiali-
dad debidamente reconocida por la SSA y cumplen
con una serie de criterios para su ejercicio profesio-
nal. Por lo que, más que facilitar el proceso de cer-
tificación y la formación de especialistas, generará
más problemas, que se traducirán en una baja de los
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profesionistas certificados y menor calidad de los
mismos.

• La minuta elimina a los Consejos de Especialida-
des Médicas, y con ello, toda la infraestructura, ca-
pacidades educativas y profesionales, procesos for-
mativos y experiencia que se han construido
durante años, en el seno de dichas organizaciones,
que, en virtud de su propia naturaleza, son espacios
para que los propios profesionales de las diversas
áreas de la salud contribuyan a la formación y ac-
tualización de sus ramas, además de favorecer una
mejor oferta de servicios de alta especialidad para
los mexicanos. La de los Consejos supresión gene-
rará incertidumbre jurídica sobre cómo y en qué or-
ganismos se apoyará Conacem como organismo au-
xiliar de la Administración Pública, para cumplir
con su labor en el proceso de certificación, es decir,
lo dejará inoperante.

• La minuta dará preferencia para la certificación a
quienes ya cuenten con una cédula, lo que desnatu-
raliza el objetivo de la certificación, pues ésta tiene
como finalidad evaluar que, sin importar el sitio de
formación, las personas cuenten con las habilidades
mínimas necesarias que garantizarán la equidad en
la prestación de los servicios de salud que ofrecen a
la población

Quienes suscribimos la presente iniciativa estamos en
contra del desmantelamiento del Comité Normativo
Nacional de Consejos de Especialidades Médicas y los
Consejos de Especialidades Médicas, ello solo contri-
buiría a reducir la oferta de profesionales de salud cer-
tificados y complicar el acceso de los mexicanos a una
atención de especialidad de calidad. 

Lo que aquí se plantea es una reforma a la Ley Gene-
ral de Salud con los siguientes objetivos:

• Se pretende que la Secretaría de Salud, previa opi-
nión del Consejo de Salubridad General, sea la ins-
tancia rectora del proceso de certificación, quien
deberá establecer el listado de las áreas de la medi-
cina que requerirán certificado. Esto evitará que es-
cuelas y universidades limiten su oferta de supues-
tas especialidades médicas semipresenciales, on
line, o bajo cualquier otra modalidad, que no cum-
plen con los requisitos de los consejos.

• Se deja en claro que la emisión de los títulos de es-
pecialidades médicas corresponde a las institucio-
nes de educación superior y de salud oficialmente
reconocidas ante las autoridades correspondientes.

• Se propone que el Comité Normativo Nacional de
Consejos de Especialidades Médicas, en el caso de
que la Secretaría de Salud establezca una nueva es-
pecialidad, convoque a los especialistas de la rama
a efecto de que establezcan el correspondiente con-
sejo cuya naturaleza jurídica será la de asociación
civil. 

• Para evitar costos desproporcionados, también se
contempla que la Secretaría de Educación en con-
junto con la Secretaría de Salud, establecerán los
costos de referencia que se deriven de los procesos
de certificación a cargo del Comité Normativo Na-
cional de Consejos de Especialidades Médicas y los
Consejos de Especialidades Médicas, mismos que
deberán ser atendidos de manera obligatoria. Con
ello, se impedirán los abusos en los precios que se
cobran y que han sido una constante denuncia de los
profesionales de la salud.

• Finalmente, se crea un mecanismo para que la
Secretaría de Educación en conjunto con la Secre-
taría de Salud, establezcan acciones de vigilancia
y control del Comité Normativo Nacional de Con-
sejos de Especialidades y de los Consejos de Es-
pecialidades Médicas, a fin de garantizar la trans-
parencia, idoneidad, accesibilidad, equidad, no
discriminación, combate la corrupción, y compe-
tencia técnica y profesional, en los procesos de
certificación.

Decreto que reforma y adiciona el artículo 81 de la
Ley General de Salud 

Único. - Se reforman los párrafos primero, segun-
do y cuarto y se adicionan un cuarto, séptimo y oc-
tavo párrafos al artículo 81, recurriendo en su or-
den los subsecuentes, de la Ley General de Salud,
para quedar como sigue:

Artículo 81.- La emisión de los títulos y diplomas de
especialidades médicas corresponde a las instituciones
de educación superior y de salud oficialmente recono-
cidas ante las autoridades correspondientes. 

Martes 24 de febrero de 2026 Gaceta Parlamentaria59



Para la realización de los procedimientos médicos de
especialidad se requiere que el especialista haya reali-
zado su residencia médica en instituciones de salud
oficialmente reconocidas ante las autoridades corres-
pondientes. 

… 

La Secretaría de Salud, previa opinión del Consejo
de Salubridad General, determinará las diferentes
especialidades de la medicina. El Comité Normativo
Nacional de Consejos de Especialidades Médicas, en
el caso de que se establezca una nueva especialidad,
convocará a los especialistas de la rama a efecto de
que establezcan el correspondiente consejo cuya na-
turaleza jurídica será la de asociación civil. 

Los consejos de especialidades médicas que tengan la
declaratoria de idoneidad emitido por el Comité Norma-
tivo Nacional de Consejos de Especialidades Médicas,
constituido por la Academia Nacional de Medicina de
México, la Academia Mexicana de Cirugía y los Conse-
jos de Especialidad miembros, están facultados para ex-
pedir certificados de su respectiva especialidad médica. 

...

La Secretaría de Educación en conjunto con la Se-
cretaría de Salud y con la opinión del Comité Nor-
mativo Nacional de Consejos de Especialidades
Médicas, establecerán los costos de referencia que
se deriven de los procesos de certificación a los que
se sujetarán obligatoriamente el Comité Normativo
Nacional de Consejos de Especialidades Médicas y
los Consejos de Especialidades Médicas.

La Secretaría de Educación en conjunto con la Secre-
taría de Salud, establecerán un mecanismo de vigi-
lancia y control del Comité Normativo Nacional de
Consejos de Especialidades y de los Consejos de Es-
pecialidades Médicas, a fin de garantizar la transpa-
rencia, idoneidad, accesibilidad, equidad, no discrimi-
nación, combate la corrupción, y competencia técnica
y profesional, en los procesos de certificación.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación. 

Segundo. La Secretaría de Salud, previa opinión
del Consejo de Salubridad General, emitirá los li-
neamientos para la determinación de las diferentes
especialidades de la medicina y la actuación que co-
rresponda al Comité Normativo Nacional de Con-
sejos de Especialidades Médicas y los Consejos de
Especialidades Médicas, en los 120 días hábiles
posteriores a su publicación.

Tercero. La Secretaría de Educación en conjunto
con la Secretaría de Salud y con la opinión del Co-
mité Normativo Nacional de Consejos de Especiali-
dades Médicas, establecerán los costos de referen-
cia que se deriven de los procesos de certificación a
los que se refiere el decreto, en los 120 días hábiles
posteriores a su publicación.

Cuarto. La Secretaría de Educación en conjunto
con la Secretaría de Salud, establecerán el meca-
nismo de vigilancia y control del Comité Normati-
vo Nacional de Consejos de Especialidades y de los
Consejos de Especialidades Médicas al que se refie-
re el decreto, en los 120 días hábiles posteriores a su
publicación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 24 de febrero de 2026.

Diputado Éctor Jaime Ramírez Barba (rubrica)

DE DECRETO POR EL QUE SE DECLARA EL 19 DE SEPTIEM-
BRE “DÍA NACIONAL DE URGENCIAS MÉDICAS”, SUSCRI-
TA POR EL DIPUTADO ÉCTOR JAIME RAMÍREZ BARBA Y

LAS Y LOS LEGISLADORES INTEGRANTES DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DEL PAN

El que suscribe, el diputado Éctor Jaime Ramírez Bar-
ba, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional de la LXVI Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
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ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como 6, numeral 1; 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta asamblea el decreto por el que se
declara el día 19 de septiembre como el Día Nacional
de Urgencias Médicas. 

Consideraciones

En el ámbito del derecho a la protección de la salud,
existen diversos instrumentos jurídicos, sanitarios e
institucionales que establecen la obligación del Estado
de garantizar servicios oportunos, accesibles y de cali-
dad. De esta garantía se deriva, de manera directa, la
relevancia de los servicios de urgencias médicas, los
cuales constituyen un componente esencial para la
preservación de la vida, la integridad física y la fun-
cionalidad básica de las personas ante situaciones crí-
ticas de salud.

Las urgencias médicas son situaciones de salud que re-
quieren atención clínica inmediata, debido a que la vi-
da, la integridad física o la funcionalidad básica de la
persona se encuentran en riesgo, o bien porque la de-
mora en su reconocimiento y tratamiento puede pro-
vocar complicaciones graves, discapacidad permanen-
te o la muerte. Comprenden eventos como
traumatismos severos, enfermedades agudas súbitas
—infartos agudos al miocardio, accidentes cerebro-
vasculares—, descompensaciones metabólicas, com-
plicaciones obstétricas y otras condiciones que exigen
intervención oportuna y especializada.

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud
(OMS), la atención de urgencias constituye un compo-
nente esencial de los sistemas de salud, definida como
una plataforma integrada que garantiza servicios acce-
sibles, de calidad y sensibles al tiempo, orientados al
reconocimiento, tratamiento inmediato y continuidad
de la atención en el nivel sanitario adecuado. Asimis-
mo, la OMS define la urgencia como un problema de
salud que surge de forma inesperada y exige atención
inmediata, al representar un riesgo para la salud o el
bienestar de una persona o comunidad y requerir una
acción rápida para prevenir complicaciones graves o la
muerte.1

La OMS ha reiterado que los servicios de urgencias y
cuidados críticos son fundamentales para salvar vidas,
reducir la discapacidad y prevenir complicaciones, y

que su adecuada integración fortalece la resiliencia de
los sistemas de salud, particularmente ante crisis sani-
tarias, emergencias colectivas o desastres naturales.

Los sistemas de urgencias médicas comprenden una
cadena continua de atención, que incluye la evaluación
inicial, la atención prehospitalaria, el traslado seguro,
así como la continuidad de cuidados en unidades hos-
pitalarias o especializadas, todo ello a cargo de perso-
nal debidamente capacitado, como paramédicos, técni-
cos en urgencias médicas, personal de enfermería y
médicos especialistas.2

A nivel internacional, distintos análisis de mercado y
reportes especializados señalan que el segmento glo-
bal de servicios de emergencias médicas mantendrá un
crecimiento sostenido durante el periodo 2024-2030,
impulsado por mayores inversiones, incorporación de
tecnología y ampliación de infraestructura, ante el in-
cremento de accidentes, enfermedades agudas y even-
tos traumáticos. Paralelamente, la medicina de urgen-
cias continúa consolidándose como especialidad, con
un aumento sostenido en programas de formación y
profesionalización del personal de emergencia en múl-
tiples países.3, 4

En la historia de nuestro País, el 19 de septiembre es
una fecha muy marcada para todas y todos los mexi-
canos, que nos recuerda de manera inmediata los trá-
gicos acontecimientos del terremoto de 1985. Este he-
cho ha sido uno de los desastres que más lesionados y
personas fallecidas ha producido y tuvieron que ser
tratados en los servicios de urgencias.

La solidaridad y la empatía de ayuda se hace presente
en los Desastres que como el del 19 de septiembre de
1985, dejaron miles de muertos y centenares de lesio-
nados, que tuvieron que ser atendidos en los servicios
de urgencias así como daños irreparables en edifica-
ciones públicas y privadas de salud, en donde se cal-
cularon pérdidas de más de 6000 camas de hospital
Los servicios de urgencias se vieron rebasados por di-
versas circunstancias, entre ellas la saturación de la
demanda de atención médica, la ausencia de un centro
regulador de urgencias plenamente articulado y la
aplicación deficiente del triage desde las zonas de de-
sastre y en las propias unidades médicas, lo que obli-
gó al personal médico a realizar procesos de reclasifi-
cación que implicaron pérdidas de tiempo crítico en la
atención.

Martes 24 de febrero de 2026 Gaceta Parlamentaria61



Entre los antecedentes históricos de desastres natura-
les en México destacan: la erupción del volcán El Chi-
chón en 1982 en Chiapas, con aproximadamente 1,700
personas fallecidas; el terremoto del 19 de septiembre
de 1985, de magnitud 8.1, que devastó la Ciudad de
México y marcó un cambio radical en la gestión de
riesgos, dando pauta a la creación del Sistema Nacio-
nal de Protección Civil; y los sismos de septiembre de
2017 (magnitudes 8.2 y 7.1), que causaron daños se-
veros en el centro y sur del país. En materia de desas-
tres hidrometeorológicos, destacan el huracán Gilber-
to (1988), categoría 5, que afectó gravemente Yucatán
y Monterrey; la tromba en Chihuahua (1990), con 223
fallecidos; el huracán Paulina (1997), que impactó se-
veramente Acapulco tras tocar tierra en Oaxaca; el hu-
racán Wilma (2005), uno de los más costosos, que
afectó gravemente a Quintana Roo; y el huracán Otis
(2023), que se intensificó rápidamente a categoría 5
antes de tocar tierra en Acapulco, Guerrero, siendo
uno de los más destructivos registrados.

Por su parte, la Academia Mexicana en Medicina de
Urgencia, el Comité Mexicano para el Cuidado del
Corazón y Trauma, A.C., comprometidos con la edu-
cación médica continua, la capacitación y formación
del personal médico, así como el Consejo Mexicano
de Medicina de Urgencia, que agrupa y certifica a los
médicos que atienden los servicios médicos de urgen-
cias en el país, albergan a más de 10,000 médicos es-
pecialistas en medicina de urgencias, quienes se en-
cuentran comprometidos en brindar atención médica
de calidad a la población.

La Dirección General de Información en Salud
(DGIS) mantiene bases de datos actualizadas sobre la
atención de urgencias médicas en el sector público,
con información preliminar hasta febrero de 2026 y re-
gistros consolidados de los años 2023, 2024 y 2025.
Estos datos reflejan un seguimiento sistemático y con-
tinuo de la atención de urgencias, registrándose
390,243 urgencias médicas en lo que va de 2026, y un
cierre de 7,561,565 atenciones en 2025, lo que eviden-
cia la magnitud y presión constante sobre estos servi-
cios.

Asimismo, en diversos hospitales del país se ha docu-
mentado que más del 85 % de los pacientes clasifica-
dos como urgencias reales requieren ingreso hospita-
lario, mientras que una proporción menor es referida a
otras unidades o fallece durante el proceso de aten-

ción, lo que da cuenta de la alta gravedad clínica de los
casos que llegan a estos servicios.5

En la Ciudad de México, las instituciones responsa-
bles de la atención prehospitalaria, como el Escuadrón
de Rescate y Urgencias Médicas (ERUM) y el Centro
Regulador de Urgencias Médicas (SAMU-CRUM),
cuentan con estructuras operativas integradas por más
de 1,500 trabajadores especializados, lo que refleja los
esfuerzos institucionales para fortalecer el primer ni-
vel de respuesta antes de la llegada a los hospitales.6

Adicionalmente, en 2025, la Organización Panameri-
cana de la Salud (OPS/OMS) y el Gobierno de la Ciu-
dad de México suscribieron un convenio para la im-
plementación del Sistema Unificado de Urgencias,
Emergencias y Desastres (SISMED911), orientado a
mejorar la coordinación y la respuesta prehospitalaria
mediante herramientas digitales integradas.7

No obstante, los servicios de urgencias enfrentan
problemas de sobresaturación, debido a que se atien-
den indistintamente urgencias reales y padecimientos
que no ponen en riesgo la vida. Además, como se
evidenció durante la pandemia por Covid-19, los ser-
vicios de urgencias constituyen la línea frontal de los
hospitales, desempeñando un papel crucial para ga-
rantizar la atención médica inmediata, por lo que re-
quieren mayor atención, fortalecimiento institucional
y asignación de recursos por parte de las autoridades
sanitarias.

En cuanto a los costos, estos varían significativamen-
te entre el sector público y el privado. En hospitales
privados, una atención de urgencia promedio puede
oscilar alrededor de los $50,000 pesos mexicanos, pu-
diendo superar los $100,000 en casos graves, mientras
que los servicios de ambulancia privada pueden costar
entre $3,300 y $9,800 pesos. En contraste, en el sector
público (IMSS, 2025), una consulta de urgencias tiene
un costo unitario estandarizado aproximado de $2,642
pesos y un día de hospitalización cerca de $15,018 pe-
sos para personas no derechohabientes.

En México, los servicios médicos de urgencias están
destinados a recibir, estabilizar y atender a pacientes
que requieren atención médica inmediata que ponga
en peligro la vida o la función de un órgano. Los mé-
dicos urgenciólogos atienden, en promedio, cerca de
100 mil consultas diarias en todo el país. Entre las ur-
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gencias médicas más comunes se encuentran golpes y
envenenamientos, infecciones respiratorias agudas,
enfermedades del corazón, infecciones intestinales,
complicaciones durante el embarazo, parto y puerpe-
rio, infecciones de vías urinarias, dolores de espalda y,
en su momento, casos asociados a Covid-19.

Los servicios médicos de urgencias en los hospitales
representan la línea frontal y el área crítica del centro
de salud destinada a ofrecer atención médica y quirúr-
gica inmediata, disponibles las 24 horas del día, los 7
días de la semana. Constituyen la principal puerta de
entrada para pacientes con afecciones graves, repenti-
nas o potencialmente mortales que requieren atención
inmediata.

Son el punto de atención inmediata diseñado para re-
solver problemas de salud de inicio súbito que no pue-
den esperar una consulta programada. Cuentan con
una zona de selección o triage, encargada de clasificar
a los pacientes según la gravedad para priorizar la
atención de aquellos en riesgo vital (clasificación C1 a
C5), así como con el equipo necesario para realizar
procedimientos urgentes, estudios de imagen y cirugí-
as de emergencia.

Los servicios de urgencias también funcionan como
espacios estratégicos de atención en situaciones de cri-
sis, al actuar como puntos de apoyo en desastres,
emergencias de salud pública o accidentes masivos.
En el Sistema Nacional de Salud, el personal médico y
sanitario adscrito a los servicios de urgencias desem-
peña un papel fundamental que incide directamente en
la supervivencia y continuidad de la vida de las perso-
nas.

En esencia, los servicios de urgencias constituyen un
componente indispensable del Sistema Nacional de
Salud, diseñado para salvar vidas mediante la rapidez,
efectividad, oportunidad y seguridad en la atención
médica inmediata.

La declaración del 19 de septiembre como Día Nacio-
nal de las Urgencias Médicas se sustenta en razones de
reconocimiento social, concienciación pública, forta-
lecimiento institucional y política pública. 

Por lo expuesto, me permito presentar ante esta sobe-
ranía el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se declara el 19 de septiembre
como el Día Nacional de Urgencias Médicas 

Único. Se declara el 19 de septiembre de cada año co-
mo Día Nacional de Urgencias Médicas.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 https://www-who-

int.translate.goog/?_x_tr_sl=en&_x_tr_tl=es&_x_tr_hl=es&_x_tr

_pto=tc&_x_tr_hist=true#tab=tab_1 

2 https://saludpublica.mx/index.php/spm/article/view/6591/8135 

3 https://www.grandviewresearch.com/industry-analysis/emer-

gency-medical-services-ems-products-market 

4

https://www.sciencedirect.com/science/article/pii/S268811522500

0669 

5 https://sidof.segob.gob.mx/notas/docFuente/5769632 

6 https://emergiendo.org/el-sistema-publico-de-atencion-prehospi-

talaria-en-la-ciudad-de-mexico 

7 https://www.paho.org/es/noticias/22-7-2025-opsoms-cdmx-su-

man-esfuerzos-para-implementacion-sistema-unificado-urgencias

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 24 de febrero 2026.

Diputado Éctor Jaime Ramírez Barba (rúbrica)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 464 TER DE LA LEY GENE-
RAL DE SALUD, EN MATERIA DE SANCIONES A PRÁCTICAS

ILÍCITAS CON MEDICAMENTOS, SUSCRITA POR EL DIPUTA-
DO ÉCTOR JAIME RAMÍREZ BARBA Y LAS Y LOS LEGISLA-
DORES INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PAN

El que suscribe, diputado Éctor Jaime Ramírez Barba,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional (PAN) en la LXVI Legislatura de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 464 Ter,
fracciones I a IV, de la Ley General de Salud, en ma-
teria de sanciones a prácticas ilícitas con medicamen-
tos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El derecho a la protección de la salud es un derecho
humano fundamental reconocido en el artículo 4o. de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, que establece que “toda persona tiene derecho a
la protección de la salud”. Este principio manda que la
ley definirá las bases y modalidades para el acceso a
los servicios de salud, y establecerá la concurrencia de
la Federación y las entidades federativas en materia de
salubridad general.

La Ley General de Salud (LGS) es el instrumento ju-
rídico que reglamenta este derecho, el cual compren-
de, entre otros fines, el bienestar físico y mental de la
persona, la prolongación y mejoramiento de la calidad
de vida, y el disfrute de servicios de salud adecuados.
Para que estos objetivos se materialicen, es esencial
que el sistema de salud opere bajo condiciones míni-
mas de seguridad, legalidad y calidad, particularmente
en lo que respecta a los medicamentos.

La falsificación de medicamentos es una de las ame-
nazas más graves para la salud pública, no solo en Mé-
xico, sino a nivel global. La Organización Mundial de
la Salud (OMS) define los medicamentos falsificados
como aquellos que han sido deliberada y fraudulenta-
mente mal etiquetados en cuanto a su identidad o fuen-
te. Estos productos pueden contener ingredientes inco-

rrectos, sin principios activos, con principios activos
insuficientes o envasado falsificado.

En este contexto internacional, la Organización Pan-
americana de la Salud (OPS) ha propuesto programas
nacionales para prevenir la falsificación de medica-
mentos, destacando la necesidad de cooperación entre
agencias reguladoras y la implementación de mecanis-
mos de monitoreo proactivo para detectar y combatir
estos productos ilícitos. Ejemplos globales, como el
ocurrido en Panamá en 2006, cuando un jarabe para la
tos adulterado con anticongelante causó la muerte de
decenas de personas, subrayan las consecuencias fata-
les de una supervisión deficiente.

En México, la situación también es alarmante. Duran-
te la administración de Morena, el mercado negro de
medicamentos ha crecido de manera exponencial, re-
flejando la falta de control y la gestión errática del go-
bierno en el sector salud. El mercado negro pasó de un
valor de 16,650 millones de pesos en 2018 a 32,000
millones de pesos en 2023, un incremento del 92 por
ciento en solo cinco años. Este fenómeno se ha atri-
buido principalmente al desabasto de medicamentos
en el sector público y la ruptura de la cadena de sumi-
nistro durante la pandemia.

Esta situación ha sido agravada por decisiones erráti-
cas del gobierno, como la centralización de las com-
pras de medicamentos a través de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público (SHCP), y la desaparición
del Seguro Popular en 2019, reemplazado por el falli-
do Instituto de Salud para el Bienestar (Insabi), que
operó sin reglas claras. Además, el desmantelamiento
del sistema de adquisiciones de medicamentos y la
centralización de las compras llevó a que el gobierno
federal recurriese a la compra de medicamentos sin re-
gistro sanitario, amparado por un acuerdo que dispen-
saba dicho requisito por “urgencia sanitaria”. Esta
práctica facilitó la entrada de medicamentos falsifica-
dos y adulterados, como sucedió con los medicamen-
tos oncológicos robados en 2020.

En 2022, un grave incidente ocurrió cuando 67 pa-
cientes en tratamiento de hemodiálisis enfermaron tras
recibir heparina sódica contaminada con la
bacteria Klebsiella spp., resultando en al menos 10
muertes. Este es solo uno de los muchos casos que re-
flejan la grave falta de control y el riesgo sanitario al
que están expuestos los mexicanos. 
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Actualmente, México ocupa el sexto lugar mundial en
la venta de medicamentos falsificados, según datos de
la Asociación Mexicana de Industrias de Investigación
Farmacéutica (AMIIF). Seis de cada diez medicamen-
tos comercializados en el país provienen de fuentes ilí-
citas, y el valor del mercado de productos falsificados
creció del 7 por ciento en 2023 al 11 por ciento en
2024, dentro de un mercado farmacéutico mexicano
valorado en 280 mil millones de pesos, informo
la Unión Nacional de Empresarios de Farmacias (Une-
farm).

La Cofepris, en su rol de regulación sanitaria, ha emi-
tido 225 alertas sanitarias entre 2018 y 2025, relacio-
nadas con medicamentos falsificados, adulterados o
contaminados. Además, en 2024, la Cofepris identifi-
có 194 negocios ilegales relacionados con la comer-
cialización ilícita de medicamentos, y solo 31 de estos
negocios solventaron sus irregularidades. Entre los ac-
tores sancionados se incluyen distribuidores, farma-
cias, laboratorios y personas físicas que operan fuera
de la ley. 

En 2025, surgieron irregularidades en la compra de
medicamentos por parte de Birmex, incluyendo sobre-
costos por más de 13,000 millones de pesos y colusión
con empresas farmacéuticas, lo que resultó en la desti-
tución de varios funcionarios y la anulación de licita-
ciones, poniendo de manifiesto la corrupción y la in-
eficiencia en la gestión pública.

La industria farmacéutica mexicana es un pilar estra-
tégico de la economía nacional. Representa el 1.2 por
ciento del PIB nacional y el 7.2 por ciento del PIB ma-
nufacturero. Genera más de 185 mil millones de pesos
anuales y emplea a más de 65,000 personas directa-
mente, además de más de 500,000 empleos indirectos.
Sin embargo, el creciente mercado ilícito de medica-
mentos pone en riesgo no solo la salud pública, sino
también la estabilidad de este importante sector eco-
nómico.

Por esta razón, desde el Partido Acción Nacional
(PAN), consideramos que es urgente fortalecer el mar-
co legal para sancionar de manera más severa a quie-
nes atentan contra la salud pública a través de prácti-
cas ilícitas con medicamentos. Es necesario que el
sistema de salud cuente con mecanismos robustos pa-
ra proteger a la población de medicamentos falsifica-
dos y adulterados, que no solo violan el derecho a la

salud, sino que también socavan la confianza en las
instituciones sanitarias.

Es por ello que proponemos reformas al artículo 464
Ter de la Ley General de Salud, con el objetivo de:

- Aumentar las penas de prisión y multas a quienes
fabriquen, adulteren, falsifiquen o comercialicen
medicamentos sin los registros, licencias o autori-
zaciones requeridas por la ley.

- Incluir la falsificación y alteración de empaques,
etiquetas e insumos como conductas sancionables.

- Castigar de manera específica la venta de medica-
mentos caducos o muestras médicas sin el consen-
timiento del consumidor.

- Establecer sanciones diferenciadas según la con-
ducta realizada, permitiendo a las autoridades apli-
car las penas con mayor precisión y justicia.

Estas reformas buscan reforzar el marco normativo y
proteger el derecho fundamental de los mexicanos a la
salud, garantizando que los medicamentos que llegan
a la población sean seguros, eficaces y de calidad com-
probada.

El combate a las prácticas ilícitas con medicamentos
es una prioridad para la salud pública. No podemos
permitir que la salud de la población y la integridad
del sistema sanitario sigan siendo vulnerables a estos
crímenes. Por lo anterior, y con base en el interés su-
perior de la protección de la salud pública, sometemos
a la consideración de esta Honorable Soberanía la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto.

Por lo anteriormente expuesto y fundado me permito
someter a la consideración de esta H. Soberanía, la si-
guiente:
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Proyecto de decreto que reforma el artículo 464
Ter, fracciones I a IV de la Ley General de Salud,
en materia de sanciones a prácticas ilícitas con me-
dicamentos

Único. Se reforman las fracciones I, II, III y IV del ar-
tículo 464 Ter, de la Ley General de Salud, para que-
dar como sigue:

Artículo 464 Ter.- … 

I.- A quien adultere, falsifique, contamine, altere o
permita la adulteración, falsificación, contamina-
ción o alteración de medicamentos, fármacos, ma-
terias primas o aditivos, de sus envases finales para
uso o consumo humanos o los fabrique sin los re-
gistros, licencias o autorizaciones que señala esta
Ley, se le aplicará una pena de cinco a veinte años

de prisión y multa de cincuenta mil a cien mil días
del salario mínimo general vigente.

II.- A quien falsifique o adultere o permita la adul-
teración o falsificación de material para envase o
empaque de medicamentos, etiquetado, sus leyen-
das, la información que contenga o sus números o
claves de identificación, se le aplicará una pena de
tres a doce años de prisión y multa de cuarenta mil
a ochenta mil días del salario mínimo general vi-
gente.

III.- A quien venda u ofrezca en venta, comercie,
posea con fines comerciales distribuya o transporte
medicamentos, fármacos, materias primas o aditivos
falsificados, alterados, contaminados, adulterados o
caducos, ya sea en establecimientos o en cualquier
otro lugar, o bien venda u ofrezca en venta, comer-
cie, distribuya o transporte materiales para envase o
empaque de medicamentos, fármacos, materias pri-
mas o aditivos, sus leyendas, información que con-
tenga números o claves de identificación, que se en-
cuentran falsificados, alterados o adulterados, le será
impuesta una pena de cinco a quince años de prisión
y multa de cuarenta mil a ochenta mil días del sa-
lario mínimo general vigente.

IV. A quien venda, ofrezca en venta o comercie
muestras médicas, le será impuesta una pena de uno
a nueve años de prisión y multa equivalente de cua-
renta mil a ochenta mil días del salario mínimo ge-
neral vigente.

… 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 24 de febrero de 2026. 

Diputado Éctor Jaime Ramírez Barba (rúbrica)
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DE DECRETO POR EL QUE SE DECLARA EL 16 DE DICIEM-
BRE “DÍA NACIONAL DE LA SOLEDAD NO DESEADA”,
SUSCRITA POR LA DIPUTADA LILIANA ORTIZ PÉREZ Y LAS

Y LOS LEGISLADORES INTEGRANTES DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PAN*

La suscrita, diputada federal Liliana Ortiz Pérez y las
y los diputados integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional, en ejercicio de la facul-
tad que nos confiere el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como los artículos 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, nos permitimos someter a
consideración de esta soberanía la presente Iniciativa
con proyecto de decreto por el que se declara el 16 de
diciembre como el “Día Nacional de la Soledad no
Deseada”, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La soledad no deseada es un fenómeno social y sani-
tario que, por su naturaleza silenciosa y frecuentemen-
te normalizada, tiende a permanecer invisibilizado
hasta que sus efectos se traducen en deterioro emocio-
nal, ruptura del tejido comunitario, pérdida de redes de
apoyo y, en casos extremos, afectaciones severas a la
salud física y mental. A diferencia de la soledad elegi-
da, que puede ser una forma legítima de autocuidado o
preferencia personal, la soledad no deseada se define
como la experiencia subjetiva y persistente de desco-
nexión significativa, ausencia de apoyo emocional su-
ficiente o falta de pertenencia, aun cuando existan
interacciones sociales superficiales o convivencia co-
tidiana.

En la vida contemporánea, múltiples transformaciones
han reconfigurado las relaciones humanas: la urbani-
zación acelerada, la movilidad por razones laborales,
la precarización de tiempos de convivencia, la frag-
mentación de redes comunitarias tradicionales, la digi-
talización de la comunicación sin garantía de vínculos
profundos, la violencia y el miedo a habitar los espa-
cios públicos, así como cambios demográficos que in-
cluyen el envejecimiento poblacional y el incremento
de hogares unipersonales. 

Estas dinámicas, sumadas a desigualdades estructura-
les, colocan a diversos grupos como personas adultas
mayores, adolescentes y jóvenes, cuidadores, pobla-
ción con discapacidad, personas migrantes, mujeres en

situación de violencia, así como personas con padeci-
mientos de salud mental o enfermedades crónicas, en
una condición de mayor vulnerabilidad frente al aisla-
miento y la desconexión social.

Aunque la soledad no deseada es una vivencia subjeti-
va, su impacto colectivo es tangible: incrementa la de-
manda de servicios de salud, intensifica riesgos psico-
sociales, reduce la productividad y participación
social, y debilita la confianza comunitaria. La Organi-
zación Mundial de la Salud1 (OMS), a través de la Co-
misión sobre Conexión Social, ha señalado que la so-
ledad afecta a 1 de cada 6 personas a nivel mundial y
que se asocia con un estimado de más de 871,000
muertes anuales, lo que dimensiona su relevancia co-
mo un problema de salud pública global.

Por tanto, la soledad no deseada no constituye un
asunto menor, privado o meramente emocional: es una
condición con consecuencias mensurables, que exige
respuestas preventivas, comunitarias y multisectoria-
les, particularmente en un país como México, donde la
desigualdad, la inseguridad, la sobrecarga de cuidados
y la fragmentación social pueden amplificar sus efec-
tos.

En México, la discusión pública sobre salud mental y
riesgos psicosociales ha avanzado de forma significa-
tiva; sin embargo, el abordaje explícito y sistemático
de la soledad no deseada continúa siendo incipiente.
Una primera señal de reconocimiento institucional es
que el Instituto Nacional de Estadística y Geografía
(INEGI), mediante el Módulo de Bienestar Autorre-
portado2 (BIARE), informó que a partir de 2025 se in-
corporaron dimensiones relacionadas con salud mental
y soledad, como parte del monitoreo del bienestar sub-
jetivo, lo cual abre una oportunidad estratégica para
consolidar información, sensibilización y diseño de
políticas públicas basadas en evidencia.

El propio BIARE ofrece una fotografía de cómo la po-
blación valora ámbitos vinculados a la calidad de vida
y relaciones: por ejemplo, la satisfacción con “amista-
des”, “pertenecer a su comunidad” y “vecindario” se
reporta como dominios relevantes del bienestar, lo que
sugiere que la dimensión relacional no es accesoria, si-
no componente central de la percepción de bienestar.

No obstante, contar con medición y con indicadores no
sustituye la necesidad de construir un marco cultural y
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de política pública que permita reconocer el fenóme-
no, reducir su estigma y promover respuestas comuni-
tarias. Con frecuencia, la soledad no deseada se con-
funde con “falta de carácter”, “debilidad” o
“ingratitud”, lo que desalienta a las personas a pedir
ayuda, compartir su situación o acercarse a redes co-
munitarias. La consecuencia es un círculo de aisla-
miento, vergüenza y deterioro emocional que puede
escalar hacia depresión, ansiedad, consumo problemá-
tico de sustancias o violencia autoinfligida, entre otros
desenlaces.

En este sentido, instituir un Día Nacional de la Sole-
dad no Deseada no es una decisión ornamental: es una
herramienta pública de reconocimiento, sensibiliza-
ción y articulación. Aporta un ancla anual para campa-
ñas de información, promoción del autocuidado y
construcción de redes; genera condiciones para que
gobiernos locales, instituciones educativas, sector sa-
lud, organizaciones de la sociedad civil y comunidades
se coordinen; y permite orientar esfuerzos hacia po-
blaciones con mayor riesgo.

La pertinencia de declarar una conmemoración nacio-
nal se robustece al observar que diversos países han
adoptado enfoques específicos para enfrentar la sole-
dad como un reto contemporáneo.

Por ejemplo, en Reino Unido se implementa una es-
trategia gubernamental y enfoque intersectorial en
donde se destacó al impulsar la primera estrategia gu-
bernamental transversal para abordar la soledad. Des-
de 2018, el Gobierno británico anunció la puesta en
marcha de una estrategia nacional contra la soledad y
la integración de instrumentos para vincular a perso-
nas en riesgo con actividades comunitarias, incluyen-
do la posibilidad de que médicos de atención primaria
refirieran a pacientes que experimentaban soledad ha-
cia servicios y actividades sociales (“social prescri-
bing” y conexiones comunitarias).

Posteriormente, el propio Gobierno difundió que su
enfoque incluía objetivos como reducir el estigma, in-
corporar la dimensión relacional en el diseño de polí-
ticas y fortalecer evidencia sobre qué intervenciones
funcionan.

La experiencia británica demuestra dos lecciones rele-
vantes: 1) la soledad puede abordarse con políticas pú-
blicas sin patologizar la vida cotidiana; y 2) las solu-

ciones no pertenecen exclusivamente al sector salud,
sino que requieren participación de cultura, deporte,
educación, desarrollo social, gobiernos locales y so-
ciedad civil.

En Japón se ha incrementado el énfasis institucional
frente a la soledad y el aislamiento, incluyendo la cre-
ación de estructuras gubernamentales y plataformas de
coordinación. A nivel oficial, el Gobierno japonés ha
desarrollado reuniones y plataformas para medidas
contra la soledad y el aislamiento (“loneliness and iso-
lation measures”), como parte de un enfoque que re-
conoce la dimensión social del bienestar.
El debate público japonés ha señalado cómo la pande-
mia agudizó la desconexión y visibilizó formas de ais-
lamiento social preexistentes.

La experiencia japonesa es útil para México por dos
razones: evidencia que la soledad puede intensificarse
por crisis sanitarias, económicas o sociales; y subraya
la necesidad de coordinación gubernamental y comu-
nitaria para prevenir aislamiento.

Mientras que en España la soledad no deseada se ha
instalado como tema prioritario en el debate social,
con impulsos desde observatorios y organizaciones. Se
han divulgado estimaciones de prevalencia y análisis
por grupos de edad, destacando que jóvenes y perso-
nas mayores pueden presentar niveles relevantes de
soledad no deseada.

Asimismo, la Cruz Roja Española ha difundido resul-
tados de investigación y sensibilización respecto a la
vivencia directa e indirecta de la soledad no deseada,
lo que ha permitido orientar respuestas comunitarias y
programas focalizados.

Estos ejemplos internacionales sostienen la idea de
que el reconocimiento público, incluyendo días con-
memorativos, estrategias y observatorios, contribuye a
reducir estigma, a sistematizar información y a pro-
mover intervenciones comunitarias. México, en tanto,
cuenta con condiciones para impulsar un enfoque pro-
pio, culturalmente pertinente y articulado con la cons-
trucción de paz, la prevención de violencias y el forta-
lecimiento del tejido social.

El Estado mexicano reconoce, en diversos instrumen-
tos constitucionales y legales, la obligación de promo-
ver condiciones que favorezcan el bienestar, la salud y
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la inclusión. La soledad no deseada interfiere de ma-
nera directa con el ejercicio de derechos: limita el ac-
ceso efectivo a redes de apoyo, debilita la participa-
ción comunitaria, agrava situaciones de dependencia y
vulnerabilidad, y puede aumentar riesgos en salud
mental y violencia.

Además, la soledad no deseada se entrecruza con des-
igualdades. Quien vive pobreza, discapacidad, discri-
minación, violencia o ausencia de transporte y servi-
cios comunitarios enfrenta mayores barreras para
sostener vínculos y participar socialmente. Esto impli-
ca que, aun cuando la soledad es subjetiva, sus condi-
ciones de riesgo son estructurales y exigen respuestas
públicas que reconozcan la dimensión social del bien-
estar.

En el ámbito escolar, por ejemplo, la desconexión so-
cial puede derivar en abandono, acoso, bajo rendi-
miento o sufrimiento emocional no detectado. En lo
laboral, se asocia con riesgos psicosociales y deterioro
de salud mental. En las personas mayores, puede in-
crementar dependencia, deterioro cognitivo, proble-
mas del sueño y depresión. En jóvenes, puede alimen-
tar desesperanza e ideación suicida. En todos los
casos, la prevención requiere estrategias de vínculo,
escucha, acompañamiento y reconstrucción comunita-
ria.

Por ello, la presente iniciativa propone establecer un
Día Nacional con la finalidad de:

1. Visibilizar el fenómeno y reconocer que la sole-
dad no deseada existe en México, afecta a distintos
grupos y tiene consecuencias en salud, educación,
seguridad y convivencia.

2. Reducir el estigma, promoviendo una narrativa
pública basada en empatía, corresponsabilidad y
prevención. 

3. Fomentar la detección temprana en espacios cla-
ve: escuelas, centros de salud, espacios comunita-
rios, instituciones de asistencia social, centros de
trabajo y programas para personas mayores.

4. Promover acciones comunitarias replicables: re-
des vecinales, voluntariado, programas de acompa-
ñamiento, actividades culturales y deportivas inclu-
sivas, y espacios seguros de encuentro.

En suma, la conmemoración no se agota en un acto
simbólico; su potencial radica en convertirse en plata-
forma anual para movilizar recursos, campañas y
alianzas a favor de la conexión social.

La respuesta a la soledad no deseada requiere, además
de política pública, iniciativas sociales que innoven en
acompañamiento, encuentro y reconstrucción de vín-
culos. En ese marco, resulta pertinente reconocer ex-
periencias internacionales de la sociedad civil que han
decidido colocar la soledad no deseada como priori-
dad.

La Fundación Social Padre Ángel, vinculada a la labor
social de Mensajeros de la Paz, ha planteado como
parte de su misión identificar colectivos que experi-
mentan soledad no deseada y contribuir a paliar su ais-
lamiento, promoviendo relaciones personales, solida-
ridad y bienestar emocional.

Asimismo, la fundación ha difundido contenidos que
documentan impactos de la soledad no deseada en sa-
lud (sueño, sistema inmune y riesgos cardiovasculares,
entre otros), contribuyendo a una narrativa pública que
reconoce la soledad como problema de salud pública y
no como un asunto meramente privado.

De manera especial, se ha presentado el proyecto “Ciu-
dad Dorada: complejo de aldeas de encuentro y lugares
de descanso”, descrito como una propuesta orientada a
paliar la soledad no deseada, especialmente en perso-
nas mayores en situación de vulnerabilidad, mediante
espacios que privilegien la convivencia, el acompaña-
miento y la construcción de comunidad.

Sin prejuzgar sobre modelos específicos ni trasladar
mecánicamente soluciones a contextos distintos, este
referente ilustra una idea central: combatir la soledad
no deseada exige diseñar ambientes, físicos y sociales,
que faciliten el encuentro, la conversación, el sentido
de pertenencia y el cuidado mutuo.

En cuanto a la determinación de la fecha conmemora-
tiva, se propone el 16 de diciembre como Día Nacio-
nal de la Soledad No Deseada, considerando tanto su
pertinencia simbólica como su impacto social, suman-
do esfuerzos con diversas iniciativas impulsadas por
organizaciones de la sociedad civil como la citada de
la Fundación Social Padre Ángel. Diciembre ha pues-
to de relieve que los periodos festivos y de cierre de
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año suelen intensificar la percepción de aislamiento,
especialmente en personas mayores, migrantes, quie-
nes atraviesan procesos de duelo o ruptura, y quienes
carecen de redes familiares cercanas. 

Por ello, a elección del día 16 de diciembre como fe-
cha conmemorativa busca dotar al país de un momen-
to anual para la reflexión y la acción social coordina-
da. Independientemente de la fecha específica, la
finalidad del Día Nacional es servir como eje para:

• Campañas de información y sensibilización en
medios y redes sociales.

• Jornadas comunitarias de encuentro y actividades
culturales/deportivas inclusivas.

• Programas de acompañamiento a personas mayo-
res, cuidadores y población en vulnerabilidad.

• Acciones en escuelas y universidades para fortale-
cer pertenencia, habilidades socioemocionales y
prevención de aislamiento.

• Coordinación interinstitucional para difundir líne-
as de atención, orientación psicológica y mecanis-
mos de participación comunitaria.

Asimismo, la conmemoración puede alinearse con la
tendencia internacional de incorporar la conexión so-
cial como determinante de salud, tal como lo ha desta-
cado la OMS, que llama a adoptar medidas urgentes
para transitar de la soledad hacia la conexión social.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me permito
someter a consideración de esta honorable asamblea el
siguiente proyecto de 

Decreto por el que se declara el 16 de diciembre de
cada año como Día Nacional de la Soledad no De-
seada

Artículo Único. – Se declara el 16 de diciembre de ca-
da año como “Día Nacional de la Soledad No Deseada”. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrara? en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Notas

1 Organización Mundial de la Salud,

https://www.who.int/es/news/item/30-06-2025-social-connection-

linked-to-improved-heath-and-reduced-risk-of-early-death 

2 Módulo del Bienestar Autorreportado,

https://www.inegi.org.mx/programas/biare/

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 24 de febrero de 2026.

Diputada Liliana Ortiz Pérez (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS

MEXICANOS, EN MATERIA DE JORNADA MÁXIMA DE CUA-
RENTA HORAS SEMANALES Y DERECHO A LA DESCONEXIÓN

DIGITAL, SUSCRITA POR EL DIPUTADO MARCELO DE JESÚS

TORRES COFIÑO Y LAS Y LOS LEGISLADORES INTEGRAN-
TES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

El suscrito, diputado federal Marcelo de Jesús Torres
Cofiño, así como las y los diputados del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional de la LXVI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, nume-
ral 1, fracción I; 77; 78 y demás aplicables del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma la fracción I
del apartado A, y se adiciona una fracción XXXII, al
apartado A, del artículo 123, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la si-
guiente
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Exposición de Motivos

Durante décadas, el modelo laboral mexicano se ha
construido sobre la base de una jornada máxima de 48
horas semanales, propia de un país industrial de me-
diados del siglo XX, con baja tecnificación, abundan-
cia de mano de obra y estructuras productivas rígidas.

Hoy la realidad es distinta:

• México se encuentra entre los países con mayor
número de horas trabajadas al año y, al mismo tiem-
po, con baja productividad por hora trabajada.

• Las jornadas extensas se traducen en:

- Mayor incidencia de enfermedades cardiovas-
culares, musculoesqueléticas y trastornos del
sueño.

- Aumento de estrés, ansiedad, depresión y sín-
drome de Burnout.

- Menor convivencia familiar, menor tiempo pa-
ra el cuidado de niñas, niños, personas adultas
mayores o con discapacidad, y menor participa-
ción ciudadana y comunitaria.

Esta combinación de muchas horas, baja productivi-
dad y alta afectación a la salud revela que el modelo de
48 horas es ineficiente e injusto.

El artículo 123 constitucional establece que el trabajo
debe ser digno y socialmente útil. El artículo 1º impo-
ne al Estado la obligación de progresividad de los de-
rechos humanos. Mantener la jornada más extensa po-
sible, cuando la evidencia internacional demuestra que
es viable reducirla y mejorar el bienestar sin compro-
meter el crecimiento económico, vulnera ese mandato
de progresividad.

Asimismo, el artículo 4o. constitucional protege el de-
recho a la salud y a la protección de la familia. Una
jornada razonable es condición necesaria para que es-
tos derechos tengan contenido real: no hay salud men-
tal ni vida familiar plena cuando la mayor parte del
tiempo se consume entre el trabajo y los traslados.

En la mayoría de los países desarrollados, la semana
de 40 horas es un estándar consolidado desde hace dé-

cadas, y algunos han evolucionado hacia 35 horas o
semanas de 4 días, demostrando que productividad y
calidad de vida no son objetivos incompatibles.

Experiencias en países como Japón, Portugal y Chile
muestran que la disminución de jornadas tiene efectos
positivos, especialmente en productividad, fortaleci-
miento sindical y reducción de horarios excesivos.

Estos hallazgos coinciden con estudios previos de pa-
íses como Canadá y Portugal, mostrando que la reduc-
ción de horas no genera impactos negativos significa-
tivos en empleo o salarios.

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) ad-
vierte que el exceso de horas de trabajo y la falta de
descanso adecuado afectan la salud, aumentan el ries-
go de accidentes y dificultan atender responsabilida-
des familiares y sociales. Desde 1935, la OIT promue-
ve el principio de la semana de 40 horas, sin reducción
salarial y con la obligación de los Estados de adoptar
medidas progresivas para lograrlo.

La Recomendación de la OIT sobre la reducción de la
duración del trabajo, 1962 (núm. 116), establece que:
“indicando la norma de la semana de cuarenta horas,
cuyo principio se establece en el Convenio sobre las
cuarenta horas, 1935, como una norma social que ha
de alcanzarse, por etapas si es necesario, y definiendo
la duración normal máxima del trabajo, conforme a lo
dispuesto en el Convenio sobre las horas de trabajo
(industria), 1919, adopta, con fecha veintiséis de junio
de mil novecientos sesenta y dos, la siguiente Reco-
mendación, que podrá ser citada como la Recomenda-
ción sobre la reducción de la duración del trabajo,
1962:”1

De esta recomendación, se destacan los siguientes
principios generales:

1. Cada miembro debería formular y proseguir una
política nacional que permita promover, por méto-
dos adecuados a las condiciones y costumbres na-
cionales, así como a las condiciones de cada indus-
tria, la adopción del principio de la reducción
progresiva de la duración normal del trabajo, de
conformidad con lo dispuesto en el párrafo 4.

2. Cada miembro debería fomentar y, dentro de los
límites en que sea compatible con las condiciones y
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costumbres nacionales, asegurar la aplicación del
principio de la reducción progresiva de la duración
normal del trabajo, de conformidad con lo dispues-
to en el párrafo 4, empleando medios apropiados a
los métodos vigentes o que pudieran establecerse
para reglamentar la duración del trabajo.

3. Podrá hacerse efectivo el principio de la reduc-
ción progresiva de la duración normal del trabajo
por vía legislativa o reglamentaria, por contratos
colectivos o laudos arbitrales, por una combinación
de estos diversos medios o de cualquier otra mane-
ra concorde con la práctica nacional, según sea lo
más apropiado, habida cuenta de las condiciones
del país y de las necesidades de cada rama de acti-
vidad.

4. La duración normal del trabajo debería reducirse
progresivamente, cuando sea apropiado, con objeto
de alcanzar la norma social indicada en el preámbu-
lo de la presente Recomendación, sin disminución
alguna del salario que los trabajadores estén perci-
biendo en el momento en que se reduzca la duración
del trabajo. 

Además, los instrumentos internacionales obligan a
garantizar el derecho al descanso, vacaciones pagadas
y limitación razonable de la jornada. Destacan:

• La Declaración Universal de Derechos Humanos
(artículo 24).

• El Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales (artículo 7), y

• Diversos convenios y recomendaciones de la OIT
sobre descanso semanal y reducción del tiempo de
trabajo.

La experiencia internacional señala que la reducción
gradual de la jornada laboral es la vía más adecuada
para evitar impactos negativos, mejorar el bienestar y
aumentar la productividad.

Los casos de Chile y Colombia demuestran que los
cambios progresivos permiten ajustar el mercado la-
boral, mantener salarios y elevar la calidad de vida de
los trabajadores, alineándose con los estándares de la
OIT.

México se encuentra entre los países con más horas
trabajadas. De acuerdo con datos de la OCDE, el pro-
medio de horas laborables de los países miembro es de
37.2 horas semanales, mientras que en nuestro país es
de 44.8 horas. Solo Turquía y Colombia superan a Mé-
xico en horas trabajadas.

Países europeos como Países Bajos, Dinamarca y Nor-
uega promedian menos de 34 horas. En Latinoamérica
varios países de la región ya establecen jornadas lega-
les menores a 48 horas, incluyendo: Belice: 45 horas;
Guatemala, El Salvador, Honduras, Cuba, Brasil, Ve-
nezuela, República Dominicana: 44 horas; Colombia:
42 horas; Chile, Ecuador, Trinidad y Tobago, Baha-
mas: 40 horas; y Ecuador mantiene el límite de 40 ho-
ras desde 1997. 

En México, de acuerdo con la Encuesta Nacional de
Ocupación y Empleo (ENOE), 13.4 millones de per-
sonas tienen una jornada laboral superior a las 40 ho-
ras por semana. Con la presente reforma, estos traba-
jadores tendrán un nuevo máximo legal de 40 horas de
trabajo a la semana, sin reducir el salario ni los bene-
ficios laborales, implementándose de manera gradual
para dar tiempo de adaptación a las empresas.

En ese orden de ideas, se propone elevar a rango cons-
titucional la jornada máxima de cuarenta horas sema-
nales, sin reducción salarial, y reconocer expresamen-
te que el descanso efectivo y la desconexión respecto
del trabajo forman parte del contenido del trabajo dig-
no.

Asimismo, se debe considerar que la transición hacia
una jornada de 40 horas debe ser ordenada, gradual y
responsable. Un cambio súbito puede generar temores
legítimos entre las empresas, especialmente las micro,
pequeñas y medianas, que operan con márgenes ajus-
tados.

Las preocupaciones principales del sector productivo
son:

• Posibles despidos o freno a nuevas contrataciones.

• Incremento de la informalidad.

• Simulación mediante contratos de honorarios o es-
quemas de subcontratación encubierta para evadir
la regulación.
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Por ello, la iniciativa no se limita a un mandato rígido
de “40 horas ya”, sino que plantea un periodo gradual
de reducción de la jornada máxima semanal pasando
de 48 a 40 horas en etapas sucesivas, con fechas claras
y un horizonte definido. Además de establecer que la
ley debe garantizar el derecho al descanso efectivo y a
la desconexión digital.

En ese sentido, de acuerdo con lo establecido en la
Norma Oficial Mexicana NOM-037-STPS-2023, “Te-
letrabajo-Condiciones de seguridad y salud en el tra-
bajo”, publicada el 08 de junio de 2023 en el Diario
Oficial de la Federación, se define a la Desconexión
como el “derecho de un trabajador a apartarse del tra-
bajo (incluida la desconexión de las TIC de manera di-
gital) y abstenerse de participar en cualquier tipo de
comunicación con el centro de trabajo al término de la
jornada laboral, en los horarios no laborables, vaca-
ciones, permisos y licencias.

En horarios flexibles, la desconexión aplica también
durante las pausas convenidas entre la persona traba-
jadora bajo la modalidad de Teletrabajo con el patrón
y asentadas, según aplique, en el contrato colectivo de
trabajo o reglamento interior”.2

A pesar de que, con la reforma de teletrabajo del 2021
se empezó a hablar del derecho a la desconexión digi-
tal, y con la publicación de la NOM-037 que regula las
condiciones de seguridad y salud en el trabajo remoto,
se definió lo que es la desconexión, diversas medicio-
nes advierten que la desconexión digital no ha termi-
nado de permear en la práctica. 

Como ejemplo de ello, es que el 46 por ciento de las per-
sonas en home office asegura que sus horas de trabajo
han incrementado, principalmente por una mayor carga
de tareas y por la comunicación de jefes fuera del hora-
rio de trabajo; y el 47 por ciento de las empresas opina
que han incrementado las horas de trabajo de los cola-
boradores, principalmente porque el jefe los busca de
manera recurrente o por carga laboral, esto según el In-
forme “Cambios laborales en México a 3 años de la pan-
demia”, publicado en julio de 2023 por OCC mundial.3

Es importante resaltar que la desconexión digital re-
presenta una oportunidad de conservar los límites pa-
ra asegurar un mejor balance vida-trabajo y un des-
canso adecuado, sin duda estos factores son
importantes para la productividad. 

Es por todo ello que, con las reformas propuestas por
esta iniciativa, se reconoce a nivel constitucional la
jornada máxima de 40 horas, el derecho al descanso y
a la desconexión como parte del trabajo digno.

Con esta visión integral, la reforma busca ser un ins-
trumento de trabajo digno, desarrollo económico,
igualdad y cohesión social, en sintonía con los princi-
pios de los artículos 1o., 4o., 25 y 123 de la Constitu-
ción.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la considera-
ción de esta honorable asamblea la siguiente Iniciativa
con proyecto de

Decreto

Artículo Primero. Se reforma la fracción I del Apar-
tado A, y se adiciona una fracción XXXII, al Apartado
A del artículo 123 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 123. …

…

…

A. …

I. La duración de la jornada ordinaria de traba-
jo no excederá de cuarenta horas semanales.

La ley determinará la forma de distribución de
la jornada, así como las duraciones máximas de
las jornadas diurna, nocturna y mixta, atendien-
do en todo momento a la protección de la salud,
la vida familiar y el desarrollo integral de las
personas trabajadoras;

II. a XXXI. …

XXXII. La ley garantizará el derecho de las per-
sonas trabajadoras al descanso efectivo y a la
desconexión digital respecto de sus obligaciones
laborales fuera de la jornada de trabajo, salvo en
los casos de emergencia previstos expresamente.
Este derecho forma parte del contenido del tra-
bajo digno y socialmente útil.
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La duración de la jornada laboral ordinaria
de trabajo a que se refiere este decreto se implementa-
rá de manera gradual en los siguientes términos:

1. A partir de la entrada en vigor del presente de-
creto y hasta antes del primero de enero del año si-
guiente, la jornada máxima semanal será de cuaren-
ta y seis horas.

2. A partir del primero de enero del año siguiente al
de la entrada en vigor del presente Decreto y hasta
antes del primero de enero del segundo año poste-
rior, la jornada máxima semanal será de cuarenta y
cuatro horas.

3. A partir del primero de enero del segundo año
posterior al de la entrada en vigor del presente De-
creto y hasta antes del primero de enero del tercer
año posterior, la jornada máxima semanal será de
cuarenta y dos horas.

4. A partir del primero de enero del tercer año pos-
terior al de la entrada en vigor del presente Decre-
to, la jornada máxima semanal será de cuarenta ho-
ras.

Tercero. La reducción de la jornada laboral no impli-
cara en ningún caso la disminución de sueldos, sala-
rios o prestaciones.

Cuarto. El Congreso de la Unión, dentro de los no-
venta días naturales siguientes a la entrada en vigor del
presente decreto, realizará las adecuaciones que resul-
ten necesarias a la legislación secundaria correspon-
diente a efecto de armonizarla de acuerdo con lo esta-
blecido en este.

Notas

1 Recomendación consultada en línea el 6 de diciembre de 2025:

https:/ /normlex.i lo.org/dyn/nrmlx_es/f?p=NORMLEX-

PUB:12100:0::NO::P12100_INSTRUMENT_ID:312454 

2 Norma Oficial Mexicana consultada el 6 de diciembre de 2025

en línea: https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codi-

go=5691672&fecha=08/06/2023#gsc.tab=0 

3 Informe consultado el 6 de diciembre de 2025 en línea:

https://occmarketing.s3.amazonaws.com/2023/rp/Cambios%20la-

borales%20en%20M%C3%A9xico%20a%203%20a%C3%B1os

%20de%20la%20pandemia.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 24 de febrero de 2026.

Diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, EN MATERIA DE JORNA-
DA MÁXIMA DE CUARENTA HORAS SEMANALES, DERECHO

A LA DESCONEXIÓN DIGITAL, PRODUCTIVIDAD LABORAL,
IGUALDAD DE GÉNERO, JUVENTUD Y MODERNIZACIÓN DEL

TRABAJO, SUSCRITA POR EL DIPUTADO MARCELO DE JE-
SÚS TORRES COFIÑO Y LAS Y LOS LEGISLADORES INTE-
GRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

El suscrito, diputado federal Marcelo de Jesús Torres
Cofiño, así como las y los diputados del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional de la LXVI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, nume-
ral 1, fracción I; 77; 78 y demás aplicables del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma el artículo
61, se adicionan: un segundo párrafo, recorriéndose el
subsecuente, al artículo 13, un último párrafo al artí-
culo 47, un último párrafo al artículo 59, los artículos
61 Bis, 68 Bis, 68 Ter, la fracción XXVII Ter del artí-
culo 132, los párrafos tercero, cuarto y quinto del artí-
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culo 153-E, los párrafos tercero y cuarto del artículo
153-J, los artículos 153-Y y 153-Z, y el último párra-
fo del artículo 330-I, todos de la Ley Federal del Tra-
bajo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Es un hecho que, durante décadas, la jornada laboral
de 48 horas semanales ha sido la norma. Actualmente
existen diversas propuestas de reducir la jornada labo-
ral de 48 a 40 horas semanales, con el objetivo de me-
jorar la calidad de vida de los trabajadores mexicanos,
y al mismo tiempo, alinearse con estándares interna-
cionales de países como Francia, Alemania o Chile,
donde las jornadas laborales son menores.

Diversos estudios internacionales han mostrado los
beneficios de una jornada laboral reducida, entre lo
que se pueden mencionar: a) mayor bienestar y salud
mental; b) aumento de la productividad; c) reducción
del estrés y ausentismo laboral; d) impulso a la econo-
mía local; y e) mejor equilibrio entre vida laboral y
personal.1

Sin duda la reducción de la jornada laboral a 40 horas
representa una transformación profunda para México.
No sólo eso, también es una oportunidad para mejorar
el bienestar, impulsar una cultura laboral más justa y
acercarse a los estándares de países desarrollados. Pe-
ro se debe tener en consideración que trabajadores y
empresas deben estar informados, preparados y com-
prometidos con este cambio. 

Para el Instituto Adecco México, la reducción de la
jornada laboral representa uno de los cambios estruc-
turales más significativos en materia laboral de las úl-
timas décadas. Señala que este ajuste, que busca ali-
near al país con estándares internacionales como los
de la OCDE, implica un replanteamiento integral de
las dinámicas productivas, costos empresariales y
bienestar laboral.2

Por otro lado, este organismo menciona que el 68 por
ciento de los trabajadores anticipa beneficios directos
en su calidad de vida y eficiencia laboral, incluyendo
mayor tiempo para el ocio, reducción del estrés y me-
jor salud mental, pero también advierte que el Centro
de Estudios Económicos del Sector Privado (CEESP)
alerta sobre riesgos económicos inmediatos: las micro,
pequeñas y medianas empresas (Mipymes), que repre-

sentan el 96 por ciento del tejido productivo nacional,
enfrentarían incrementos de hasta el 36 por ciento en
costos laborales si optan por pagar horas extras, o del
22 por ciento si contratan nuevo personal.

Según los últimos datos de la Organización para la Co-
operación y Desarrollo Económicos (OCDE), México
es la economía con más horas de trabajo. La fuerza la-
boral del país destina en promedio 2,207 horas al tra-
bajo al año, eso es 26.6 por ciento más que la media de
los países que integran el organismo. 

A nivel internacional, en la mayoría de los países des-
arrollados, la semana de 40 horas es un estándar con-
solidado desde hace décadas, y algunos han evolucio-
nado hacia 35 horas o semanas de 4 días, demostrando
que productividad y calidad de vida no son objetivos
incompatibles.

Experiencias en países como Japón, Portugal y Chile
muestran que la disminución de jornadas tiene efectos
positivos, especialmente en productividad, fortaleci-
miento sindical y reducción de horarios excesivos.

Estos hallazgos coinciden con estudios previos de pa-
íses como Canadá y Portugal, mostrando que la reduc-
ción de horas no genera impactos negativos significa-
tivos en empleo o salarios.

Por su parte, la Recomendación sobre la reducción de
la duración del trabajo, 1962 (núm. 116) de la Organi-
zación Internacional del Trabajo (OIT), indica la nor-
ma de la semana de cuarenta horas, cuyo principio se
establece en el Convenio sobre las cuarenta horas,
1935, como una norma social que ha de alcanzarse,
por etapas si es necesario, y definiendo la duración
normal máxima del trabajo, conforme a lo dispuesto
en el Convenio sobre las horas de trabajo (industria),
1919.3

Asimismo, destacan los siguientes Principios Genera-
les previstos en dicha Recomendación:

1. Cada Miembro debería formular y proseguir una
política nacional que permita promover, por méto-
dos adecuados a las condiciones y costumbres na-
cionales, así como a las condiciones de cada indus-
tria, la adopción del principio de la reducción
progresiva de la duración normal del trabajo, de
conformidad con lo dispuesto en el párrafo 4.

Martes 24 de febrero de 2026 Gaceta Parlamentaria75



2. Cada Miembro debería fomentar y, dentro de los
límites en que sea compatible con las condiciones y
costumbres nacionales, asegurar la aplicación del
principio de la reducción progresiva de la duración
normal del trabajo, de conformidad con lo dispues-
to en el párrafo 4, empleando medios apropiados a
los métodos vigentes o que pudieran establecerse
para reglamentar la duración del trabajo.

3. Podrá hacerse efectivo el principio de la reduc-
ción progresiva de la duración normal del trabajo
por vía legislativa o reglamentaria, por contratos co-
lectivos o laudos arbitrales, por una combinación de
estos diversos medios o de cualquier otra manera
concorde con la práctica nacional, según sea lo más
apropiado, habida cuenta de las condiciones del pa-
ís y de las necesidades de cada rama de actividad.

4. La duración normal del trabajo debería reducirse
progresivamente, cuando sea apropiado, con objeto
de alcanzar la norma social indicada en el preámbu-
lo de la presente Recomendación, sin disminución
alguna del salario que los trabajadores estén perci-
biendo en el momento en que se reduzca la duración
del trabajo.

Otros instrumentos internacionales obligan a garanti-
zar el derecho al descanso, vacaciones pagadas y limi-
tación razonable de la jornada. Destacan:

• La Declaración Universal de Derechos Humanos
(artículo 24).

• El Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales (artículo 7), y

• Diversos convenios y recomendaciones de la OIT
sobre descanso semanal y reducción del tiempo de
trabajo.

Como se puede advertir, la experiencia internacional
señala que la reducción gradual de la jornada laboral
es la vía más adecuada para evitar impactos negativos,
mejorar el bienestar y aumentar la productividad.

Los casos de Chile y Colombia demuestran que los
cambios progresivos permiten ajustar el mercado la-
boral, mantener salarios y elevar la calidad de vida de
los trabajadores, alineándose con los estándares de la
OIT.

Países europeos como Países Bajos, Dinamarca y Nor-
uega promedian menos de 34 horas. En Latinoamérica
varios países de la región ya establecen jornadas lega-
les menores a 48 horas, incluyendo: Belice: 45 horas;
Guatemala, El Salvador, Honduras, Cuba, Brasil, Ve-
nezuela, República Dominicana: 44 horas; Colombia:
42 horas; Chile, Ecuador, Trinidad y Tobago, Baha-
mas: 40 horas; y Ecuador mantiene el límite de 40 ho-
ras desde 1997. 

Asimismo, se debe considerar que la transición hacia
una jornada de 40 horas debe ser ordenada, gradual y
responsable. Un cambio súbito puede generar temores
legítimos entre las empresas, especialmente las micro,
pequeñas y medianas, que operan con márgenes ajus-
tados.

Las preocupaciones principales del sector productivo
son:

• Posibles despidos o freno a nuevas contrataciones.

• Incremento de la informalidad.

• Simulación mediante contratos de honorarios o es-
quemas de subcontratación encubierta para evadir
la regulación.

Por ello, la iniciativa no se limita a un mandato rígido
de “40 horas ya”, sino que plantea:

1. Un periodo gradual de reducción de la jornada
máxima semanal en la Ley Federal del Trabajo, pa-
sando de 48 a 40 horas en etapas sucesivas, con fe-
chas claras y un horizonte definido.

2. La creación de “Acuerdos de Productividad y
Jornada”, mediante los cuales:

• Las empresas y las personas trabajadoras, a tra-
vés de sus sindicatos o comisiones mixtas, re-
gistren ante la Secretaría del Trabajo y Previsión
Social (STPS) convenios para reorganizar pro-
cesos, incorporar tecnologías, rediseñar turnos y
mejorar la productividad.

• Lo anterior, con el fin de cumplir la reducción
de jornada sin disminución salarial y procurando
la conservación de los empleos formales.
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Este enfoque integra el criterio de trabajo digno y des-
arrollo económico consagrados en los artículos 123 y
25 constitucionales, respectivamente, al vincular la
mejora en los derechos laborales con una agenda ex-
plícita de productividad y modernización.

Por otro lado, en la práctica, millones de personas tra-
bajadoras viven una realidad que la ley todavía no re-
conoce con suficiencia: la extensión invisible de la jor-
nada a través de teléfonos inteligentes, chats, correos
electrónicos y plataformas digitales.

Aunque en el papel se respete la jornada, la vida coti-
diana muestra que:

• Muchas personas deben estar “disponibles” a
cualquier hora.

• Reciben instrucciones en fines de semana o de
madrugada.

• Pueden ser evaluadas negativamente por no con-
testar mensajes fuera de horario.

Ello se agrava en contextos de teletrabajo y trabajo re-
moto, donde los límites entre casa y oficina se difumi-
nan por completo.

La consecuencia es una erosión del descanso efectivo,
un incremento del estrés y un deterioro de la salud
mental. El trabajo se vuelve omnipresente y la familia,
el ocio y el tiempo personal son residuales.

El derecho comparado ha reconocido ya el derecho a
la desconexión digital como elemento esencial del tra-
bajo digno en el siglo XXI. La desconexión digital se
refiere al derecho de un trabajador a poder desconec-
tarse del trabajo y abstenerse de participar en comuni-
caciones electrónicas relacionadas con su empleo, co-
mo correos, mensajes, llamadas u otras modalidades
de comunicación, durante horas no laborales. En el
contexto actual de avances en las nuevas tecnologías
de la información relacionadas al ámbito laboral, Mé-
xico no puede quedarse atrás, por lo que se hace nece-
sario:

• Reconocer explícitamente y regular este derecho
en la Ley Federal del Trabajo.

• Establecer que la exigencia reiterada e injustifica-
da de conexión fuera de la jornada constituya hosti-
gamiento o violencia laboral.

• Ajustar las disposiciones de teletrabajo para impe-
dir que la medida de la productividad sea el “tiem-
po conectado” más que los resultados.

De esta forma, se da contenido real a lo dispuesto en
los artículos primero, cuarto y 123 de la Constitución,
en materia de derechos humanos, salud y trabajo dig-
no.

Sobre este tema se estima relevante mencionar que, a
pesar de que está vigente la Norma Oficial Mexicana
NOM-037-STPS-2023, “Teletrabajo-Condiciones de
seguridad y salud en el trabajo”, publicada el 08 de ju-
nio de 2023 en el Diario Oficial de la Federación, en
México persiste la dificultad para desvincularse del
trabajo para tomar un respiro, por lo que la descone-
xión digital se convierte en un asunto de salud laboral.
Las jornadas extensas son el factor ocupacional que
más muertes provoca, de acuerdo con la Organización
Internacional del Trabajo.

Dicha Norma define a la Desconexión como el “dere-
cho de un trabajador a apartarse del trabajo (incluida la
desconexión de las TIC de manera digital) y abstener-
se de participar en cualquier tipo de comunicación con
el centro de trabajo al término de la jornada laboral, en
los horarios no laborables, vacaciones, permisos y li-
cencias. Sin embargo, la dificultad por parte de los tra-
bajadores de desconectarse en tiempos no laborables
es resultado de una mala mezcla en un país con una
cultura laboral que aún prioriza el tiempo de trabajo. 

En lo que se refiere a las Micro, Pequeñas y Medianas
Empresas, estas generan la mayor parte del empleo
formal en México, pero son también las más vulnera-
bles a cambios abruptos en los costos laborales.

Respecto a la clasificación de las Mipymes, el Institu-
to Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) ofrece
datos a partir de los resultados oportunos de los Cen-
sos Económicos 2024, según el tamaño de las unida-
des económicas, el cual se determina por el número de
personas que trabajan en ellas. Las unidades económi-
cas se clasifican en: micro (0 a 10), pequeñas (11 a
50), medianas (51 a 250) y grandes (más de 250 per-
sonas).4
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De acuerdo al INEGI, en 2023, en México operaron 5
451 113 unidades económicas en el sector privado y en
las empresas paraestatales, en las que laboraban 27
785 505 personas. Del total de unidades económicas,
predominaban las micro, con 95.5 por ciento, las cua-
les emplearon 41.5 por ciento del personal ocupado y
contribuyeron con 17.1 por ciento de los ingresos tota-
les.

Por su parte, las unidades económicas pequeñas repre-
sentaron 3.7 por ciento del total. En ellas laboraba 14.8
por ciento del personal ocupado y generaron 17.6 por
ciento de los ingresos totales. En cuanto a las unidades
económicas medianas, su participación fue de 0.7 por
ciento. Emplearon 14.4 por ciento del personal ocupa-
do y aportaron 21.8 por ciento de los ingresos totales.

Debido a la importancia de las Mipymes como fuentes
de empleo para millones de familias y a su contribu-
ción de los ingresos, no deben ser ignoradas en una re-
forma de jornada laboral, toda vez que no proporcio-
narles acompañamiento podría:

• Incentivar despidos preventivos.

• Estimular la informalidad.

• Cerrar espacios para el emprendimiento y la inno-
vación.

Por ello, la presente iniciativa plantea un enfoque
de transición diferenciada, que:

• Proporcione a las Mipymes un plazo ligeramente
mayor para la plena implementación de la jornada
de 40 horas.

• Promueva el cumplimiento de sus obligaciones de
seguridad social, vivienda y fiscales.

• Evite despidos o sustitución masiva de personal
con el único objeto de evadir la reforma.

• Mandate al Ejecutivo a instrumentar programas de
capacitación, asistencia técnica y adopción de he-
rramientas digitales para registrar la jornada y reor-
ganizar el trabajo.

Con este enfoque se lograría hacer efectivo el derecho
de las personas trabajadoras a jornadas razonables, y

se permitiría que las Mipymes sobrevivan, se moder-
nicen y sigan creando empleos. Es decir, se estaría fa-
cilitando la transición inteligente y brindando apoyo,
no abandono.

En materia de igualdad de género y cuidados, en nues-
tro país, las mujeres asumen la mayor carga de trabajo
de cuidados no remunerado: atención de niñas y niños,
personas enfermas, personas adultas mayores y labo-
res domésticas.

Una jornada extensa y rígida, sumada a largos tiempos
de traslado y a la ausencia de políticas integrales de
cuidados, produce:

• Salidas forzadas del mercado laboral.

• Dificultades para acceder a puestos de mayor res-
ponsabilidad.

• Sobrecarga física y emocional permanente.

La reducción de jornada debe ser también una he-
rramienta de igualdad y corresponsabilidad. Es por
lo que la presente iniciativa propone:

• Incluir en la Ley Federal del Trabajo obligaciones
patronales para implementar, previo acuerdo con
las personas trabajadoras:

- Horarios flexibles.

- Jornadas escalonadas.

- Esquemas de trabajo compartido (job-sharing),
dando prioridad a quienes tienen responsabilida-
des de cuidados.

- Prohibir explícitamente las represalias y la
discriminación contra quienes soliciten ajustes
razonables de horario por motivos de cuida-
dos.

Con ello, se da contenido a lo dispuesto en el artículo
cuarto constitucional en materia de igualdad entre mu-
jeres y hombres, y protección de la familia, así como a
los compromisos internacionales de México en mate-
ria de combate a la discriminación y a la desigualdad
de género.
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Por otro lado, una reforma laboral de esta naturaleza
no debe ignorar aspectos como la movilidad, el tele-
trabajo y las jornadas comprimidas voluntarias. Es de-
cir, tener presente el tiempo de vida, no solo el tiempo
de trabajo.

En diversas ciudades del país, millones de personas
trabajadoras pierden dos o más horas diarias en trasla-
dos casa–trabajo–casa. A la jornada laboral se suma la
jornada del tráfico, el transporte deficiente y la inse-
guridad.

En ese sentido, con esta reforma que se propone se re-
conoce que el tiempo de traslado impacta directamen-
te en la calidad de vida y que existen alternativas mo-
dernas para mitigarlo, entre las que se encuentran:

• Horarios de entrada y salida escalonados.

• Esquemas de teletrabajo parcial para ciertos pues-
tos.

• Jornadas comprimidas voluntarias que, sin rebasar
límites de salud, permitan concentrar la jornada se-
manal en menos días para tener más días de des-
canso.

En estos temas la iniciativa propone incorporar en la
Ley Federal del Trabajo:

• La obligación de, en zonas metropolitanas, procu-
rar horarios escalonados y teletrabajo parcial para
reducir traslados, mediante acuerdos entre patrones
y trabajadores, y

• La posibilidad de pactar jornadas comprimidas,
bajo condiciones estrictas: voluntariedad, acuerdos
por escrito, no disminución de salario y respeto a
los límites máximos de jornada y al derecho a la
desconexión.

Se trata de modernizar la organización del tiempo de
trabajo sin sacrificar la salud ni precarizar las condi-
ciones laborales.

En materia de programas piloto sectoriales y evalua-
ción obligatoria, nuestro país debe tomar decisiones
con datos, no con ocurrencias. De ahí la relevancia de
generar evidencia propia, no únicamente replicar mo-
delos extranjeros. Para ello, la reforma debe imponer a

la Secretaría del Trabajo y Previsión Social la obliga-
ción de diseñar y ejecutar programas piloto de semana
corta o de esquemas de flexibilidad en sectores repre-
sentativos (industria, servicios, tecnologías de la infor-
mación), con participación de trabajadores y emplea-
dores.

Asimismo, debe existir la obligación de presentar in-
formes bienales al Congreso, de manera que las deci-
siones futuras sobre jornada se basen en datos y no en
ocurrencias.

Las mejores prácticas internacionales muestran que la
reducción de jornada y las semanas cortas han funcio-
nado cuando:

• Se han implementado primero como pilotos.

• Se han evaluado con rigor sus efectos sobre pro-
ductividad, salud y rotación.

• Se han ajustado las políticas con base en evidencia.

En consecuencia, la iniciativa propone que la Secreta-
ría del Trabajo y Previsión Social:

• Diseñe e implemente programas piloto de reduc-
ción de jornada y de esquemas flexibles, en coordi-
nación con gobiernos estatales y sectores producti-
vos.

• Evalúe dichos programas con indicadores claros
de productividad, salud laboral, ausentismo y con-
ciliación vida-trabajo.

• Rinda un informe bienal al Congreso de la Unión
sobre resultados, de manera desagregada por enti-
dad y región.

De esta forma, el Congreso contará con información
sólida para futuras decisiones, en cumplimiento de lo
previsto en el artículo 26 constitucional sobre planea-
ción democrática del desarrollo nacional.

Aunado a lo anterior, no se debe perder de vista que to-
da reforma de derechos laborales enfrenta el riesgo de
la simulación:

• Contratos de honorarios que encubren relaciones
laborales subordinadas.
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• Uso indebido de esquemas de subcontratación.

• Despidos y recontrataciones para evadir nuevos
derechos.

Para evitar estas situaciones, se propone:

• Reforzar en la Ley Federal del Trabajo la prohibi-
ción de usar figuras civiles o mercantiles para ocul-
tar relaciones laborales.

• Establecer que el despido motivado por la exigen-
cia del respeto a la jornada máxima, al descanso o a
la desconexión digital sea considerado despido in-
justificado.

• Mejorar la coordinación entre la autoridad laboral,
el IMSS, el Infonavit y el SAT para detectar y san-
cionar prácticas de simulación.

Adicionalmente, la reforma incorpora un enfoque de
juventud y territorial:

• Se mandata la creación de programas de fomento
a la contratación de jóvenes de 18 a 29 años en em-
pleos formales con jornada de hasta 40 horas y ac-
ceso a capacitación certificada.

• Se exige que los informes sobre la implementa-
ción de la reforma incluyan análisis por entidad fe-
derativa y región, permitiendo identificar oportuni-
dades y desafíos particulares en estados
industriales, regiones fronterizas y entidades con al-
ta presencia de servicios.

Se debe tener claro que una reforma de jornada sin
blindajes claros puede terminar en simulación: contra-
tos por honorarios que ocultan relaciones laborales,
uso indebido de outsourcing o prácticas de despido y
recontratación para evadir derechos.

Es por todo ello que, las modificaciones a la Ley Fe-
deral del Trabajo no solo reducen horas, sino que se
acompañan con productividad, acuerdos registrados y
pilotos. Se protege a las micro, pequeñas y medianas
empresas con apoyos; se incorpora el derecho a la des-
conexión digital; se atiende la dimensión de género y
cuidados; se integra movilidad, teletrabajo y jornadas
comprimidas; y se blinda contra la simulación y pone
especial atención en jóvenes y regiones.

Con esta visión integral, la reforma busca ser un ins-
trumento de trabajo digno, desarrollo económico,
igualdad y cohesión social, en sintonía con los princi-
pios de los artículos 1º, 4º, 25 y 123 de la Constitución.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la considera-
ción de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa
con proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforma el artículo 61; y se adi-
cionan: un segundo párrafo, recorriéndose el subse-
cuente, al artículo 13, un último párrafo al artículo 47,
un último párrafo al artículo 59, los artículos 61 Bis,
68 Bis, 68 Ter, la fracción XXVII Ter del artículo 132,
los párrafos tercero, cuarto y quinto del artículo 153-
E, los párrafos tercero y cuarto del artículo 153-J, los
artículos 153-Y y 153-Z, y el último párrafo del artí-
culo 330-I, todos de la Ley Federal del Trabajo, para
quedar como sigue:

Artículo 13.- …

Queda prohibida la subcontratación de servicios
especializados o de ejecución de obras especializa-
das que formen parte del objeto social y/o de la ac-
tividad económica preponderante de la empresa
beneficiaria de estos, en los términos de esta Ley y
demás disposiciones aplicables.

…

Artículo 47.- …

I. a XV. …

…

…

…

…

Se considerará despido injustificado el que tenga
por causa real el ejercicio, por parte de la persona
trabajadora, de sus derechos a la jornada máxima
de trabajo, al descanso, a las vacaciones o a la des-
conexión digital, previstos en esta ley.
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Artículo 59.- …

…

En las zonas metropolitanas y ciudades con alta
densidad poblacional, los patrones procurarán,
previo acuerdo con las personas trabajadoras, esta-
blecer horarios de entrada y salida escalonados, así
como esquemas de teletrabajo parcial en los pues-
tos que lo permitan, con el objeto de reducir los
tiempos de traslado y mejorar la calidad de vida,
respetando en todo momento la jornada máxima,
los días de descanso y el derecho a la desconexión
digital.

Artículo 61.- La duración de la jornada ordinaria
de trabajo no podrá exceder de cuarenta horas a la
semana.

En ningún caso la jornada diaria excederá de ocho
horas en la jornada diurna, de siete horas en la jor-
nada nocturna y de siete horas y media en la jor-
nada mixta, en los términos que establezca esta
Ley.

La reducción de la jornada máxima semanal se im-
plementará de manera gradual. La Secretaría del
Trabajo y Previsión Social promoverá, de manera
concertada con los sectores productivos, la adop-
ción de medidas de organización y modernización
que permitan cumplir la reducción de la jornada
sin disminución del salario y procurando la conser-
vación y generación de empleos formales.

La reducción de la jornada máxima semanal pre-
vista en esta Ley no podrá dar lugar a la simulación
de relaciones laborales mediante el uso indebido de
figuras de contratación por honorarios, prestación
de servicios independientes o cualquier otra moda-
lidad que tenga por objeto evadir el pago de sala-
rios, prestaciones o cuotas de seguridad social. La
autoridad laboral y las instituciones de seguridad
social deberán coordinarse para la detección y san-
ción de dichas prácticas.

Artículo 61 Bis.- El trabajador y el patrón podrán
pactar jornadas comprimidas, consistentes en la
distribución de la jornada máxima semanal en un
número menor de días de trabajo, siempre que:

I. No se excedan los límites diarios de jornada
previstos en esta Ley de manera que pongan en
riesgo la salud o seguridad de las personas tra-
bajadoras;

II. Se trate de acuerdos voluntarios, por escrito,
que no impliquen disminución de salario ni pér-
dida de prestaciones; y

III. Se respeten los días de descanso semanal, las
vacaciones y el derecho a la desconexión digital.

En ningún caso las jornadas comprimidas podrán
utilizarse para simular el incumplimiento de los lí-
mites máximos de jornada ni para reducir el sala-
rio.

Artículo 68 Bis.- Las personas trabajadoras tienen
derecho a la desconexión digital, consistente en no
atender comunicaciones, órdenes o instrucciones
del patrón, de sus representantes o de superiores
jerárquicos, por medio de herramientas digitales o
de comunicación a distancia, fuera de la jornada de
trabajo, salvo en los casos de emergencia previstos
expresamente en los contratos, convenios colectivos
o reglamentos interiores de trabajo.

El ejercicio de este derecho no podrá implicar san-
ciones, represalias, afectaciones en la evaluación
del desempeño ni cualquier otra medida que perju-
dique directa o indirectamente a la persona traba-
jadora.

Artículo 68 Ter.- La exigencia reiterada e injustifi-
cada de respuesta o conexión por medios digitales
fuera de la jornada de trabajo, así como la adop-
ción de prácticas de vigilancia o control que priven
de contenido efectivo al derecho de desconexión di-
gital, se considerarán formas de hostigamiento o
violencia laboral, en los términos de esta Ley y de-
más disposiciones aplicables, y serán sancionadas
conforme a la ley.

Artículo 132. …

I. a XXVII Bis. …

XXVII Ter.- Implementar, previo acuerdo con
las personas trabajadoras, esquemas de flexibili-
dad horaria, jornadas escalonadas o trabajo
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compartido, dando prioridad a quienes tengan a
su cargo el cuidado directo de niñas, niños, ado-
lescentes, personas adultas mayores o personas
con discapacidad, siempre que no se afecten los
derechos laborales ni el salario;

XXVIII. a XXXIII. …

Artículo 153-E. …

I. a V. …

…

Para el caso de las micro y pequeñas empresas, y
las que tengan más de 50 trabajadores, las personas
empleadoras y las personas trabajadoras, por con-
ducto de las Comisiones Mixtas a que hace referen-
cia este artículo, podrán celebrar Acuerdos de Pro-
ductividad y Jornada, que deberán registrarse ante
la Secretaría del Trabajo y Previsión Social.

En dichos acuerdos se establecerán las medidas es-
pecíficas de reorganización del trabajo, adopción
de tecnologías, capacitación o redistribución de
turnos necesarias para cumplir con la reducción de
la jornada máxima semanal prevista en esta ley, sin
disminución de salario y procurando la conserva-
ción y generación de empleos formales.

La Secretaría del Trabajo y Previsión Social emiti-
rá los lineamientos para el registro, seguimiento y
evaluación de estos Acuerdos.

Artículo 153-J. …

I. a X. …

…

Sin perjuicio de los programas establecidos en este
artículo, la Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial, deberá instrumentar programas de apoyo téc-
nico y de capacitación con el objetivo de facilitar la
reorganización de la jornada de trabajo, la mejora
de procesos productivos y la adopción de herra-
mientas para el registro de la jornada, en las micro
y pequeñas empresas, y en las que tengan más de 50
trabajadores.

La participación en dichos programas estará con-
dicionada al cumplimiento de las obligaciones en
materia de seguridad social, vivienda y fiscales, así
como a la prohibición de despidos o sustitución de
personal con el solo objeto de evadir la aplicación
de la jornada máxima prevista en esta ley.

Artículo 153-Y.- La Secretaría del Trabajo y Previ-
sión Social diseñará e implementará programas pi-
loto de reducción de jornada y de esquemas de or-
ganización del trabajo que impliquen semanas
cortas, jornadas comprimidas o modalidades flexi-
bles, en coordinación con los gobiernos de las enti-
dades federativas y los sectores productivos.

Los programas piloto serán voluntarios y deberán
incluir mecanismos de evaluación que consideren,
al menos, los efectos en la productividad, la salud y
seguridad en el trabajo, la rotación de personal, el
ausentismo y la conciliación entre la vida laboral y
personal.

La Secretaría del Trabajo y Previsión Social pre-
sentará al Congreso de la Unión un informe bienal
sobre los resultados de dichos programas, inclu-
yendo un apartado desagregado por entidad fede-
rativa y región económica.

Artículo 153-Z.- El Ejecutivo federal establecerá,
en coordinación con los sectores productivos, pro-
gramas de fomento a la contratación de personas
jóvenes de entre dieciocho y veintinueve años de
edad en empleos formales con jornadas de hasta
cuarenta horas semanales y acceso a capacitación
certificada.

La participación en dichos programas deberá res-
petar plenamente los derechos laborales estableci-
dos en esta Ley y no podrá utilizarse para precari-
zar las condiciones de trabajo de las personas
jóvenes.

Artículo 330-I. …

…

En la modalidad de teletrabajo, la evaluación del
desempeño no podrá basarse exclusivamente en el
tiempo de conexión o permanencia en línea de la
persona trabajadora, ni derivar en la extensión de
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facto de la jornada pactada. En todo caso, deberán
respetarse los horarios de trabajo, los límites máxi-
mos previstos en esta Ley y el derecho a la desco-
nexión digital.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La duración de la jornada laboral ordinaria
de trabajo a que se refiere este Decreto se implemen-
tará de manera gradual en los siguientes términos:

1. A partir de la entrada en vigor del presente de-
creto y hasta antes del primero de enero del año si-
guiente, la jornada máxima semanal será de cuaren-
ta y seis horas.

2. A partir del primero de enero del año siguiente al
de la entrada en vigor del presente Decreto y hasta
antes del primero de enero del segundo año poste-
rior, la jornada máxima semanal será de cuarenta y
cuatro horas.

3. A partir del primero de enero del segundo año
posterior al de la entrada en vigor del presente De-
creto y hasta antes del primero de enero del tercer
año posterior, la jornada máxima semanal será de
cuarenta y dos horas.

4. A partir del primero de enero del tercer año poste-
rior al de la entrada en vigor del presente Decreto, la
jornada máxima semanal será de cuarenta horas.

Tercero. En el caso de las micro, pequeñas y medianas
empresas, la jornada laboral máxima semanal será:

I. De cuarenta y seis horas, durante el primer año de
vigencia del presente Decreto;

II. De cuarenta y cuatro horas, durante el segundo
año;

III. De cuarenta y dos horas, durante el tercer año;
y

IV. De cuarenta horas, a partir del cuarto año poste-
rior a la entrada en vigor del presente Decreto.

Para efectos del tamaño de las empresas, de acuerdo
con los datos publicados por el Instituto Nacional de
Estadística y Geografía (INEGI), se determina por el
número de personas que trabajan en ellas. Las unida-
des económicas se clasifican en: micro (0 a 10), pe-
queñas (11 a 50) y medianas (51 a 250).

Cuarto. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social
deberá emitir, dentro de los ciento ochenta días natu-
rales siguientes a la entrada en vigor del presente De-
creto:

I. Los lineamientos para el registro, seguimiento y
evaluación de los Acuerdos de Productividad y Jor-
nada a que se refiere este Decreto.

II. Las disposiciones aplicables al ejercicio del de-
recho a la desconexión digital, incluyendo linea-
mientos para la prevención del hostigamiento y la
violencia laboral vinculados a la hiperconexión.

III. Los lineamientos para los programas piloto de
reducción de jornada, semanas cortas y modalida-
des flexibles, de conformidad con previsto en este
decreto; y

IV. Los criterios para la incorporación de la pers-
pectiva de género y de cuidados en los esquemas de
flexibilidad horaria, jornadas escalonadas y trabajo
compartido, a que se refiere este decreto.

Quinto. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social
deberá presentar al Congreso de la Unión el primer in-
forme bienal sobre la implementación de la reducción
gradual de la jornada, los programas piloto y los
Acuerdos de Productividad y Jornada, dentro de los
364 días naturales siguientes a la entrada en vigor del
presente Decreto, e incluirá un apartado desagregado
por entidad federativa y región económica.

Sexto. Las relaciones laborales vigentes a la entrada
en vigor del presente decreto deberán ajustarse pro-
gresivamente a la reducción de la jornada máxima se-
manal establecida en este, sin disminución de sueldos,
salarios ni afectación de las prestaciones. 

Séptimo. Los contratos colectivos de trabajo y regla-
mentos interiores deberán actualizarse para incorporar
de manera explícita el derecho a la desconexión digi-
tal y, en su caso, las jornadas comprimidas y esquemas
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de flexibilidad horaria, en un plazo no mayor a 364 dí-
as naturales contados a partir de la entrada en vigor del
presente decreto.

Notas

1 Entre los estudios y ensayos se pueden mencionar: Islandia —

Ensayos a gran escala (2015–2019); Reino Unido — Piloto 4 Day

Week (61 empresas, 2022); Microsoft Japan — “Work-Life Choi-

ce Challenge” (agosto 2019); y Perpetual Guardian, Nueva Zelan-

da — Prueba empresa privada (2018). 

2 Información consultada en línea el 6 de diciembre de 2025: Es-

tudio-sobre-la-reduccion-de-la-jornada-laboral-en-Mexico.pdf 

3 Recomendación consultada en línea el 6 de diciembre de 2025:

https:/ /normlex.i lo.org/dyn/nrmlx_es/f?p=NORMLEX-

PUB:12100:0::NO::P12100_INSTRUMENT_ID:312454 

4 Información recuperada en línea el 5 de diciembre de 2025:

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposi-

to/2025/EAP_MIPYMES_25.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 24 de febrero de 2026.

Diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY GENERAL DE MOVILIDAD Y SEGURIDAD VIAL,
PARA IMPULSAR PROGRAMAS DE ENTREGA GRATUITA DE

LICENCIAS PARA CONDUCIR PERMANENTES, SUSCRITA POR

EL DIPUTADO MARCELO DE JESÚS TORRES COFIÑO Y LAS

Y LOS LEGISLADORES INTEGRANTES DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PAN

El suscrito, diputado federal, así como las y los dipu-
tados del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXVI Legislatura de la Cámara de Dipu-

tados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos y el artículo 6, numeral 1, fracción I; 77; 78 y
demás aplicables del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a consideración de esta soberanía la
presente Iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma el párrafo segundo del artículo 51; y se adi-
ciona la fracción XI Bis del artículo 67, de la Ley Ge-
neral de Movilidad y Seguridad Vial, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

La movilidad constituye un presupuesto indispensable
para el ejercicio efectivo de derechos fundamentales
como el trabajo, la educación, la salud y el libre trán-
sito. En México, particularmente en regiones con limi-
tada cobertura de transporte público eficiente, la con-
ducción de vehículos de uso particular representa una
herramienta esencial para la inserción laboral y el des-
arrollo económico de miles de jóvenes.

No obstante, el costo de la obtención de una licencia
de conducir puede representar una barrera económi-
ca relevante, especialmente para jóvenes en búsque-
da de su primer empleo, personas inscritas en pro-
gramas de capacitación laboral y familias de escasos
recursos.

La presente iniciativa propone incorporar en la Ley
General de Movilidad y Seguridad Vial la facultad pa-
ra que las entidades federativas impulsen programas
de otorgamiento gratuito, por primera vez, de licencias
permanentes para vehículos de uso particular, priori-
zando a jóvenes en condiciones de vulnerabilidad.

Esta medida no elimina requisitos técnicos ni exáme-
nes de aptitud; únicamente elimina el costo económi-
co del trámite inicial bajo programas específicos y
conforme a disponibilidad presupuestal.

La Ley General de Movilidad y Seguridad Vial es un
ordenamiento de naturaleza general que establece ba-
ses y principios rectores, respetando el federalismo co-
operativo. En ese sentido, cabe señalar que la reforma
propuesta: a) no centraliza la expedición de licencias;
b) no impone obligatoriedad financiera a los estados y;
c) no invade facultades locales.
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Lo que si se propone es establecer una habilitación
normativa para que los estados, en ejercicio de su so-
beranía, impulsen programas conforme a su capacidad
presupuestal. Por tanto, la iniciativa es plenamente
compatible con el sistema de distribución de compe-
tencias.

Lo anterior queda claro en la naturaleza de las modifi-
caciones que propone la presente iniciativa. La expe-
dición de licencias de conducir es una atribución ad-
ministrativa local. La reforma mantiene intacta esa
competencia:

1. La fracción XI Bis del artículo 67 se formula en
términos de “impulsar programas”, no de “estable-
cer obligatoriamente”.

2. El artículo transitorio segundo condiciona la im-
plementación a reglas de operación estatales y a dis-
ponibilidad presupuestal.

3. No se fija monto, cobertura ni universalidad obli-
gatoria.

La adición de la fracción XI Bis al artículo 67 es co-
herente con la materia que regula el precepto, toda vez
que mantiene congruencia sistemática y no genera
contradicciones normativas. Es decir, se trata de una
disposición habilitante y programática, consistente
con el modelo de concurrencia previsto en la Consti-
tución.

En el caso de la modificación al artículo 51 clarifica la
posibilidad de establecer licencias permanentes para
vehículos de uso particular, sin afectar estándares de
evaluación.

Ahora bien, actualmente existen experiencias estata-
les, clara muestra de que hay evidencia empírica de la
viabilidad de los programas que se busca impulsar a
través de la presente propuesta legislativa.

En el Estado de Tamaulipas, hubo una disposición en-
tre 2024 y 2025 en la que la licencia de conducir per-
manente podía obtenerse sin costo al tramitarla por
primera vez, es decir, la primera expedición de la li-
cencia permanente era gratuita bajo ciertos requisitos
(como presentar el formato de solicitud, comprobante
de domicilio, identificación oficial, CURP, y constan-
cia de examen de manejo).1

Este beneficio estuvo enfocado solo a la primera vez
que un conductor solicitaba su licencia permanente, y
no a renovaciones ni a toda la población automática-
mente. Se aplicó principalmente durante 2025 como
parte de las acciones fiscales del Gobierno del Estado
para fomentar la formalización.2

Por otro lado, el Gobierno del Estado de San Luis Po-
tosí impulsó un programa de licencias gratuitas y per-
manentes para vehículos particulares. El programa ha
estado vigente por más de cuatro años, inició el 18 de
octubre de 2021.

• El programa sigue vigente en 2026. El Gobierno
del Estado confirmó que la gratuidad se mantiene
durante todo el sexenio, hasta 2027, y se reiteró su
vigencia en la Ley de Ingresos 2026.

• El Gobierno del Estado, reafirmó su compromi-
so con la movilidad justa, accesible y sin límites
al alcanzar cifras históricas en apoyo a la econo-
mía familiar con un millón 68 mil 619 placas gra-
tuitas y 878 mil 805 licencias de conducir sin
costo otorgadas de octubre de 2021 a octubre de
2025.3

• De acuerdo con la Secretaría de Finanzas de la en-
tidad, cada trámite gratuito representa un ahorro re-
al especialmente para quienes durante décadas en-
frentaron costos que limitaban su movilidad.

• La licencia es permanente (no requiere renova-
ción) para conductores en general (automovilistas,
choferes y motociclistas).

• Cerca del 30% de los beneficiarios fueron jóvenes
entre 18 y 29 años.

• Se registró un incremento significativo en la for-
malización del padrón de conductores.

Estas cifras muestran que la demanda social es alta y
que el beneficio impacta principalmente a población
joven económicamente activa.

Resulta relevante señalar que en ninguna de las enti-
dades mencionadas se reportaron desequilibrios es-
tructurales en sus finanzas públicas atribuibles a la im-
plementación de dichos programas. 
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Particularmente en el caso del Estado de San Luis Po-
tosí, la información disponible indica que la gratuidad
en la entrega de licencias no ha representado un im-
pacto negativo en las finanzas de la entidad, pues en
base al impacto financiero que se presentó al Congre-
so del Estado, se estableció que los recursos que se de-
jarían de percibir por este concepto se amortizarían
mediante la reducción del gasto al Capítulo 1000.4

Además, se garantizó la no afectación de los servicios
en materia de educación, salud o seguridad pública. Y
existe el compromiso del Poder Ejecutivo en aplicar
una política de austeridad, aunado a la implementa-
ción de un programa de mejora y eficiencia en los sis-
temas de recaudación con el fin de obtener los recur-
sos económicos suficientes para el desarrollo de
proyectos y obras en favor de las familias de San Luis
Potosí.

Cabe señalar que en ambos casos se observaron efec-
tos compensatorios: a) mayor regularización vehicu-
lar; b) incremento en trámites complementarios y; c)
ahorro administrativo por eliminación de renovaciones
periódicas.

Aunado a ello, al tratarse de licencias permanentes, se
reducen costos administrativos futuros. 

En ese sentido, la presente propuesta no impone obli-
gatoriedad ni metas de cobertura; cada entidad podrá
dimensionar el programa conforme a su capacidad
presupuestal. Por tanto, el impacto financiero es ma-
nejable y depende del diseño local.

En cambio, se pueden enumerar diversos beneficios
para la población joven y las familias:

1. Inserción laboral. Muchas vacantes exigen licen-
cia vigente (reparto, ventas, logística, servicios téc-
nicos).

2. Reducción de barreras económicas. El costo pro-
medio de una licencia oscila entre 800 y 2,500 pe-
sos según la entidad. Para familias de bajos ingre-
sos, representa un gasto significativo.

3. Formalización y seguridad vial. Facilita que jó-
venes conduzcan con documentación regular, in-
centivando el cumplimiento normativo.

4. Movilidad social. Amplía oportunidades en zonas
donde el transporte público es limitado.

5. Apoyo familiar indirecto. Reduce presión finan-
ciera en hogares con varios hijos en edad laboral.

Además, con las modificaciones a la ley que se propo-
nen, se podrían lograr beneficios generales para la po-
blación:

• Mayor regularización del padrón de conductores.

• Incentivo para que más personas acrediten exáme-
nes teóricos y prácticos.

• Mejora en la cultura de legalidad.

• Fortalecimiento del derecho a la movilidad.

• Reducción de incentivos para conducir sin licen-
cia.

En suma, se trata de una medida de impacto social
directo, que puede favorecer de manera importante a
jóvenes en búsqueda de empleo y a familias de esca-
sos recursos, que contribuye a materializar el dere-
cho a la movilidad bajo criterios de inclusión e
igualdad.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la considera-
ción de esta honorable asamblea la siguiente Iniciativa
con Proyecto de:

Decreto

Artículo Único. Se reforma el párrafo segundo del ar-
tículo 51; y se adiciona la fracción XI Bis del artículo
67, de la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial,
para quedar como sigue:

Artículo 51. De la acreditación y obtención de li-
cencias y permisos de conducir. 

La Federación, las entidades federativas y los munici-
pios, establecerán en su normativa aplicable que todas
las personas que realicen el trámite para obtener o re-
novar una licencia o permiso de conducir, deberán
acreditar el examen de valoración integral que de-
muestre su aptitud para ello, así como el examen teó-
rico y práctico de conocimientos y habilidades necesa-
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rias, antes de la fecha de expedición o renovación de
la licencia o permiso. Asimismo, podrán establecer
que las licencias no tengan una vigencia mayor a cin-
co años de forma general y de dos años en el caso de
licencias para la conducción de vehículos de emergen-
cia, incluyendo aquellos para actividades de atención
médica o policiaca y vehículos de transporte escolar.
En el caso de licencias para la conducción de vehí-
culos de uso particular podrán establecer que sean
permanentes.

…

…

Artículo 67. De las entidades federativas.

…

I. a X. …

XI. Otorgar licencias y permisos para conducir, en
las modalidades de su competencia, para el trans-
porte de pasajeros, de carga y de uso particular, así
como el registro para que los vehículos circulen
conforme a las leyes y reglamentos correspondien-
tes bajo los criterios de la presente Ley;

XI Bis. Impulsar programas para otorgar de ma-
nera gratuita por primera vez, licencias de con-
ducir permanentes para vehículos de uso parti-
cular;

XII. y XXIII. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las entidades federativas establecerán las
reglas de operación o lineamientos generales específi-
cos a los que se sujetará la creación y operación de los
programas previstos en este Decreto, priorizando el
acceso a estos a las personas jóvenes en búsqueda de
empleo, inscritos en programas de capacitación labo-
ral y de escasos recursos; y considerando la disponibi-
lidad presupuestal.

Notas

1 Información consultada en línea: https://www.infobae.com/me-

xico/2024/12/19/licencia-de-conducir-permanente-en-que-esta-

dos-podra-tramitarse-gratis-a-partir-de-enero-de-2025/?utm_sour-

ce=chatgpt.com 

2 Información consultada en línea:

https://www.eluniversal.com.mx/autopistas/estas-personas-pue-

den- t rami ta r- l a - l i cenc ia -permanente -gra t i s -en-abr i l -

2025/?utm_source=chatgpt.com 

3 Información recuperada en línea: https://finanzas.slp.gob.mx/no-

ticias/2025/11/29/apoyo-hist%C3%B3rico-en-placas-y-licencias-

sin-costo/ 

4 Información consultada en línea: https://cn13.tv/la-entrega-gra-

tuita-de-licencias-de-conducir-no-tendra-impacto-negativo-en-las-

finanzas-del-estado/

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 24 de febrero de 2026.

Diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño (rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLES-
CENTES, EN MATERIA DE HIPERSEXUALIZACIÓN INFANTIL,
SUSCRITA POR LA DIPUTADA PAULINA RUBIO FERNÁNDEZ

Y LAS Y LOS LEGISLADORES INTEGRANTES DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PAN

La suscrita, diputada federal Paulina Rubio Fernández,
a nombre propio y de los diputados y diputadas inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional de la LXVI Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1,
fracción I; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presenta a consideración de es-
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ta soberanía iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

“A finales del siglo XX, varios autores alertaron sobre
la creciente sexualización de la mujer en la cultura
contemporánea. Ward (1995), Gow (1996), Grauer-
holz y King (1997) y Lin (1997) llamaron la atención
sobre la frecuencia con que las mujeres, y muy espe-
cialmente las jóvenes, aparecían claramente erotizadas
en videoclips, programas televisivos, videojuegos o le-
tras de las canciones.”1

“En 2007, la American Psychological Association
(APA (2007)) publicó un informe titulado Sexuali-
zation of girls, en el que definía el concepto y seña-
laba sus cuatro indicadores: a) reduce el valor de
una persona a su atractivo o comportamiento se-
xual, con la exclusión de otras características; b)
confunde el atractivo físico con “ser sexy”; c) con-
vierte a la persona en un objeto, en “algo” para el
uso sexual de los demás, y no en “alguien” que to-
ma decisiones libres e independientes; y d) impone
una sexualidad inapropiada para las niñas.”2

El gobierno laborista del Reino Unido encargó a Reg
Bailey, director ejecutivo de la Mother’s Union, una
investigación conocida como “informe Bailey” de
2011, en el cual se acuñó el concepto de “hipersexua-
lización”, mostrando un cuadro alarmante por la ex-
tensión y consecuencias del fenómeno, y proporciona-
ba 14 recomendaciones para erradicar “la
comercialización y sexualización de la infancia”.3

El Informe Bailey, estudió la comercialización y se-
xualización de la infancia y definió a la hipersexuali-
zación como la “sexualización de las expresiones, pos-
turas o códigos de la vestimenta considerados como
demasiado precoces”, emitiendo 14 recomendaciones
puntuales para que el gobierno inglés las promoviera:

1. Frenar la venta de ropa de corte adulto: Reco-
mendar a los minoristas que dejen de vender ropa
diseñada para adultos, pero en tallas pequeñas para
niñas.

2. Facilitar el bloqueo de contenidos en Internet:
Instar a los proveedores de servicios de Internet

(ISP) a ofrecer filtros parentales “opt-out” (activa-
dos por defecto, pero que los padres pueden desac-
tivar) para bloquear contenido inapropiado.

3. Vigilar los videos musicales: Trabajar con la in-
dustria musical y los organismos de radiodifusión
para garantizar que los vídeos musicales con conte-
nido sexualmente explícito se emitan en horarios
adecuados para adultos.

4. Códigos de vestimenta escolar: Animar a las es-
cuelas a introducir códigos de vestimenta para los
alumnos, con el fin de contrarrestar las presiones de
la moda sexualizada.

5. Revisar las directrices publicitarias: Pedir a la
Autoridad de Normas de Publicidad (ASA) que re-
vise sus directrices sobre la sexualización de los ni-
ños en la publicidad.

6. Mayor concienciación parental: Aumentar la
concienciación entre los padres sobre la disponibi-
lidad de contenidos sexualizados y cómo proteger a
sus hijos.

7. Mejorar la educación sexual en las escuelas:
Asegurar que la educación sexual y en las relacio-
nes en las escuelas ayude a los niños a entender las
relaciones saludables y la presión de los medios.

8. Formación para profesionales: Proporcionar
formación a maestros y otros profesionales que tra-
bajan con niños sobre cómo abordar el tema de la
sexualización.

9. Empoderamiento infantil: Promover la resi-
liencia y la autoestima de las niñas y los niños para
que puedan resistir las presiones de la hipersexuali-
zación.

10. Involucrar a la industria de la moda: Instar a
la industria de la moda a promover una gama más
saludable de imágenes corporales y a evitar la se-
xualización de la infancia.

11. Supervisión de organismos reguladores: Ase-
gurar que los organismos reguladores como Ofcom
y la ASA sean rigurosos en la aplicación de las nor-
mas existentes.
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12. Promover modelos a seguir positivos: Desta-
car modelos a seguir positivos en los medios y la vi-
da pública que no se basen únicamente en la apa-
riencia física.

13. Investigación continua: Asegurar que se reali-
ce más investigación sobre los efectos a largo plazo
de la sexualización en el bienestar infantil.

14. Colaboración intersectorial: Fomentar la co-
laboración entre el gobierno, la industria, los mino-
ristas, los padres y los educadores para abordar el
problema de manera integral.4

En España, en la presentación de la Programación
Neuro Lingüística (PNL) se calificaba la sexualización
temprana de la infancia como la tendencia a enfatizar
el valor sexual de los menores de edad, utilizándolos
publicitariamente en actitudes, expresiones o códigos
de vestimenta precoces e inadecuados para su edad, y
que los menores viven inmersos en una realidad llena
de connotaciones sexuales que van a marcar su des-
arrollo, adelantando la vivencia de las diferentes eta-
pas del crecimiento, perdiendo los valores esenciales y
los verdaderos cimientos de la autoestima.5

La primera consecuencia es que los niños/as y adoles-
centes se salten etapas naturales de desarrollo y em-
piecen a llevar a cabo actividades que no pertenecen a
su edad, como seguir dietas o preocuparse por ir al
gimnasio desde edades tempranas en lugar de practicar
el juego, el cual se ha estudiado ampliamente que es
imprescindible para su desarrollo. “Las niñas apren-
den que deben crecer rápido a pesar de su edad corta,
que solo tienes autoestima si tu imagen es como la de
las revistas o publicidad”. 

Por otra parte, este “culto al cuerpo” puede derivar en
cirugías estéticas a edades más tempranas o en proble-
mas alimentarios como anorexia y bulimia, debido a la
ansiedad que genera esta continua preocupación por el
físico asociado a la valía social, la cual está tremenda-
mente normalizada entre los adultos. “Da una defini-
ción equivocada o errónea de que tu imagen es mucho
más importante que tu inteligencia, valores o tu forma
de pensar, la imagen es un tipo de valoración social y
superficial que afecta a aquellas que no son como se
muestra, esto atrae por ejemplo problemas alimenta-
rios, porque deben ser ultra delgada, porque de esa for-
ma puedes encajar en lo que la sociedad te pide y así

ser parte de algo, incluso puede ser más grave, lleván-
dolo al suicidio al no poder aceptarme tal cual soy y no
poder lograr ese estándar”.6

Otras consecuencias que pueden ser graves tanto a ni-
vel individual como social: La identidad personal y la
autoestima se construyen en base a la imagen y la apa-
riencia. Los menores aprenden a valorarse por su
atractivo, un atractivo dictado por los medios que a ve-
ces no se ajusta a los cánones reales. En consecuencia,
esta percepción errónea hará de estos niños y niñas
frágiles, vulnerables y sin autoestima. Además de ge-
nerar frustración por no poder alcanzar el ideal social.

Con la sexualización se apoyan también estereotipos
de género sexistas que pueden desembocar en proble-
mas graves como violencia de género, desigualdad,
Así como trastornos psicológicos como anorexia, bu-
limia, depresión, ansiedad. Sin olvidar conductas se-
xuales prematuras que pueden derivar en una visión
violenta y distorsionada de la sexualidad. Además, en
un esfuerzo por cultivar su propia imagen, pueden des-
arrollar en una menor medida otras capacidades men-
tales.7

“La hipersexualización infantil no necesariamente
se utiliza con fines de morbo o lascivos, pero sí de
alguna forma motiva a que las niñas o los niños se
vistan o se muestren de forma “adulta”, por ejem-
plo, utilizar ropa no acorde a su edad porque “se ve
bonita”, “ya es una niña grande y madura”. Se esti-
ma que, en México, una de cada 10 niñas entre los
12 y 17 años han sido víctima de un entorno hiper-
sexualizado.”8

Según el artículo: “La Hipersexualización de menores
de edad en México. Una forma de violencia normali-
zada”, la hipersexualización en menores de edad es
uno de los fenómenos menos discutidos, menos infor-
mados y más permitidos por la sociedad mexicana,
principalmente en el núcleo familiar ya que en su ma-
yoría suele manifestarse de manera tan sutil que pasa
desapercibido, aunado la cultura del machismo que
predomina en los países latinoamericanos dificulta
más la apreciación y/o reconocimiento de la hiperse-
xualización y en consecuencia desencadena una proli-
feración de dicha problemática.9

Según este documento, también conocido como se-
xualización, la hipersexualización es el constructo so-
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cial cuyo objeto se basa en conferir un canon sexual en
las personas siendo que entre más presente esté mayor
valor social se le otorgará a la persona sexualizada.

Cabe resaltar una de las conclusiones a las que llega
esta investigación: “En México por muchos años se ha
inducido desde los núcleos familiares el fenómeno de
la hipersexualización infantil, el inconveniente se en-
cuentra en la dificultad de poder distinguir en qué mo-
mento está presente dicho problema y aceptar de qué
manera perjudica a los menores de edad pues debido a
la cultura en la que impera el machismo, la nula edu-
cación sexual coadyuvado por la exposición de estere-
otipos irrealistas utilizados como marketing, han fo-
mentado la normalización de la hipersexualización
infantil en México, por lo que existe un incremento en
el índice de abusos, prostitución y pornografía infantil,
así como una deficiencia en el desarrollo y salud men-
tal del infante, no se promueve la suficiente difusión
de ello y en la sociedad llega a pasarse desapercibido,
mientras las personas que sacan ventaja de ello cons-
tantemente son eludidos”.

En 2020, el Sistema Nacional de Protección de Niñas,
Niños y Adolescentes emitió recomendaciones para
evitar la hipersexualización con niñas y niños, consis-
tentes en evitar:

• Incentivar a niñas y adolescentes a usar maquilla-
je, vestimenta o accesorios que les hagan ver como
una persona adulta.

• Preguntarles si tienen novia o novio o decirles que
siempre deben de verse bonitas o guapos.

• Fomentar expresiones o bailes con movimientos
sexuales.

• Besarles en la boca o presionarles para que besen
a alguien (incluso si es un familiar).

Y refiere que la Ley general de Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes señala en sus artículos 76 y 77 su
derecho a la intimidad personal, familiar, y a la pro-
tección de sus datos personales.

El artículo 76 establece a la letra que: “Niñas, niños y
adolescentes tienen derecho a la intimidad personal y
familiar, y a la protección de sus datos personales.

Niñas, niños y adolescentes no podrán ser objeto de in-
jerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su
familia, su domicilio o su correspondencia; tampoco
de divulgaciones o difusiones ilícitas de información o
datos personales, incluyendo aquélla que tenga carác-
ter informativo a la opinión pública o de noticia que
permita identificarlos y que atenten contra su honra,
imagen o reputación.

Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y
custodia, deberán orientar, supervisar y, en su caso,
restringir, las conductas y hábitos de niñas, niños y
adolescentes, siempre que atiendan al interés superior
de la niñez.”

Y el artículo 77 señala: “Se considerará violación a la
intimidad de niñas, niños o adolescentes cualquier ma-
nejo directo de su imagen, nombre, datos personales o
referencias que permitan su identificación en los medios
de comunicación que cuenten con concesión para pres-
tar el servicio de radiodifusión y telecomunicaciones,
así como medios impresos, o en medios electrónicos de
los que tenga control el concesionario o medio impreso
del que se trate, que menoscabe su honra o reputación,
sea contrario a sus derechos o que los ponga en riesgo,
conforme al principio de interés superior de la niñez.”

La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes tiene entre sus objetivos reconocer a ni-
ñas, niños y adolescentes como titulares de derechos,
con capacidad de goce de los mismos, de conformidad
con los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad; en los términos que es-
tablece el artículo 1o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y garantizar el pleno ejerci-
cio, respeto, protección y promoción de los derechos
humanos de niñas, niños y adolescentes conforme a lo
establecido en la Constitución y en los tratados inter-
nacionales de los que el Estado mexicano forma parte.

Es importante señalar que no se trata de coartar la li-
bertad de las mujeres a vestir o tener una imagen bajo
sus propias decisiones, ni tampoco se reprocha de ma-
nera alguna la vivencia plena de la sexualidad por par-
te de las mujeres, el problema está enfocado específi-
camente a las niñas y adolescentes, que se encuentran
en una edad correspondiente a su formación y que pu-
dieran ser víctimas de estereotipos y presiones para vi-
vir experiencias ajenas a su realidad y a sus necesida-
des cognoscitivas.
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Por ello, y sabiendo que existen estos precedentes que
tratan el fenómeno de la hipersexualización infantil y
existen recomendaciones puntuales para su contrarres-
to, es imperativo que se creen políticas públicas para
evitar que nuestras niñas sean expuestas a dichos riegos.

En consecuencia, planteamos que las autoridades fe-
derales, de las entidades federativas, municipales y de
las demarcaciones territoriales de la Ciudad de Méxi-
co, en el ámbito de sus respectivas competencias, de-
ban tomar las medidas necesarias para prevenir, aten-
der y sancionar los casos en que niñas, niños o
adolescentes se vean afectados por la hipersexualiza-
ción infantil.

Para ello, proponemos adicionar una fracción IX al ar-
tículo 47 de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes. Por técnica legislativa, se refor-
man las fracciones VII y VIII vigentes, para modificar
sus signos de puntuación y dar coherencia al fraccio-
nado del artículo. 

Para mayor claridad, se señala en el cuadro siguiente
la propuesta de reforma:

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a
la consideración de este pleno el siguiente proyecto de 

Decreto que reforma la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes

Artículo Único. Se adiciona una fracción XIV Bis al
artículo 4; y una fracción IX y se reforman las frac-
ciones VII y VIII, del artículo 47 de la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para
quedar como sigue:

Artículo 4. …

I. a XIV. …

XIV. Bis. Hipersexualización infantil: La tenden-
cia a enfatizar el valor sexual de los menores de
edad, utilizándolos publicitariamente en actitu-
des, expresiones o códigos de vestimenta preco-
ces e inadecuados para su edad, y que los meno-
res viven inmersos en una realidad llena de
connotaciones sexuales;

XV a XXXIII. …

Artículo 47:

I. a VI. …

VII. La incitación o coacción para que participen en
la comisión de delitos o en asociaciones delictuo-
sas, en conflictos armados o en cualquier otra acti-
vidad que impida su desarrollo integral;

VIII. …

…

…

Castigo humillante es cualquier trato ofensivo, de-
nigrante, desvalorizador, estigmatizante, ridiculiza-
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dor y de menosprecio, y cualquier acto que tenga
como objetivo provocar dolor, amenaza, molestia o
humillación cometido en contra de niñas, niños y
adolescentes, y

IX. La hipersexualización infantil.

…

…

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
24 de febrero de 2026.

Diputada Paulina Rubio Fernández (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES AL

CÓDIGO PENAL FEDERAL, EN MATERIA DE SANCIÓN INTE-
GRAL DE LOS “PINCHAZOS”, SUSCRITA POR LA DIPUTADA

TERESA GINEZ SERRANO Y LAS Y LOS LEGISLADORES IN-
TEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN 

La suscrita, diputada Teresa Ginez Serrano, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional
en la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, 72, aparta-
do H, y 78, fracción III, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, frac-
ción I; 77, numeral 1, y 78, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía la “iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 199 Bis y se adiciona un Ca-
pítulo II Bis al Código Penal Federal, en materia de
sanción integral de los “pinchazos””, la cual plantea la
problemática y los argumentos establecidos en la si-
guiente
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Exposición de Motivos

Primero. Planteamiento del problema

En el último año se ha presentado un fenómeno que
establece un mayor grado de riesgo a la salud, identi-
ficado popularmente como “pinchazos”. Al verificarse
con mayor frecuencia en el transporte y los espacios
púbicos, se une a otras conductas de mayor anteceden-
te, conocidas como administración subrepticia de sus-
tancias. En su conjunto estas conductas crean un ries-
go mayor para la salud de la población, incrementan la
desconfianza en medios masivos de transporte y no
tienen sanción debido a no encontrarse contempladas
en tipos penales vigentes. Por ello, se propone el esta-
blecimiento de una reforma integral, que incluye un ti-
po penal autónomo, para sancionar adecuadamente es-
te fenómeno criminal.

Segundo. Problemática desde la perspectiva de gé-
nero

La perspectiva de género es la metodología y el con-
junto de mecanismos que permiten identificar, cues-
tionar y valorar la discriminación, desigualdad y ex-
clusión de las mujeres, que se justifica generalmente
con base en las diferencias biológicas entre mujeres y
hombres. En consecuencia, es una herramienta que
permite determinar los roles, responsabilidades y for-
mas de participación establecidos para mujeres y hom-
bres por estructuras sociales, culturales, económicas y
políticas.

En el ámbito de las políticas públicas la perspectiva
de género permite definir las acciones que deben em-
prenderse para resolver factores de desigualdad exis-
tentes basados en el género y crear condiciones para
lograr igualdad sustantiva. Estas acciones involucran
también las adoptadas en el ámbito legislativo, bajo
la consideración que las normas generalmente repro-
ducen y continúan actos discriminatorios contra la
mujer.

La Convención sobre la Eliminación de Todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por
sus siglas en inglés), de la cual México forma parte
desde 1981, establece en su artículo 3 que todos los
Estados parte tienen el compromiso de adoptar todas
las medidas, incluyendo las de carácter legislativo, pa-
ra asegurar el pleno desarrollo de la mujer. En ese sen-

tido, las normas penales establecen las conductas típi-
cas que son punibles por afectar la esfera de derechos
de todas las personas.

Las diversas formas de violencia presentes en toda so-
ciedad impactan con particular gravedad a las mujeres.
El caso de las conductas que esta Iniciativa propone ti-
pificar como delito no es la excepción, ya que en ám-
bitos como el transporte y los espacios públicos las
mujeres tienen una situación de especial vulnerabili-
dad frente a estos actos. En ese sentido, la presente ini-
ciativa aborda la problemática criminal desde la pers-
pectiva de género para considerar sanciones más
graves para los casos en los cuales las conductas que
se propone tipificar como delito se cometan en contra
de mujeres.

Tercero. Contexto

En los años recientes se ha observado la aparición de
conductas que ponen en riesgo la salud, conocidas po-
pularmente como “pinchazos”. Estas consisten en la
introducción encubierta –subrepticia– de sustancias en
el cuerpo de las personas, principalmente en espacios
públicos de alta concurrencia y entornos de conviven-
cia social tales como el transporte colectivo, festivales,
bares, eventos masivos, etcétera.

La manera de crear riesgo es a través de conductas que
van desde el empleo de inyecciones, punciones, pin-
chazos u otros mecanismos análogos, con diversos
propósitos: ya sea colocar a la víctima en una situación
de vulnerabilidad física o psicológica, generar un ries-
go inmediato para su integridad y su salud e incluso
simplemente causar un malestar social.

Este fenómeno adquiere una relevancia social porque
no implica únicamente el daño individual, ya que su
práctica en lugares de concurrencia masiva produce
alarma social, erosiona la confianza en el uso seguro
de servicios públicos y, por su propia naturaleza, crea
nuevos factores de riesgo sanitario. En un contexto de
repuntes y persistencia de enfermedades infecciosas
–incluyendo aquellas de transmisión sanguínea o por
exposición a fluidos-, la utilización de objetos punzo-
cortantes y la introducción de material biológico o
fluidos infectantes incrementa sustantivamente el ries-
go de afectaciones a la salud, independientemente de
que se llegue a acreditar un contagio o lesión.
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El fenómeno no es propio de México; de hecho, sus
orígenes se remontan a casos verificados en el extran-
jero. Desde 2021 se han reportado en Europa oleadas
de denuncias de la práctica conocida como “needle
spiking” (pinchazos con aguja) en países como Reino
Unido y Francia. Por ejemplo, en Francia se registra-
ron 145 casos de víctimas de esta práctica durante el
festival de música “Fête de la Musique”, lo cual pro-
vocó indignación severa en la sociedad francesa.

Un estudio elaborado por el Parlamento Británico re-
vela que en estas conductas coexisten dos elementos
centrales: primero, que la conducta genera temor ge-
neralizado y riesgos sanitarios en espacios públicos y,
segundo, que la acreditación toxicológica puede ser
compleja por el escaso tiempo para la detección de
ciertas sustancias. De hecho, para el gobierno británi-
co esta conducta inclusive abarca los casos en los cua-
les se administran sustancias a las bebidas o los ali-
mentos de una persona con la finalidad de viciar su
voluntad, lo cual incluye la administración excesiva de
alcohol.

En el caso de México estos casos comenzaron a re-
portarse a partir de 2025, cuando personas usuarias
del Sistema de Transporte Colectivo Metro afirma-
ron haber sufrido pinchazos con material punzocor-
tante mientras se encontraban en vagones o andenes.
Hasta principios de mayo las autoridades capitalinas
habían registrado al menos 41 denuncias relaciona-
das con posibles pinchazos en el Metro, Metrobús y
otros puntos del transporte público, de las cuales al-
gunas derivaron en lesiones punzantes en la piel y en
varios casos síntomas como somnolencia, mareo o
náuseas.

Por otra parte se encuentra el caso del fenómeno de las
llamadas “goteras” o “goteo” en la Ciudad de México,
una conducta que consiste en administrar sustancias en
bebidas de personas sin su consentimiento, con el ob-
jetivo de alterar su estado de conciencia para después
cometer contra ellas otros delitos como el robo. Este
modus operandi, que se ha detectado desde hace más
de 20 años y que posiblemente se originó en Sudamé-
rica, involucra principalmente grupos de personas que
operan en antros, bares y hoteles, usando sustancias
como escopolamina –también conocida como “burun-
danga”–, y presenta una alta cifra negra debido a la
falta de denuncias de las víctimas.

Este fenómeno volvió al debate público tras el caso de
un empresario que presuntamente murió por la sumi-
nistración excesiva de tal sustancia. Al igual que los
citados anteriormente relativos a los “pinchazos”, im-
plican la violación de la autonomía corporal y mani-
pulación de personas mediante el uso indebido de sus-
tancias, lo que expone el agotamiento del marco
normativo vigente debido a que estas conductas no en-
cuadran claramente en tipos penales establecidos, tales
como los supuestos normativos del delito de peligro de
contagio.

En su conjunto, estas conductas afectan directamente
el derecho a la protección de la salud reconocido por
el artículo 4o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, que impone al Estado obliga-
ciones preventivas y de protección. Esto abarca tanto
la dimensión individual –la integridad personal, auto-
nomía corporal y seguridad sanitaria de la persona–
como la dimensión colectiva –condiciones de salubri-
dad y prevención de riesgos en entornos públicos–.

En ese sentido, la administración subrepticia de sus-
tancias, los pinchazos y las goteras, además de consti-
tuir una forma de violencia que invade la esfera cor-
poral de la víctima, colocan a las personas en una
situación de riesgo sanitario que el Estado tiene obli-
gación de prevenir y sancionar de modo eficaz. En
consecuencia, la tutela penal del Estado no se reduce a
castigar un daño ya consumado, sino a sancionar la
creación de riesgos intolerables para la salud y la se-
guridad en espacios públicos.

Lo anterior adquiere mayor relevancia en un contexto
en que, recientemente, el país ha enfrentado un con-
texto epidemiológico complejo de mayor riesgo. En
primera instancia, considerando la persistencia de la
pandemia por Covid-19, con olas variables y mutacio-
nes periódicas, que ha demostrado que la transmisión
de agentes infecciosos en espacios cerrados, concurri-
dos y con alta movilidad, como el transporte público,
representa un riesgo significativo.

En segundo lugar, México continúa enfrentando un re-
to histórico en materia de VIH/Sida. Tan sólo en la úl-
tima década se han registrado 180 mil 319 casos de
VIH, de los cuales más de 39 mil han sido diagnosti-
cados en jóvenes de 15 a 24 años. Para el caso especí-
fico de este virus, la utilización de jeringas u objetos
punzocortantes para agredir a una persona crea un
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riesgo sanitario real, especialmente cuando existen
brotes activos o prevalencia considerable de enferme-
dades transmisibles por sangre.

Un tercer elemento crítico es el repunte reciente del
sarampión; al cierre de 2025 ya se acumulaban más de
5 mil 580 casos confirmados de sarampión, distribui-
dos en 29 entidades del país, además de 24 defuncio-
nes, de acuerdo con el Boletín Informativo número 36
de la Dirección General de Epidemiología. El saram-
pión tiene un índice de transmisibilidad extremada-
mente alto lo que implica que una sola persona infec-
tada puede contagiar a una proporción muy
significativa de su entorno inmediato.

Por todo lo anterior, la protección del derecho a la sa-
lud en el contexto actual no sólo exige políticas públi-
cas de prevención, sino también la adecuación del
marco normativo para sancionar penalmente conduc-
tas que, por su modo de ejecución y su daño potencial,
constituyen amenazas directas contra la salud indivi-
dual y la seguridad sanitaria colectiva. La amenaza de
contagio en un país con repuntes epidemiológicos,
desigualdades en vacunación y alta movilidad urbana
hace imprescindible establecer mecanismos penales
robustos que cumplan con los criterios constituciona-
les que rigen al derecho penal.

Cuarto. Argumentos de la iniciativa

Las conductas que se pretende sancionar se encuentran
presentes en el artículo 141 Quáter del Código Penal
para el Distrito Federal, derivado de la reciente refor-
ma publicada en la Gaceta Oficial de la Ciudad de Mé-
xico el 30 de mayo de 2025. Sin embargo, dada la es-
tructura actual del Código Penal Federal que aún
considera el delito de peligro de contagio y sanciones
especiales para las lesiones que derivan en la pérdida
de funciones orgánicas o que ponen en riesgo la vida,
se considera que debe realizarse una reforma integral
que permita establecer un criterio homogéneo para
sancionar adecuadamente estas conductas mediante un
tipo penal autónomo.

Ahora bien, la tipificación de delitos se encuentra den-
tro del ámbito de competencia que corresponde exclu-
sivamente al Poder Legislativo, para cuya determina-
ción se deben cumplir diversos principios
constitucionales. Sin embargo, siempre que se respe-
ten dichos preceptos, el legislador tiene amplia liber-

tad para el diseño del rumbo de la política criminal de
acuerdo con las necesidades sociales del momento his-
tórico respectivo, como lo establece la tesis jurispru-
dencial P./J. 102/2008 de rubro “Leyes penales. Al
examinar su constitucionalidad deben analizarse los
principios de proporcionalidad y razonabilidad jurídi-
ca.”

Uno de los principios constitucionales más importan-
tes que rigen al derecho penal es el de legalidad en su
vertiente de taxatividad, de acuerdo con el cual se de-
ben emitir normas claras, precisas y exactas respecto
de la conducta reprochable, así como de la consecuen-
cia jurídica por la comisión de un ilícito; en otras pa-
labras, el tipo penal debe formularse con claridad. Al
respecto, en el criterio jurisprudencial establecido en
la tesis 1a./J. 54/2014 (10a.), de rubro “Principio de le-
galidad penal en su vertiente de taxatividad. Análisis
del contexto en el cual se desenvuelven las normas pe-
nales, así como de sus posibles destinatarios.” La Pri-
mera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción ha establecido que para aplicar el principio de
taxatividad es imprescindible atender al contexto en el
cual se desenvuelven las normas, así como sus posi-
bles destinatarios.

En ese sentido, se propone la reforma al artículo 199
Bis y la incorporación del nuevo Capítulo II Bis, den-
tro del Título Séptimo del del Código Penal Federal.
Debe establecerse que la ubicación de este Capítulo
atiende al bien jurídico tutelado, que es el relativo al
derecho a la salud. Las modificaciones no alteran la ló-
gica fundamental de la protección penal del derecho a
la salud, sino que introducen ajustes para asegurar que
la sanción se imponga respetando los principios de le-
galidad y de mínima intervención.

La reforma al artículo 199 Bis mantiene intacto su ti-
po penal básico; sin embargo, se introduce un ajuste
punitivo razonable frente al contexto epidemiológico
actual, debido a que los umbrales punitivos son tan ba-
jos que permiten la libertad casi inmediata de los im-
putados. Por ello se propone incrementar los umbrales
punitivos contemplados para las conductas previstas
en este artículo, de forma que exista un criterio míni-
mo de sanción acorde con las consecuencias que pro-
duce el acto.

Por otra parte se adiciona una agravante específica
destinada a sancionar los supuestos en los que la pues-
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ta en peligro se ejecuta mediante mecanismos de ino-
culación, inyección, punción, pinchazo u otros medios
análogos que implican la introducción de material bio-
lógico o fluidos infectantes en el cuerpo de la víctima.
Con ello, se reconoce que la peligrosidad del hecho no
depende únicamente de la condición de la salud de
quien comete el acto, sino también del medio utiliza-
do, cuyo potencial de daño es mayor en función de la
infección de que se trate como se expuso anteriormen-
te.

La agravante incorporada en el artículo 199 Bis cum-
ple con los principios de legalidad y taxatividad, ya
que describe de manera exhaustiva los medios de eje-
cución considerados más peligrosos. Su función es re-
saltar que el empleo de objetos punzocortantes, jerin-
gas o instrumentos equivalentes incrementa la
probabilidad de exposición de la víctima a agentes in-
fectantes y agrava la invasión corporal, lo que justifi-
ca una respuesta penal superior, en armonía con el
principio de proporcionalidad de las penas.

La creación del Capítulo II Bis y, específicamente, del
nuevo artículo 199 Bis 1, es el núcleo central de la re-
forma. Con ello se propone establecer un tipo penal
autónomo que sanciona la administración subrepticia
de sustancias, sin exigir que la persona agresora pa-
dezca alguna enfermedad transmisible, ni que tenga
intención de contagiar, ni que se produzca un daño ve-
rificable.

En este caso, el injusto penal radica en la invasión cor-
poral sin consentimiento, mediante la introducción de
cualquier sustancia o agente capaz de alterar o poner
en riesgo la salud. Con esto se pretende sancionar de
forma más simple y eficaz conductas que histórica-
mente han quedado subsumidas de manera precaria
entre delitos como lesiones, violencia sexual, robo o
atentados contra la seguridad pública, sin que ninguno
atienda adecuadamente su núcleo esencial que es la
manipulación corporal engañosa, oculta e intencional.

Las agravantes previstas para este tipo penal refuerzan
la aplicación del principio de proporcionalidad, ya que
cometer estos actos en transporte o espacios públicos
incrementa el riesgo social. Por otra parte, se contem-
plan sanciones mayores para los casos en que se reali-
ce contra personas en situación de vulnerabilidad, se
emplee violencia, engaño o abuso de confianza, o se
generen afectaciones médicas o psicológicas.

También se establece un cuidado especial en articular
la incorporación del nuevo tipo penal con los delitos
vigentes, pues se establece expresamente que cuando
las conductas del artículo 199 Bis 1 deriven única-
mente en la puesta en peligro regulada por el artículo
199 Bis, deberá aplicarse este último conforme a su
condición de tipo especial. Por otra parte se establece
un reenvío a los artículos 292 y 293 para que los casos
en que la conducta derive en pérdida de una función
orgánica o peligro para la vida sean tratados dentro del
régimen del delito de lesiones.

Finalmente, la reforma es coherente con el principio
de ultima ratio, en virtud del cual el Derecho Penal in-
terviene únicamente cuando las demás ramas del orde-
namiento jurídico son insuficientes para proteger efi-
cazmente el bien jurídico salud. En ese sentido, la
aplicación del delito protege el derecho a la salud fren-
te a conductas intencionales que involucran invasión
corporal oculta, manipulación farmacológica o intro-
ducción de agentes potencialmente infecciosos, lo cual
justifica plenamente el empleo de la coerción penal.

Mediante esta Iniciativa se pretende dar una respuesta
técnica, necesaria y constitucionalmente adecuada an-
te nuevas modalidades de agresión a la salud y la au-
tonomía corporal. Con ello se fortalece el marco nor-
mativo al dotar al Estado mexicano de una
herramienta moderna de política criminal frente a fe-
nómenos presentes en las grandes ciudades y estable-
cer también un estándar mínimo que contribuirá a la
persecución eficaz de estas conductas, sin perjuicio de
las competencias de las entidades federativas.

Quinto. Cuadro comparativo

Para exponer con claridad la propuesta de modifica-
ción normativa, se presenta en el siguiente cuadro
comparativo:
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Sexto. Denominación del proyecto de decreto

La presente iniciativa propone la siguiente denomina-
ción al proyecto de decreto:

“Proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo
199 Bis y se adiciona un Capítulo II Bis al Código Pe-
nal Federal, en materia de sanción integral de los “pin-
chazos””

Séptimo. Ordenamientos por modificarse

A partir de lo aquí expuesto, el ordenamiento a modi-
ficar que considera esta propuesta es el Código Penal
Federal.

Octavo. Texto Normativo Propuesto

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la
consideración de esta soberanía el siguiente proyecto
de 

Decreto por el que se reforma el artículo 199 Bis y
se adiciona un Capítulo II Bis al Código Penal Fe-
deral, en materia de sanción integral de los “pin-
chazos”

Artículo Único. Se reforman los párrafos primero y
segundo del artículo 199 Bis; y se adicionan un pá-
rrafo cuarto al artículo 199 Bis y un Capítulo II Bis, in-
tegrado por un artículo 199 Bis 1, al Título Séptimo
del Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Martes 24 de febrero de 2026 Gaceta Parlamentaria97



Artículo 199 Bis.- El que a sabiendas de que está en-
fermo de un mal venéreo u otra enfermedad grave en
período infectante, ponga en peligro de contagio la sa-
lud de otro, por relaciones sexuales u otro medio trans-
misible, será sancionado de seis meses a cuatro años
de prisión y hasta cuarenta días de multa.

Si la enfermedad padecida fuera incurable se impon-
drá la pena de dos a cinco años de prisión.

…

Cuando la conducta se realice mediante inocula-
ción, inyección, punción, pinchazo, uso de objetos
punzocortantes o cualquier otro mecanismo análo-
go que implique introducción de material biológico
o fluidos infectantes en el cuerpo de la víctima, con
la finalidad de poner en peligro su salud, la pena
prevista en este artículo se aumentará hasta en una
mitad, en su mínimo y en su máximo.

Capítulo II Bis
Administración Subrepticia de Sustancias

Artículo 199 Bis 1.- A quien sin consentimiento de
una persona le administre, introduzca, aplique,
inocule o haga ingerir de manera subrepticia cual-
quier sustancia, agente o elemento que sea capaz de
alterar o poner en riesgo la salud, por cualquier
medio, se le impondrá de dos a seis años de prisión
y de doscientos a mil días multa.

La pena se aumentará hasta en una mitad, en su
mínimo y en su máximo, cuando:

I. La conducta se cometa en transporte público,
instalaciones de servicio público o espacios de
acceso público;

II. La víctima sea mujer, persona menor de edad,
adulta mayor, con discapacidad o incapaz de re-
sistir o comprender el hecho;

III. Se emplee violencia, engaño, abuso de con-
fianza o se aproveche la indefensión de la vícti-
ma; o

IV. Con motivo del hecho se produzca afectación
a la salud que requiera atención médica o psico-
lógica.

Cuando las conductas previstas en este artículo de-
riven únicamente en la puesta en peligro, se estará
a lo dispuesto en el artículo 199 Bis de este Código.

Cuando la alteración o el riesgo a la salud resulten
en la pérdida de una función orgánica o pongan en
peligro la vida de la víctima, se estará a lo dispues-
to en los artículos 292 y 293 de este Código.

Noveno. Artículos transitorios

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se
opongan al presente decreto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 24 de febrero de 2026.

Diputada Teresa Ginez Serrano (rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL PARA LA PREVENCIÓN SOCIAL DE LA VIOLENCIA Y

LA DELINCUENCIA, EN MATERIA DE ARMONIZACIÓN NOR-
MATIVA, SUSCRITA POR LA DIPUTADA TERESA GINEZ SE-
RRANO Y LAS Y LOS LEGISLADORES INTEGRANTES DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

La suscrita, diputada Teresa Ginez Serrano, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional
en la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, 72, aparta-
do H, y 78, fracción III, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, frac-
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ción I; 77, numeral 1, y 78, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía la “iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral para la Prevención Social de la Violencia y la
Delincuencia, en materia de armonización normativa”,
la cual plantea la problemática y los argumentos esta-
blecidos en la siguiente

Exposición de Motivos

Primero. Planteamiento del problema

La reforma constitucional de 2016 que transformó el
entonces Distrito Federal en Ciudad de México trajo
consigo diversos cambios políticos y administrativos
de suma relevancia para el país y para la ciudadanía
habitante de la ciudad capital. Sin embargo, a casi 10
años de distancia, varias legislaciones permanecen sin
ser actualizadas en relación con este cambio normati-
vo, lo cual vulnera la certeza jurídica para las autori-
dades y habitantes de la Ciudad de México. Por ello,
se propone la armonización normativa de la Ley Ge-
neral para la Prevención Social de la Violencia y la
Delincuencia para cumplir con este propósito.

Segundo. Contexto

La reforma política que dio origen a la Ciudad de Mé-
xico no sólo modificó la denominación oficial de la
capital del país, sino también la estructura de sus ins-
tituciones, órganos de gobierno y su relación con los
diversos órdenes de gobierno. Uno de los cambios más
visibles en la estructura política de la capital fue aban-
donar el modelo de las Delegaciones y la adopción de
alcaldías por demarcaciones territoriales.

A pesar de que la reforma entró en vigor hace casi diez
años, diversos ordenamientos federales aún conservan
referencias a la figura del “Distrito Federal”, lo que ge-
nera falta de certeza jurídica debido a que algunas de
estas disposiciones no sólo requieren el cambio nomi-
nal sino también un análisis de los alcances territoria-
les de las disposiciones aplicables. Uno de estos casos
es la Ley General para la Prevención Social de la Vio-
lencia y la Delincuencia, que mantiene expresiones que
ya no corresponden al marco constitucional vigente.

Si bien, tanto el “decreto por el que se declaran refor-
madas y derogadas diversas disposiciones de la Cons-

titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de la reforma política de la Ciudad de México”,
como el “decreto por el que se expide la Constitución
Política de la Ciudad de México”, contienen disposi-
ciones transitorias que establecen que todas las refe-
rencias que se hagan al Distrito Federal en los diversos
ordenamientos jurídicos deberán entenderse hechas a la
Ciudad de México, esto no exime la necesidad de rea-
lizar la armonización legislativa correspondiente.

En este contexto, es importante establecer que la ar-
monización normativa es una de las funciones propias
del Poder Legislativo que implica revisar, adecuar y
homologar las disposiciones normativas vigentes a fin
de que mantener coherencia dentro del sistema jurídi-
co. Esta tarea es permanente, pues las normas deben
adaptarse a los cambios sociales, políticos y constitu-
cionales que experimenta el país.

Cuando una reforma constitucional establece nuevos
conceptos en el ámbito político-administrativo, como
ocurrió con la transición del Distrito Federal a la Ciudad
de México y la instauración de las demarcaciones terri-
toriales y del Congreso local– es indispensable reformar
la legislación secundaria para garantizar su congruencia
interna. Por ello, se propone la reforma de los artículos
1, 13, 15, 17, 19 y 20 de la Ley General para la Preven-
ción Social de la Violencia y la Delincuencia, para rea-
lizar la armonización normativa correspondiente.

Cuarto. Cuadro comparativo

Para exponer con claridad la propuesta de modifica-
ción normativa, se presenta en el siguiente cuadro
comparativo:
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Quinto. Denominación del proyecto de decreto

La presente iniciativa propone la siguiente denomina-
ción al proyecto de decreto:

“Proyecto de decreto por el que se reforman diver-
sas disposiciones de la Ley General para la Preven-
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ción Social de la Violencia y la Delincuencia, en
materia de armonización normativa”

Sexto. Ordenamientos por modificarse

A partir de lo aquí expuesto, el ordenamiento a modi-
ficar que considera esta propuesta es la Ley General
para la Prevención Social de la Violencia y la De-
lincuencia.

Séptimo. Texto normativo propuesto

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la
consideración de esta Soberanía el siguiente proyecto
de 

Decreto por el que se reforman diversas disposicio-
nes de la Ley General para la Prevención Social de
la Violencia y la Delincuencia, en materia de armo-
nización normativa

Artículo Único. Se reforman los artículos 1; 13, frac-
ción I; 15, fracción XIV; 17, párrafo segundo; 19, pá-
rrafo primero; 20, párrafo segundo; 27 y 28 de la Ley
General para la Prevención Social de la Violencia y la
Delincuencia, para quedar como sigue:

Artículo 1.- La presente Ley es de orden público e in-
terés social y de observancia general en todo el terri-
torio nacional y tiene por objeto establecer las bases de
coordinación entre la Federación, las entidades fede-
rativas, los municipios y las demarcaciones territo-
riales de la Ciudad de México en materia de preven-
ción social de la violencia y la delincuencia en el
marco del Sistema Nacional de Seguridad Pública,
previsto en el artículo 21 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 13.- …

I. Definir estrategias de colaboración interinstitu-
cional para facilitar la cooperación, contactos e in-
tercambio de información y experiencias entre la
Federación, las entidades federativas, los munici-
pios y las demarcaciones territoriales de la Ciu-
dad de México; así como con organizaciones de la
sociedad civil, centros educativos o de investiga-
ción, o cualquier otro grupo de expertos o redes es-
pecializadas en prevención;

II. a VI. …

Artículo 15.- …

I. a XIII. …

XIV. Promover entre las autoridades de los gobier-
nos Federal, de las entidades federativas, de los
Municipios y las demarcaciones territoriales de
la Ciudad de México la participación ciudadana y
comunitaria en las tareas de prevención social de la
violencia y la delincuencia;

XV. a XXVI. …

Artículo 17.- …

Los programas tenderán a lograr un efecto multiplica-
dor, fomentando la participación de las autoridades de
los gobiernos Federal, de las entidades federativas,
de los Municipios y las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México, organismos públicos de de-
rechos humanos y de las organizaciones civiles, aca-
démicas y comunitarias en el diagnóstico, diseño, im-
plementación y evaluación de las políticas públicas y
de la prevención social de la violencia y la delincuen-
cia.

Artículo 19.- En el cumplimiento del objeto de esta
ley, las autoridades de los gobiernos Federal, de las
entidades federativas, de los municipios y las de-
marcaciones territoriales de la Ciudad de México,
en el ámbito de sus atribuciones, deberán:

I. a VIII. …

Artículo 20.- …

I. a VIII. …

Las autoridades de los gobiernos federal, de las enti-
dades federativas, de los municipios y las demarca-
ciones territoriales de la Ciudad de México en el
ámbito de sus respectivas atribuciones, deberán incluir
a la prevención social de la violencia y la delincuencia
en sus planes y programas.

Artículo 27.- Los programas federales, de las entida-
des federativas, municipales o de las demarcaciones
territoriales de la Ciudad de México, en materia de
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prevención social de la violencia y de la delincuencia,
deberán cubrirse con cargo a sus respectivos presu-
puestos y sujetarse a las bases que establecen la pre-
sente Ley, la Ley General del Sistema Nacional de Se-
guridad Pública y demás disposiciones legales
aplicables.

Artículo 28.- La Federación, las entidades federati-
vas, los municipios y las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México preverán en sus respectivos
presupuestos recursos para el diagnóstico, diseño, eje-
cución y evaluación de programas y acciones de pre-
vención social de la violencia y la delincuencia deri-
vados de la presente ley.

Octavo. Artículos transitorios

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 24 de febrero de 2026.

Diputada Teresa Ginez Serrano (rúbrica)
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